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Objetivos y cobertura de la REVISTA SAAP

Revista SAAP. Publicación de Ciencia Política de la Sociedad
Argentina de Análisis Político es la revista científico-académica
de la Sociedad Argentina de Análisis Político (SAAP). Tiene
como objetivo principal satisfacer necesidades académicas y
profesionales de científicos políticos y académicos en gene-
ral, de la Argentina y también del exterior del país, interesa-
dos en estudiar fenómenos políticos tanto domésticos como
internacionales.

La Revista SAAP busca la publicación de artículos de la
más alta calidad académica posible, de naturaleza teórica y/o
empírica, concernientes a temas sustantivamente importantes
de la vida política argentina y mundial. También son bienve-
nidas notas de investigación que refieran a discusiones sobre
temas de coyuntura, resultados de investigación o notas
metodológicas.

Todos los artículos son sometidos a doble referato anóni-
mo externo realizado por expertos en las diferentes áreas te-
máticas. Las instrucciones para enviar colaboraciones se en-

cuentran al final de cada número.
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Editorial

https://doi.org/10.46468/rsaap.17.1.E

Estimadas lectoras y lectores,
Iniciamos 2023, año en el que Argentina festeja su 40 aniversario de

democracia, renovando nuestro compromiso con la implementación de
estándares internacionales de calidad editorial. Entre ellos, la implementación
de criterios exigentes de evaluación interna y de revisión externa por pa-
res; la comunicación argumentada de las decisiones editoriales; el cumpli-
miento de la periodicidad de publicación de cada número; la
internacionalización tanto de nuestros consejos asesor y académico, como
de los/as revisores/as externos/as; la originalidad de los contenidos publi-
cados; el diseño de políticas editoriales que tiendan a una representación
paritaria de los géneros en el índice de cada número; y la implementación
de estrategias de visibilización de la producción científica que nuestros/as
autores/as nos confían.

El número que aquí presentamos vuelve a convocar a distinguidos/as
cientistas sociales de Argentina, América Latina y Europa, en torno a una
agenda de temas tan relevantes como variados: las políticas públicas, los
partidos políticos, las comisiones del poder legislativo, la participación polí-
tica de los/as jóvenes, junto con desarrollos teóricos sobre la democracia y
recensiones de los principales libros recientemente publicados.

En su artículo Control centralizado y arraigo social débil. La expansión terri-
torial del partido PRO en Argentina, Gabriel Vommaro, Martín Armelino, Fran-
cisco Longa, Juan Grandinetti y Martín Paladino analizan las estrategias de
nacionalización del partido Propuesta Republicana. A través de un estudio
con métodos mixtos y análisis de clases latentes, muestran que realizó una
expansión por penetración en la que preservó la marca partidaria y la cen-
tralización del poder desde su bastión, y que se conservó un alto grado de
coordinación y cierta consistencia programática, pero con desarrollos
organizativos y arraigos sociales débiles a nivel local.

Por su parte, Romina del Trédici, Lucas González y Rodrigo Zarazaga,
en su artículo Comprando paz social: la distribución de planes sociales durante los
gobiernos de Cristina Kirchner y Mauricio Macri, estudian la distribución de
planes sociales en Argentina, entre 2009 y 2019, discriminando entre fon-
dos programáticos y discrecionales. Basándose en un análisis cuantitativo,
de 364 planes sociales, concluyen que tanto el Partido Justicialista como
Cambiemos distribuyeron fondos discrecionales a través de movimientos
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sociales para contener posibles estallidos sociales, intercambiándolos por
paz social y gobernabilidad.

En su texto Las Comisiones especiales de control en el Congreso Nacional de
Argentina, Federico Saettone se pregunta en qué medida los parlamentos
ejercen el control/supervisión desde el ámbito de las comisiones. Centrán-
dose en las Comisiones Especiales de Control (CEC) del Congreso argenti-
no, examina, por un lado, la relación de agencia de estas comisiones con las
burocracias y las cámaras del Congreso y, por el otro, cómo ejercen el control
ex ante y ex post. En ese marco, desarrolla una medición cuantitativa de los
poderes de control de las CEC.

Asimismo, Miriam Kriger y Ignacio Robba Toribio nos acercan la nota
de investigación Jóvenes, ciudadanía y política: análisis de dos estudios empíricos
con estudiantes secundarios del AMBA ante su primer voto (2015 y 2019), en la
que analizan el vínculo con la ciudadanía y la política de jóvenes cercanos a
votar por primera vez en elecciones ejecutivas, en dos momentos políticos
distintos y en relación con transformaciones en las dinámicas de politización
juvenil, en un contexto de polarización política de la sociedad.

En su nota de investigación Modus vivendi y democracia agonista: concep-
ciones realistas de estabilidad política y democracia, Cicerón Muro Cabral se cues-
tiona acerca del tipo de democracia requerida para la estabilidad de un mo-
dus vivendi en un régimen liberal, considerando una concepción realista de
la política. Argumenta que es la democracia agonista la concepción adecua-
da y para ello define las relaciones conceptuales entre régimen liberal demo-
crático y democracia agonista, con el realismo político.

Por fin, Juan Pablo Quiroga, en su nota de investigación Contingencia y
conflicto. El Modelo de Corrientes Múltiples de Kingdon y la política de subsidios al
pan baladí en Egipto rescata los aportes de John Kingdon (1995) para analizar
el sistema de subsidios al pan y la harina en Egipto, en el marco de la coyun-
tura crítica 2014-2016. Sostiene que el abordaje del Modelo de Corrientes
Múltiples permite no solo iluminar aspectos centrales del caso bajo análisis,
sino también avanzar en una agenda más diversa de enfoques teórico-
metodológicos para el análisis de las políticas públicas.

Cierran este número seis reseñas de libros recientemente publicados en
Alemania, Argentina, Colombia, Estados Unidos y México. A cargo de
Gerardo Scherlis estuvo la recensión del libro “Party System Closure: Party
Alliances, Government Alternatives, and Democracy in Europe”, de Fernando Casal
Bértoa  y Zsolt Enyed. Ana Laura Rodríguez-Gustá se ocupó del libro
Feminisms in Latin America. Pro-choice Nested Networks in Mexico and Brazil, de
Gisela Zaremberg y Debora Rezende de Almeida. Por su parte, Alicia Lissidini
Dotti reseñó “The Will of the People: Populism and Citizen Participation in Latin
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America”, de Yanina Welp. Cristian Márquez nos acerca sus impresiones so-
bre el libro “Partidos y sistemas de partidos en América Latina. Éxito electoral y
cambio político (1988-2016)”, de Aldo Adrián Martínez Hernández. Victoria
Ortiz de Rosas  estuvo a cargo de la recensión de “Actores políticos, elecciones y
sistemas de partidos. Una aproximación comparada desde la política subnacional en
América Latina”, editado por Carlos Varetto y Juan Pablo Milanese. Y Lemy
Bran nos acerca su reseña sobre 30 años de la Constitución Política de Colombia.
Análisis y perspectivas, de Porfirio Cardona-Restrepo, Manuel Alcántara Sáez y
Javier Duque Daza (Eds.).

¡Que disfruten la lectura!

María Laura Tagina
Directora Revista SAAP
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Buying Social Peace: the Distribution of Social Plans
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ROMINA DEL TREDICI
Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas, Argentina
Universidad Católica de Córdoba, Argentina
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Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas, Argentina
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https://doi.org/10.46468/rsaap.17.1.A1

Resumen: Este trabajo analiza la distribución de planes sociales en Argentina y presen-
ta un resultado contraintuitivo. El Partido Justicialista de Argentina, que la literatura
describe como clientelar, incrementó los fondos programáticos durante el gobierno de
Cristina Fernández de Kirchner, mientras que la coalición Cambiemos, que se presentó
como programática, invirtió más en la distribución discrecional durante el gobierno de
Mauricio Macri. El estudio presenta un análisis cuantitativo del total de 364 programas
del gobierno nacional entre 2008 y 2019, explora los procesos que llevaron a los
resultados en ambas administraciones usando fuentes secundarias y concluye con algu-
nas implicancias comparadas. El principal argumento es que ambos partidos distribuye-
ron fondos discrecionales a través de movimientos sociales para contener posibles
estallidos sociales, intercambiándolos por paz social y gobernabilidad.

Palabras clave: Planes sociales – Gasto discrecional – Gasto programático – Movimientos
sociales – Argentina

Abstract: This work analyzes the distribution of social programs in Argentina and present a
counterintuitive observation. The Justicialista Party of Argentina, which the literature describes as
clientelistic, increased programmatic funds during the government of Cristina Fernández de Kirchner,
while the Cambiemos coalition, which presented itself as programmatic, invested more in discretionary
funds during the government of Mauricio Macri. The study presents a quantitative analysis of a total
of 364 national government programs between 2008 and 2019, explores the processes that led to the
results in both administrations using secondary sources, and concludes with some comparative implications.
The main argument is that both parties in government distributed discretionary funds through social
movements to contain possible social unrest, exchanging them for social peace and governability.

Keywords: Social Programs – Discretionary Spending – Programmatic Spending – Social Movements –
Argentina

* Artículo recibido el 17 de febrero de 2022 y aceptado para su publicación el 7 de
febrero de 2023.

Revista SAAP (ISSN 1666-7883) Vol. 17, Nº 1, mayo 2023, 13-34
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1. Introducción

El Partido Justicialista o Peronista (PJ) de Argentina es tradicionalmente
considerado un partido de aparato; una extensa literatura describe sus re-
des clientelares y la distribución discrecional de planes sociales cuando go-
bierna (Levitsky, 2003; Calvo y Murillo, 2004; Brusco et al., 2004). En opo-
sición al PJ, la alianza Cambiemos alzó, desde su nacimiento, la bandera de
la lucha contra el clientelismo y la discrecionalidad. Su líder, Mauricio Macri,
en su candidatura presidencial de 2015 anunció que llevaría a cabo una
reforma para terminar con la discrecionalidad de los planes sociales1. Sin
embargo, en este trabajo mostramos que su gobierno incrementó el porcen-
taje de fondos destinados a planes discrecionales y el de Cristina Fernández
de Kirchner (de aquí en más CFK), al contrario, a planes sociales no
clientelares, que llamamos programáticos.

Este trabajo estudia la distribución de planes sociales en Argentina. Para
ello, analizamos una población de 364 programas del gobierno nacional
entre 2008 y 2019 y seleccionamos 27 planes sociales que clasificamos como
ayuda social directa y urgente. Hasta donde sabemos, es la primera vez que
se estudia todo el conjunto de planes sociales para comparar la política
social de los gobiernos en Argentina. Clasificamos a estos planes como dis-
crecionales y programáticos y comparamos la evolución de los montos y
porcentajes destinados a cada grupo durante los gobiernos de CFK y
Mauricio Macri.

El trabajo encuentra un resultado contraintuitivo. El partido que la lite-
ratura describe como clientelar incrementó los fondos programáticos y el
que se presentó como programático invirtió más en la distribución discre-
cional. Ahora bien, a pesar de que el PJ aumentó el gasto programático,
también mantuvo planes discrecionales durante el gobierno de CFK. Sobre
esta observación, buscamos encontrar una posible explicación del aumento
del gasto social discrecional durante el gobierno de Macri y del manteni-
miento de algunos planes sociales de este tipo durante el de CFK.

Una extensa literatura sostiene que los partidos en el gobierno distribu-
yen el gasto social dependiendo, entre otras cosas, de su ideología o para
comprar votos. Sostenemos que, a pesar de las importantes contribuciones,
una parte de esta literatura no logra explicar satisfactoriamente la distribu-
ción reciente de planes sociales en Argentina, donde los dos partidos en el

1 La plataforma electoral de su partido, Propuesta Republicana (PRO), en la sección de
Protección Social, detalla que “se buscarán mecanismos institucionales para evitar el uso
discrecional de los programas” (Plataforma Electoral PRO, 2020). Recuperado el 27 de
marzo de 2020 de: http://pro.com.ar/plataforma-electoral/



15

gobierno los asignaron en contra de las expectativas de los argumentos ba-
sados en la ideología y la compra de votos.

El principal argumento de este estudio es que ambos partidos en el go-
bierno distribuyeron fondos discrecionales para contener posibles estallidos
sociales. Cuando los sectores más vulnerables de la sociedad enfrentan nece-
sidades urgentes, es más probable que se movilicen y protesten. Los movi-
mientos sociales canalizan algunas de esas demandas, organizan estos secto-
res y distribuyen planes sociales discrecionales para hacer frente a algunas de
sus necesidades. Los movimientos sociales no pueden distribuir fondos
programáticos porque éstos llegan a todas las personas de una población ob-
jetivo de forma automática, sin intermediarios. Cuando los movimientos so-
ciales obtienen los fondos que necesitan, es más probable que desmovilicen
las protestas y contengan los estallidos sociales. Por eso, argumentamos que
los partidos en el gobierno y los movimientos sociales intercambiaron fondos
discrecionales por paz social y gobernabilidad. Este argumento podría dar
cuenta de por qué el gobierno de Cambiemos, con pocos intendentes y redes
territoriales en los municipios más pobres y con una plataforma electoral crí-
tica al gasto clientelar, aumentó los planes sociales gestionados a través de los
movimientos sociales, aun cuando tuvieran afinidades partidarias opuestas.

En la siguiente sección resaltamos las limitaciones de la literatura exis-
tente y presentamos nuestro argumento para entender los resultados que
observamos. A continuación, presentamos la metodología, analizamos los
datos y, mediante fuentes secundarias, rastreamos algunos de los principa-
les procesos que llevaron a los resultados observados. En la última sección,
presentamos las conclusiones del estudio y abordamos las implicancias com-
paradas. Muchos investigadores y analistas ven con preocupación el au-
mento del gasto discrecional y que se favorezca a los movimientos sociales
con su distribución. Sostenemos que la contracara de este gasto ha sido, por
un lado, el acercamiento de políticas sociales a sectores a los que tanto el
Estado nacional como los subnacionales no llegan o llegan parcialmente y,
por otro lado, la contención de los estallidos sociales.

2. Los determinantes políticos de la distribución discrecional

Una gran parte de la literatura especializada coincide en que los planes
sociales se distribuyen con el objetivo de obtener beneficios electorales (Cal-
vo y Murillo, 2004; Kitschelt y Wilkinson, 2007; Stokes et al., 2013; Weitz-
Shapiro, 2014; Luna, 2014; Mares y Young, 2016). Sin embargo, no hay
acuerdo en el debate sobre el tipo de votantes a los que los gobiernos distri-

Romina Del Tredici, Lucas González y Rodrigo Zarazaga
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buyen fondos discrecionales. Algunos trabajos sostienen que la población
objeto de la distribución de estos fondos son los votantes ya identificados
con el partido gobernante (Cox y McCubbins, 1986; Calvo y Murillo, 2013;
Stokes et al., 2013; Zarazaga, 2016). Por el contrario, otros argumentan que
la población objeto son los votantes indiferentes, es decir, sin fuertes prefe-
rencias partidarias (Lindbeck y Weibull, 1987; Stokes, 2005). Un tercer gru-
po sostiene que estos fondos son destinados principalmente a partidarios
afines, pero no para comprar su voto, que ya tienen, sino para movilizarlos
en manifestaciones (Szwarcberg, 2015) y en el día de las elecciones (Nichter,
2008). Un último grupo sostiene que algunos partidos de derecha o
centroderecha pueden tener una estrategia dual, manteniendo políticas
programáticas para sus votantes habituales y discrecionales para atraer el
voto de los sectores de menos ingresos que les es normalmente esquivo
(Kitschelt, 2000; Luna, 2010). En estos estudios, la distribución discrecio-
nal tiene por objetivo capturar el voto de los pobres porque en ellos es mayor
la utilidad marginal de cada peso invertido. Sin embargo, el gobierno de
Cambiemos aumentó los fondos discrecionales administrados a través de
los movimientos sociales, incluso cuando estos movimientos estaban alinea-
dos con los partidos de oposición y fuera muy poco probable que moviliza-
ran a sus miembros para votar por Macri. Si bien coincidimos en que los
destinatarios de los planes sociales discrecionales son los más vulnerables,
señalamos que, bajo determinadas condiciones, el objetivo último de la dis-
tribución discrecional no es electoral, sino de gobernabilidad.

Varios estudios también vinculan las ideologías partidarias con el tipo
de gasto social. En un trabajo canónico, Huber et al. afirman que “las prefe-
rencias de los partidos de izquierda fueron por la expansión gradual del
sistema de seguridad social, primero a los trabajadores industriales y luego a
los del sector informal” (2008: 423). Mientras que “los partidos de derecha
prefirieron proteger la fragmentación y los beneficios en los sistemas de
privilegio, pero reduciendo los gastos de seguridad social tras la crisis de la
deuda de los años 80 y la apertura de las economías latinoamericanas”
(Huber et al., 2008: 423). Aunque tendemos a estar de acuerdo con este
argumento general, nuestros datos muestran que las ideologías partidarias
en Argentina no parecen explicar muy bien la distribución de los fondos
discrecionales: el llamado partido clientelista redujo fondos discrecionales y
la autoproclamada coalición programática hizo lo contrario.

Otra serie de estudios sostiene que el aumento en la distribución de
planes sociales responde al incremento de las protestas (Auyero, 2002; Lodola,
2005; WeitzShapiro, 2006; Giraudy, 2007; Calvo y Moscovich, 2017), al for-
talecimiento de los movimientos sociales (Garay, 2007; Franceschelli y
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Ronconi, 2009) y a los vínculos partidarios más fuertes con ellos, incluso
durante gobiernos de centroderecha (Niedzwiecki y Pribble, 2017). Otra
parte de esta agenda de investigación sostiene que los gobiernos utilizan el
gasto social discrecional para apaciguar las protestas (Cloward y Piven, 1977;
Garay, 2016; Schipani, 2019). En el primer grupo, la cantidad de protestas
es una variable independiente; en el segundo, es dependiente.

La principal evidencia empírica de estos estudios centrados en la rela-
ción entre protesta y fondos sociales son planes sociales específicos, general-
mente los más grandes o los relacionados con la asistencia social de emer-
gencia (e.g., Lodola, 2005; Giraudy, 2007; Weitz-Shapiro, 2006; Calvo y
Moscovich, 2017). Sostenemos que parte de esta literatura adolece de lo
que Bonvecchi y Lodola denominan el “déficit de incompletitud” (2011:
182-183), o sea, centrarse en algunos tipos específicos de planes sociales y
desatender otros. Esto es equivalente a usar evidencia empírica parcial e,
incluso, a un posible sesgo de selección. Una segunda limitación es el “défi-
cit de agrupamiento”, o agrupar fondos esencialmente diferentes en un
conjunto de recursos común e indistinguible. Como resultado, algunos es-
tudios afirman que los planes sociales desmovilizan las protestas, pero la
discreción que tiene el partido en el gobierno sobre su asignación varía am-
pliamente, así como los efectos de esos fondos. Contribuimos empíricamente
a esta literatura incluyendo todos los programas sociales en nuestra base de
datos y discutiendo la posible relación entre gasto discrecional y protestas.

Sostenemos que los dos gobiernos analizados en este trabajo canaliza-
ron fondos discrecionales a través de los movimientos sociales porque pro-
veen la mediación necesaria para llegar a sectores vulnerables y prevenir
protestas masivas y el desborde social. En contextos de crisis económica, los
movimientos sociales pueden alentar protestas, pero también prevenir dis-
turbios al brindar información sensible de la situación social a políticos y
utilizar fondos públicos para llegar a los sectores con necesidades más ele-
mentales y urgentes. De esta manera, pueden atender reclamos, desmovilizar
protestas y evitar posibles estallidos sociales. Sus miembros provienen y viven
en los barrios donde son políticamente activos, están en contacto permanente
con las y los vecinos y tienen un conocimiento preciso de sus necesidades y
posibles soluciones. Los lazos personales y directos con las poblaciones loca-
les permiten a los movimientos sociales distribuir beneficios específicos en
poco tiempo. Los y las líderes sociales ayudan a organizar a las personas y
esto es fundamental para canalizar ayudas monetarias del Estado y admi-
nistrar centros comunitarios, de atención médica y comedores populares.

Particularmente relevante para nuestro trabajo es que, como sostiene
Rossi, existe una relación de dependencia mutua entre movimientos socia-
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les y gobierno que excede lo clientelar y lo contencioso (2017). Si bien la
protesta ocupa un espacio central en una etapa de prelegitimación de los
movimientos, analizamos un periodo en el que estos ya están consolidados
como actor social. La negociación de los gobiernos de CFK y Macri con los
movimientos sociales se fundamenta en la imposibilidad de negar su rol
comunitario. La construcción de redes propias entre los sectores más vulne-
rables para poder distribuir discrecionalmente es una tarea que insume
mucho tiempo y recursos (Giraudy, 2015; Zarazaga, 2015), por lo que en el
caso de Cambiemos la relación se estableció a través de los movimientos
sociales ya organizados, legitimados e identificados en su mayoría con el
kirchnerismo o el peronismo. Esta relación se construyó no como intercam-
bio clientelar por votos, sino como negociación por la paz social.

Algunas investigaciones también acuerdan que la distribución discre-
cional no responde necesariamente a objetivos electorales y resaltan distin-
tos roles comunitarios de los referentes sociales (Auyero, 2001; Quirós, 2006;
Zarazaga, 2014a; Rossi, 2017). Complementando estos trabajos, conecta-
mos la distribución discrecional con el rol social de los movimientos socia-
les. Las organizaciones sociales tienen una gran penetración en los sectores
más vulnerables que capitalizan, sobre todo, cuando el gobierno nacional y
los subnacionales no la tienen. En sectores alejados o hasta aislados de la
ayuda estatal por falta de transporte e infraestructura de servicios básicos,
los movimientos sociales “traen el Estado al barrio”. Estos movimientos re-
ducen la distancia con el Estado y permiten que este llegue de manera dis-
crecional y particularista a las zonas donde vive la población más vulnerable,
pero la otra opción es la ausencia total del Estado (Zarazaga, 2014a). Esta
política discrecional opera como lo que Kitschelt denomina “el equivalente
funcional del Estado de bienestar” cuando el mismo está ausente (2000: 873).

3. Datos y método

Para el presente trabajo clasificamos una población total de 364 pro-
gramas del gobierno nacional entre 2008 y 2019 (aquellos que cambiaron
de nombre o de ministerio se contabilizaron como un único programa)2.
A partir de documentos oficiales, analizamos los objetivos y las actividades
de cada uno de estos para determinar si existían transferencias que respon-
dan a los criterios establecidos como “ayudas sociales directas y urgentes”,
es decir, transferencias monetarias a personas en situaciones de vulnerabili-

2 Ver Tabla 1 del Anexo.
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dad. Con este criterio, seleccionamos 27 programas que cuentan con activi-
dades de este tipo y pueden ser considerados planes sociales3. Luego los
clasificamos como discrecionales o programáticos —según criterios especi-
ficados más abajo— para comparar la evolución de los porcentajes destina-
dos a cada grupo a través del tiempo durante las dos administraciones.

A nivel teórico, existe acuerdo en que los planes sociales son, en su
mayoría, transferencias de ingresos no contributivas a los grupos sociales
más vulnerables; condición definida por presentar dificultades de inserción
en el mercado laboral y estar excluidos de los sistemas de protección social
derivados de los empleos formales (Gentile, 2003: 1; Halperin et al., 2008:
66). Sin embargo, a nivel empírico no hay un acuerdo claro entre analistas y
académicos (como tampoco criterios inequívocos en el sector público) en
qué incluir cuando se hace referencia a planes sociales, o más bien, no hay
criterios claros que definan qué políticas incluir o excluir de la clasificación.
Usualmente, la literatura ha estudiado la política de la distribución de un
único plan social o de algunos pocos, generalmente los más importantes en
montos o cantidad de personas beneficiarias (Lodola, 2005; WeitzShapiro,
2006; 2012). En otros casos, se suele analizar un conjunto de programas
sociales bajo algún criterio (como incluir los de promoción y asistencia so-
cial o los de algún ministerio, como trabajo o desarrollo social) pero se exclu-
yen otros con objetivos sociales y población destinataria similares. Todo esto
complica notablemente el análisis del conjunto de los planes sociales de un
gobierno y hace muy difícil la comparación entre administraciones.

En este trabajo, definimos a los planes sociales como una ayuda social
directa y urgente.

1. Es una ayuda social porque no depende de un aporte previo
(como en las jubilaciones, pensiones y seguros) o posterior
(como en créditos o moratorias previsionales).4

2. Es directa porque va dirigida a una persona destinataria (aunque
sea transferida a través de una institución social o cooperativa);

3. Es urgente porque se destina a personas en condición de vulne-
rabilidad social (quienes reciben estas ayudas tienen salarios in-
formales, no tienen otros ingresos o no llegan al salario mínimo).

3 Ver Tabla 2 del Anexo.
4 Nos enfocamos en las transferencias corrientes al sector privado (devengadas). Deja-

mos afuera al presupuesto de los programas sociales destinados a contratos de perso-
nal, adquisición de bienes de consumo o bienes de uso y contratación de servicios. No
incluimos, además, las transferencias de estos mismos programas a otras entidades del
sector público nacional y a instituciones provinciales y municipales.

Romina Del Tredici, Lucas González y Rodrigo Zarazaga



Revista SAAP  . Vol. 17, Nº 1

20

Si bien todo el gasto social busca atender necesidades básicas de los
sectores sociales más vulnerables, nos focalizamos en programas con un
impacto directo y urgente. Quizás los gastos en educación o ciencia y técni-
ca tengan un impacto comparativamente grande en el largo plazo, pero sus
efectos no pueden verse en un período de gobierno.

Dividimos los 27 programas de ayuda social directa y urgente en
programáticos y discrecionales de acuerdo con si presentan al menos uno
de los tres criterios de discrecionalidad definidos por Zarazaga (2014b): al-
cance, distribución y obligaciones que imponen (ver también Díaz-Cayeros
y Magaloni, 2009). Los planes sociales son “programáticos” cuando su al-
cance es universal, es decir, sus beneficios se declaran disponibles para toda
la población objeto, en su distribución no hay intermediarios y, además, las
condiciones que imponen son de verificación automática y a cargo de agen-
tes de la burocracia profesional (de educación y salud). En estos planes hay
poco margen de manipulación política. Por el contrario, los planes sociales
son “discrecionales” cuando no son universales en su acceso (sólo puede
acceder una parte de la población objeto), hay intermediarios (que pueden
ser individuos o grupos) o las condiciones de verificación no son automáti-
cas y están a cargo de la discreción de algún agente (por ejemplo, los llama-
dos “jefas o jefes de cuadrilla”). La distribución discrecional recibe a veces el
nombre de clientelismo o pork barrel (Dixit y Londregan, 1996: 1133-1134).
En función de los criterios anteriores, la Asignación Universal por Hijo
(AUH), por ejemplo, es programática y el Programa del Ingreso Social con
Trabajo (PRIST, conocido como Argentina Trabaja) es discrecional5. Codifi-
camos todos los planes sociales en estas dos categorías según información
oficial6.

Cabe aclarar que, si bien los fondos destinados a ayudas sociales a per-
sonas pueden ser objeto de un reparto discrecional, no son los únicos. Tam-
bién puede haber discreción en muchas otras decisiones de política pública.
Por ejemplo, a la hora de establecer subsidios a ciertos servicios o en la dis-
tribución de obra pública.

Utilizamos datos de la Administración Nacional de la Seguridad Social,
el Ministerio de Desarrollo Social, el Ministerio de Trabajo, Empleo y Segu-
ridad Social, el Ministerio de Salud y otros organismos del gobierno nacio-
5 La AUH consiste en una prestación monetaria no retributiva de carácter mensual des-

tinada a menores de 18 años cuyos padres y madres se encuentren desocupados o se
desempeñen en la economía informal por un salario menor al mínimo vital y móvil
(Decreto 1602/2009). EL PRIST es un programa que tiene por objetivo crear puestos
de trabajo, capacitar y promover la organización cooperativa a través de la ejecución de
obras de infraestructura local (Zarazaga 2015).

6 Ver Tabla 2 del Anexo.
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nal entre 2008 y 2019, recogidos del portal de Presupuesto Abierto, Ministe-
rio de Economía de la Nación, abiertos por programas y ubicación geográ-
fica7. En la siguiente sección analizamos los cambios en los montos totales
(nominales) de los fondos de ayuda social. Usamos estadística descriptiva
para comparar las variaciones porcentuales en esos montos en los dos go-
biernos seleccionados.

4. Divergencia entre tipo de partido y de distribución

Luego de clasificar los planes sociales en programáticos y discreciona-
les, analizamos la variación de los montos de cada tipo en el tiempo8. El
primer grupo engloba a 11 planes sociales e incluye, entre otros, pensiones
no contributivas, asignaciones familiares y complementos a las prestaciones
previsionales. El segundo abarca a 16 planes sociales, entre los que se cuen-
tan programas de apoyo al empleo y a la economía social y proyectos pro-
ductivos comunitarios. Al analizar la distribución de ambos tipos de planes
durante las presidencias de CFK y Mauricio Macri observamos un primer
resultado contraintuitivo: mientras el gobierno peronista incrementó el monto
del gasto social programático, el de Cambiemos aumentó el discrecional.

Entre 2008 y 2015, el gobierno de CFK aumentó el monto en valores
reales (año base 2008) de las transferencias programáticas de 8.000 millones
en 2008 a 31.900 en 2015. El aumento, en valores reales, fue de casi un 400
por ciento. Al mismo tiempo, bajó las transferencias discrecionales de 4.600 a
3.900; una caída de casi el 15 por ciento en el mismo periodo (Ver Gráfico 1).
La creación de la AUH en 2009 implicó el aumento más importante en la
ayuda social durante este gobierno, haciendo que las Asignaciones Familia-
res se incrementen de 985 millones en 2008 a 10.300 millones en 2015.

Los datos indican que el gobierno de Macri implicó una reversión en la
tendencia del aumento del gasto programático y reducción del discrecional
del gobierno anterior. En montos reales (año base 2008), las transferencias
programáticas durante este gobierno pasaron de 30.000 millones en 2016 a
23.000 millones en 2019, disminuyendo un 23 por ciento. Por su parte, las
discrecionales pasaron de 3.300 millones a 3.900 millones, aumentando un

7 En el análisis de los datos por ubicación geográfica se excluyeron los fondos clasificados
como nacionales, interprovinciales y aquellos sin clasificar que corresponden principal-
mente a gasto realizado fuera de nuestro territorio. Estos tres tipos de gastos represen-
tan como máximo un 0,001 por ciento del devengado anual en cada ejercicio del perío-
do analizado.

8 Ver Tabla 2 del Anexo.
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18 por ciento en el mismo periodo. Entre 2015 (último año de CFK) y 2017,
el año de mayor suba del gasto discrecional, el aumento fue de casi un 26
por ciento (Ver Gráfico 1).

Además, analizamos el porcentaje que representaron las transferencias
programáticas y discrecionales sobre el total de ayuda social. El gobierno de
CFK aumentó el porcentaje de distribución de planes programáticos del 64
al 89 por ciento del total, un incremento de 25 puntos porcentuales. Las
transferencias discrecionales bajaron del 36 por ciento del total en 2008 al
11 por ciento en 2015 (Ver Gráfico 2). Desde la creación de la AUH, las
Asignaciones Familiares representaron el 24 por ciento promedio del gasto
total en planes sociales y el 29 por ciento promedio de los clasificados como
programáticos. Dentro de los planes discrecionales, los principales fueron el
Familias por la Inclusión Social y las acciones de empleo, que llegaron a
representar el 87 por ciento del total de fondos discrecionales en 2008.

El gobierno de Macri bajó las transferencias programáticas como por-
centaje del total de la ayuda social en 5 puntos porcentuales (pasaron del 90
por ciento de la ayuda social total en 2016 al 85 por ciento en 2018) y au-
mentó las discrecionales en un porcentaje equivalente: pasaron del 10 por
ciento del total en 2016 al 15 por ciento en 2018 (Ver Gráfico 2).

En síntesis, y contra lo esperado por parte de la literatura especializada,
el gobierno de CFK amplió el porcentaje de fondos para planes sociales
programáticos, aun cuando mantuvo planes discrecionales y, quizás más
llamativamente, el de Mauricio Macri incrementó el porcentaje destinado a
planes discrecionales.
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GRÁFICO 1
Gasto programático y discrecional (valores reales,

en millones de pesos de 2008)

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Ministerio de Economía de la Nación.

GRÁFICO 2
Gasto programático y discrecional (% sobre el total, 2008-2019)

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Ministerio de Economía de la Nación.
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5. La política de negociación con los movimientos sociales

Estudios previos sostienen que el gobierno de CFK usó el gasto social
discrecional como premios y castigos según los movimientos estuvieran den-
tro o fuera de la coalición de gobierno (Zarazaga, 2015)9. Pero el uso político
de estos planes, argumentamos, también se vincula a la necesidad de llegar
a los sectores más vulnerables y contener la conflictividad social.

Luego de la derrota electoral en las elecciones legislativas de 2009 y en
el marco de un deterioro en la economía, el gobierno implementó cambios
importantes en la dirección de las políticas sociales y en las relaciones con
los movimientos sociales. Con dos meses de diferencia, en agosto y octubre
de 2009, lanzó el PRIST y la AUH, respectivamente. Estos dos grandes
planes sociales serían centrales en la estrategia del gobierno para recuperar
apoyo y controlar el conflicto social, sobre todo en el Conurbano Bonaeren-
se. La AUH, como política programática universal, ayudaba a lo primero,
mientras que el PRIST, como programa discrecional y focalizado, a lo se-
gundo.

El gobierno concibió a la AUH como una ampliación de la política so-
cial programática y no como un plan social discrecional. Definió que el acce-
so sea universal y la ANSES fuese su órgano de implementación. De esta
manera, se aseguró que la AUH adoptara sistemas de ejecución más cerca-
nos a los de las asignaciones familiares de los asalariados formales que a los
de los planes discrecionales de transferencias condicionadas. Al año de su
implementación, la AUH ya superaba los 3.500.000 de niños, niñas y ado-
lescentes beneficiarios. Sin dudas significó un mejoramiento del ingreso y
una reducción de la pobreza (Salvia et al., 2014; González y Santos, 2020).
Como afirma Cicciaro, “en el marco de una derrota impulsada por el mal
rendimiento electoral en los grandes distritos, un criterio de política social
cuasi universal se convierte en un criterio electoralmente redituable” (2011:
74). Si bien no es posible separarlo de la recuperación económica de media-

9 Curiosamente, la relación de Néstor Kirchner con los movimientos sociales estuvo
marcada, como la de Mauricio Macri, por la debilidad inicial de su gobierno. Kirchner
enfrentó un escenario de alta conflictividad social en el que los movimientos sociales ya
se habían afianzado y legitimado (Rossi, 2017). Buscó, entonces, canalizar recursos a los
movimientos para contenerlos dentro de su coalición gobernante y reducir la repre-
sión. El Programa de Empleo Comunitario y el Manos a la Obra otorgaban recursos a
cooperativas de trabajo pertenecientes a los movimientos sociales. Organizaciones so-
ciales con capilaridad territorial considerable, como el FTV, Barrios de Pie y el Movi-
miento Evita se sumaron al gobierno ocupando sus miembros distintas posiciones
ejecutivas. Otros grupos, más ligados a la izquierda, rechazaron lo que interpretaban
como una cooptación y mantuvieron la protesta, pero con escasas repercusiones por la
acelerada recuperación económica de los años siguientes.



25

dos de 2010, fue uno de los factores que explicaría la recuperación electoral
del kirchnerismo en 2011.

A diferencia de la AUH, el PRIST estuvo destinado a aumentar la pene-
tración territorial en el Conurbano Bonaerense (Zarazaga, 2015), llegar a los
sectores más vulnerables en el contexto de deterioro económico producido
por la crisis financiera internacional de 2008 y contener conflictos sociales.
Preocupados por la desaceleración económica, algunos movimientos sociales
comenzaron a presionar a través de los canales institucionales y desde dentro
de la coalición de gobierno. Demandaban medidas sociales que protejan de
los despidos y asignaciones familiares para trabajadores desempleado/as e in-
formales (Garay, 2020). El PRIST fue un plan discrecional que por diseño
institucional podía ser destinado a cooperativas, tanto de municipios como
de movimientos sociales. Permitía redistribuir recursos a los cuadros de sus
organizaciones en el territorio y, como argumentamos, contener conflictos. El
PRIST era un programa de trabajo altamente discrecional dirigido central-
mente al área metropolitana de Buenos Aires. Los datos apoyan el argumento
de que estos planes sociales se lanzaron para contener conflictos: en 2010, y a
pesar de que varios factores más pueden haber influido en el resultado (entre
ellos la recuperación económica), luego de la creación del PRIST, la protesta
social disminuyó un 30 por ciento respecto del año anterior (Giusto, 2020).

Si bien ambos gobiernos usaron la distribución discrecional para conte-
ner conflictos sociales, comparativamente, el gobierno de CFK tuvo más
posibilidades que el de Macri de utilizarlos políticamente. De hecho, los usó
como un sistema de premios y castigos para balancear el poder entre
intendentes y movimientos sociales (Zarazaga, 2019). Mientras que CFK
contaba con la afinidad de los principales movimientos sociales y 30
intendentes de los 33 del Conurbano pertenecían a su partido, Mauricio
Macri no contaba con la afinidad de ningún movimiento significativo y solo
contaba con el apoyo de 11 de los 33 intendentes. Mientras la primera pudo
elegir beneficiarios entre unos y otros, el segundo eligió a los movimientos
para garantizar la paz social.

La ampliación de planes discrecionales durante el gobierno de Macri
difícilmente se pueda explicar en términos de objetivos electorales. En su
gran mayoría, los movimientos sociales que recibieron planes y sus benefi-
ciario/as fueron cercanos al peronismo o al kirchnerismo (Zarazaga, 2019:
24)10. No parece lógico, entonces, que los líderes de Cambiemos esperaran
obtener una cantidad significativa de votos de estos sectores.

10 Según Zarazaga, datos combinados de diferentes encuestas de 2017 indican que “67,8%
de los que reciben planes sociales vota por el FPV [Frente Para la Victoria/PJ], mientras
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Los dos gobiernos radicales de Raúl Alfonsín y Fernando de la Rúa
habían terminado anticipadamente y en medio de estallidos sociales. Dada
esta experiencia, el gobierno de Macri estuvo marcado por una fuerte pre-
ocupación por mantener la gobernabilidad. Así, desde el inicio de su man-
dato, advirtió el poder territorial de los movimientos sociales, sus extensas
redes y amplios recursos de protesta, adquiridos en más de dos décadas de
lucha. En el gabinete había acuerdo en que esto era una posible fuente de
desestabilización, pero no sobre qué hacer. Un sector buscó achicar el gasto
en planes sociales y reprimir la protesta, y otro, contener a los movimientos
sociales para garantizar el orden. Esta tensión se expresó en dos maneras
distintas de relacionarse con los movimientos sociales. Un ala, representada
por la ministra de desarrollo social, Carolina Stanley, reconocía la capilari-
dad territorial y el rol comunitario de los movimientos y, por lo tanto, busca-
ba negociar y conciliar con ellos. Otra ala, más dura, en manos de la ministra
de seguridad Patricia Bullrich, acentuaba la importancia de reestablecer el
orden, aun al costo de reprimir. De hecho, fue acusada de “judicializar” la
protesta y usar represión desmedida para limitarla (La Nación, 2016b). A
pesar de sostener a Bullrich en su cargo y oscilar entre una y otra postura, la
falta de redes propias en las áreas más pobres, llevaron a que el gobierno
buscara siempre mantener el diálogo con los movimientos sociales (Gamallo,
2017; La Nación, 2016a). Desde el inicio de su gestión, la ministra Stanley
prometió continuar con planes sociales como el PRIST11.

El gobierno nacional concentró la distribución de los nuevos planes
bajo la órbita del Ministerio de Desarrollo Social. Este ministerio fue el prin-
cipal organismo público encargado de administrar los planes discreciona-
les, con 93 por ciento del total de estos programas12. Fue, además, el orga-
nismo de gobierno encargado de la negociación y el reparto de la ayuda
social discrecional del gobierno de Macri, perdiendo el rol que tuvo en el
gobierno anterior el Ministerio de Trabajo. Por su parte, la ANSES concen-
tró la administración del gasto programático.

Esta política social de Cambiemos produjo dos reacciones diferentes en
los movimientos sociales. El sector más duro contra el gobierno, representa-
do por los movimientos de izquierda, como el Polo Obrero, Barrios de Pie-
Libres del Sur y Movimiento Teresa Rodríguez, sostuvo la protesta y el con-
flicto. El sector más moderado y vinculado al peronismo, que incluía a la

que entre los que no reciben algún plan social se limita al 45,4%”. De la misma manera,
“los habitantes de las villas y asentamientos tienden a votar 27 puntos porcentuales más
al FPV que los que no habitan en villas y asentamientos” (2019: 24).

11 Entrevista con Carolina Stanley, Buenos Aires, 15 de febrero de 2016.
12 Ver Tabla 2 del Anexo.
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Confederación de Trabajadores de la Economía Popular (CTEP), mantuvo
una posición más negociadora para obtener recursos para sus organizacio-
nes. Al contener a estos últimos, el gobierno lograba reducir la posibilidad
de conflicto, ya que la CTEP incluía alrededor de 12 movimientos sociales
entre los que sobresalían por su capacidad territorial el Movimiento Evita,
Barrios de Pie, la Corriente Clasista y Combativa y el Frente Darío Santillán.

Al asumir, el Ministerio de Desarrollo Social del gobierno de Macri deci-
dió quitarles poder a los movimientos sociales. A pesar de reconocer su rol y
buscar negociar, Stanley intentó reducir la discrecionalidad en los planes,
fundamentalmente la capacidad de decidir quienes entraban y salían de la
lista de beneficiarias/os del PRIST. Las reformas buscaban cambiar la
condicionalidad en trabajo por capacitación y formación. Esto le quitaba
poder a los movimientos para designar beneficiarios/as, ya que la certifica-
ción de la condicionalidad pasaba a depender de instituciones educativas o
de capacitación.

Sin embargo, antes de conseguir estas reformas planteadas desde el ini-
cio de la gestión, el recrudecimiento de la crisis económica y social obligaría
al gobierno a ceder más recursos a los movimientos sociales para mantener
la paz social. En el segundo semestre de 2016, tras la Marcha Federal de
protesta contra las políticas del gobierno, los movimientos sociales comen-
zarían a reclamar la sanción de una ley de emergencia económica y un sala-
rio para trabajadores de la economía social.

La Marcha Federal fue un punto de inflexión. Incapaz de llegar a los
sectores más vulnerables y temiendo un aumento descontrolado de la pro-
testa o un estallido social, el gobierno decidió sentar a los movimientos so-
ciales en una mesa y negociar con ellos. Por un lado, acordó prorrogar la
emergencia social por tres años y, por otro, en un cambio dramático respec-
to de sus promesas de campaña, creó el Consejo de la Economía Popular y
el Salario Social Complementario, integrado por miembros del gobierno
nacional y tres representantes de los movimientos sociales. Además, creó el
Registro Nacional de la Economía Popular, mediante el cual los movimien-
tos sociales armaban las listas de trabajadores que podían acceder al Salario
Social Complementario (SSC) (Gamallo, 2017). Este consejo representó el
reconocimiento del rol comunitario de los movimientos sociales mediante la
institucionalización de un mecanismo de negociación para la distribución
de fondos a través de ellos.

La implementación del SSC, a principios de 2017, se hizo antes de que
el gobierno lograra reemplazar el PRIST por el programa Hacemos Futuro,
cambiando sus condicionalidades. Esto se hizo a comienzos de 2018. Inclu-
so el cambio de condicionalidad no fue tan radical porque se aceptó como
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contraprestación a muchas capacitaciones informales brindadas por los
mismos movimientos sociales.

Entre 2016 y 2017, el gobierno de Macri incrementó el PRIST en un 37
por ciento en valores reales (aumentó de 1.690 millones en 2015 —valor en
pesos de 2008—, último año del gobierno de CFK, a 1.760 millones en
2016 y 2.420 millones en 2017). El incremento en el PRIST llevó al gasto
social en planes discrecionales del 43 por ciento en 2015 al 54 por ciento en
201613. Además de aumentarlo, Macri concentró su distribución en la pro-
vincia de Buenos Aires, que pasó de recibir el 46 por ciento en 2015 al 55
por ciento en 2016. Junto con la Capital Federal, concentraron 76 por cien-
to del PRIST en 201914.

Por su parte, el SSC aumentó un 258 por ciento en valores reales entre
2017 y 2019, pasando de 585 millones (valor en pesos de 2008) a 1.510. Este
programa representó el 12 por ciento del gasto discrecional en 2017 y aumen-
tó al 40 por ciento en 201915. Como vimos, este programa discrecional no sólo
aumentó en montos o como porcentaje del gasto; el poder de gestionar bene-
ficiarias/os de este plan quedó en manos de los movimientos sociales.

Además del aumento, y como otra evidencia de la discreción en el re-
parto, el SSC benefició principalmente a la provincia de Buenos Aires, que
recibió, en promedio, el 47 por ciento del total distribuido a todo el país
entre 2017 y 2019 (cuando este distrito tiene el 39 por ciento de la pobla-
ción). Ciudad Autónoma de Buenos Aires le siguió con 7 por ciento del
total. La provincia de Buenos Aires recibió 458 pesos per cápita promedio
del SSC (130 pesos en 2017 y 446 en 2018)16. La Ciudad Autónoma de
Buenos Aires recibió 369 pesos promedio; el resto del país, 366 pesos per
cápita promedio.

Al impulsar la declaración de la emergencia alimentaria, el gobierno de
Macri también logró reforzar las partidas a comedores populares (La Na-
ción, 2019a). Las partidas del Programa Nacional de Seguridad Alimentaria
aumentaron un 282 por ciento en valores reales, al pasar de 180 millones de
pesos en 2016 a 508 millones en 2019 (valor en pesos de 2008). La provincia
de Buenos Aires junto con la Capital Federal, concentraron el 82 por ciento
del total de esta partida durante el gobierno de Macri17. Con estos cambios,
los movimientos sociales accedieron a nuevos fondos sociales. Desde enton-
ces, los movimientos sociales, particularmente el sector dialoguista, se con-

13 Ver Tabla 2 del Anexo.
14 Ver Tabla 3 del Anexo.
15 Ver Tabla 2 del Anexo.
16 Ver Tabla 4 del Anexo.
17 Ver Tabla 5 del Anexo.
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solidaron como los principales negociadores y, por lo tanto, los mayores
receptores de sus políticas (La Nación, 2019a).

Para Gildo Onorato, Secretario de Políticas Sociales del Movimiento Evita,
el gobierno no podía ignorar a los movimientos sociales porque “organiza-
ciones barriales, clubes, iglesias (católicas y de otras orientaciones) y movi-
mientos sociales” conformaron una “red comunitaria de políticas alimentarias,
espacios de atención de la primera infancia y otras formas de asistencia que
están bastante por fuera de la órbita estatal” (Rosso, 2018). Estas redes hi-
cieron que los sectores sociales más vulnerables estén “más organizados y
contenidos que en la previa al estallido de 2001” (Rosso, 2018). Gamallo
argumenta que, además de contener, la creación del Consejo de la Econo-
mía Popular permitió una “mayor formalización de la articulación” (2017:
44-45) entre el gobierno y los movimientos sociales18. El referente de Barrios
de Pie, Daniel Menéndez, confirmaba que los movimientos sociales fueron
vistos como “el dique de contención de los más humildes” (La Nación,
2016c). También, Juan Grabois afirmaba que la única mercancía que tenían
para vender era “la paz social” (Natanson, 2018).

En síntesis, Mauricio Macri intentó debilitar a los movimientos sociales,
quitándoles su rol de intermediarios en el reparto de ayuda social y dismi-
nuyendo la discreción en la distribución. Sin embargo, a medida que la si-
tuación económica y social se deterioró y los movimientos sociales se organi-
zaron y aumentaron la protesta, el gobierno reconoció su rol comunitario,
institucionalizó una mesa de diálogo y distribuyó el SSC a través de ellos.
Los movimientos dirigieron la distribución a distritos donde se concentró
más vulnerabilidad social y donde históricamente hubo más organización,
protestas y movilización. Esto colaboró para que Macri no perdiera la
gobernabilidad y fuera el primer presidente no peronista desde Marcelo T.
De Alvear (1922-1928) en terminar su período de gobierno.

6. Implicancias comparadas y comentarios finales

El gobierno de Macri prometió eliminar intermediarios y clientelismo
en el reparto, pero en su lugar aumentó la distribución de planes sociales
discrecionales. Argumentamos que lo hizo centralmente porque su partido
temió la movilización y el desborde social. Sin capacidad de llegada directa y
rápida a los sectores sociales más afectados por la crisis económica, tuvo que

18 Perelmiter (2016) llamó a esto la formación de una “burocracia plebeya”, un factor de
contención y negociación a la hora de la movilización.
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reconocer el rol comunitario de los movimientos sociales y negociar reparto
discrecional a cambio de paz social.

Lo llamativo es que esto no fue exclusivo del gobierno de Cambiemos.
Aun cuando CFK aumentó el porcentaje de fondos en planes programáticos,
también creó y distribuyó planes discrecionales durante su gobierno. En
ambos períodos fue clave la importancia territorial de los movimientos y la
capacidad de organizar y contener el conflicto social.

Si bien este trabajo tuvo esencialmente un objetivo de descripción de
datos empíricos originales, también presenta un argumento teórico sobre la
relación entre protesta y gasto social discrecional que debería ser evaluado
más rigurosamente en investigaciones futuras.

Ahora bien, si nuestras expectativas teóricas son razonables, serían ne-
cesarias dos condiciones para que las políticas sociales alcancen a sectores a
los que tanto el Estado nacional como los subnacionales no llegan o lo ha-
cen parcialmente y que puedan, de alguna manera, contener desbordes so-
ciales. Por un lado, se requiere densidad organizacional y una amplia base
territorial de los movimientos sociales, y por el otro, el reconocimiento de su
rol comunitario por parte del gobierno y la canalización de fondos discre-
cionales a través de ellos. Esto tiene notables implicancias para países en
donde las crisis económicas, la incapacidad del Estado de atender a todos
los sectores más vulnerables, el descontento popular y las protestas violentas
están en auge.
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ANEXO

La información y las tablas que respaldan esta investigación pueden encontrase en el
siguiente enlace:
https://www.researchgate.net/publication/369677125_Anexo_Comprando_Paz_Social.

Los mismos fueron elaborados a partir de datos extraídos el sitio oficial del Presu-
puesto abierto del Ministerio de Economía de la Nación Argentina, cuyo enlace es el
que sigue:
https://www.presupuestoabierto.gob.ar/sici/
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Resumen: La vía subnacional puede ser clave para la construcción partidaria en con-
textos adversos. Sin embargo, la literatura especializada ha abordado escasamente
estos procesos. Estudiamos la expansión del partido Propuesta Republicana (PRO) en
Argentina, desde su distrito de origen en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires hacia
dos distritos de la Provincia de Buenos Aires con características sociodemográficas
disímiles, en los que cosechó éxitos electorales recientes (Quilmes y Pergamino). Mos-
tramos que realizó una expansión por penetración en la que preservó la marca partida-
ria y la centralización del poder desde su bastión, conservó un alto grado de coordina-
ción y cierta consistencia programática, pero con desarrollos organizativos y arraigos
sociales débiles a nivel local. Utilizamos datos de un estudio con métodos mixtos y
aplicamos análisis de clases latentes.
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Abstract: The subnational path can be crucial for party building in adverse contexts. However,
the specialized literature has scarcely addressed these processes. We study the expansion of Pro-
puesta Republicana (PRO) in Argentina, from its district of origin in the City of Buenos Aires to
two districts of the Province of Buenos Aires —with dissimilar socio-demographic characteristics—
in which PRO achieved electoral success (Quilmes and Pergamino). We show that PRO expanded
by penetration: it preserved the party brand and the centralization of power in the hands of the
ruling coalition, maintained high degrees of coordination and a programmatic alignment among
its elites, but at the cost of a weak organizational development and weak social roots in the new
districts. We use data from a mixed methods study and apply latent class analysis.

Keywords: Argentina – Political Parties – Party Expansion – Right-wing Parties – PRO

1. Introducción

La construcción partidaria es un desafío para las fuerzas políticas en
América Latina (Levitsky et al., 2016). Los casos exitosos son escasos. Para
los partidos de derecha este desafío ha sido aún mayor en el contexto del
«giro a la izquierda»: a los problemas estructurales asociados con un electo-
rado de núcleo reducido, que dificultó su construcción competitiva en
muchos países de la región (Gibson, 1996; Luna, 2010), se sumó que el
programa clásico de las derechas perdió apoyo en favor de agendas
redistributivas (Levitsky y Roberts, 2011; Luna y Rovira Kaltwasser, 2014);
en términos culturales, se ampliaron los consensos en torno a agendas pro-
gresistas en temas de género y derechos sexuales y reproductivos (Biroli y
Caminotti, 2020).

En los últimos años, la ciencia política y la sociología política enfocadas
en América Latina se interesaron por la construcción organizativa y el arrai-
go social de los partidos, en términos de resiliencia y de capacidad de repre-
sentación (Levitsky, et al., 2016; Rosenblatt, 2018; Vommaro y Morresi, 2015;
Anria, 2018; Luna et al., 2021). La literatura sobre construcción partidaria
sostiene que, para realizar un proceso exitoso, los partidos necesitan desa-
rrollar una marca partidaria (Lupu, 2016), establecer una organización te-
rritorial y tener una fuente de cohesión interna, que puede originarse en un
evento traumático del pasado o en un liderazgo aglutinante (Levitsky et al.,
2016; Rosenblatt, 2018). Asimismo, estudios recientes sostienen que los
partidos deben lograr coordinación entre sus líderes para cumplir su fun-
ción representativa (Luna et al., 2021). Esta literatura suele enfocarse en el
nivel nacional, por lo que sus indicaciones sobre el modo en que las cons-
trucciones partidarias varían a nivel subnacional son escasas. Muchos parti-
dos de derecha eligen la vía subnacional para hacer pie en la competencia
política (Holland, 2013; Vommaro y Morresi, 2014), pero luego tienen difi-
cultades para nacionalizarse (Eaton, 2016).
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En términos organizativos, el origen subnacional implica desafíos cuando
los partidos buscan expandirse territorialmente (Van Dyck, 2014). Los bas-
tiones territoriales son fundamentales para los partidos (Cyr, 2017). Estos
pueden servir como sostén tras derrotas electorales (Tavits, 2013). Ahora
bien, ¿cómo hacen los partidos para expandirse territorialmente mante-
niendo sus atributos —la marca partidaria, la cohesión interna— sin perder,
al mismo tiempo, la coordinación entre los líderes conseguida en el distrito
de origen? Panebianco (1990) identifica dos vías de expansión partidaria: la
penetración (del distrito de origen a los nuevos) y la difusión (a partir de
grupos y organizaciones locales preexistentes en los nuevos distritos). Estas
estrategias suponen diferentes equilibrios de poder entre la coalición diri-
gente del distrito de nacimiento del partido y los líderes imperantes en los
distritos donde el partido busca implantarse. En el primer caso, la coalición
dirigente del distrito original conserva el poder y el control del partido en su
expansión. En el segundo caso, los grupos locales cobran mayor autonomía
en la estrategia y el uso de los recursos partidarios.

En este artículo estudiamos la expansión territorial del partido Propuesta
Republicana (PRO), en Argentina. El PRO nació en la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires (C.A.B.A.) en 2002. Gobierna ese distrito desde 2007 y allí
logró, además, llevar a cabo una construcción partidaria exitosa (Vommaro
y Morresi, 2014; Vommaro, 2019), en un país con derechas tradicionalmen-
te débiles (Di Tella, 1971-1972; Gibson, 1996). Tras buscar otros caminos
para su expansión nacional, en el marco de una alianza electoral con la
Unión Cívica Radical (UCR) y otros partidos menores, llegó a la presidencia
de la Nación en 2015 con la etiqueta de Cambiemos (Vommaro, 2017a).
Aunque su estrategia de crecimiento electoral ha comenzado a ser estudia-
da (Mauro y Brusco, 2016), aún no hay trabajos empíricos sobre la cons-
trucción partidaria del PRO más allá de su distrito de nacimiento.

En ese distrito, construyó una marca partidaria sólida, estableció una
organización con militantes y construyó alrededor del líder partidario, el
empresario Mauricio Macri, y de la coyuntura crítica de origen, sólidas fuentes
de cohesión (Vommaro y Morresi, 2014; Grandinetti, 2019a). Coyunturas
críticas posteriores, como el conflicto de 2008 entre las entidades empresa-
rias del agro y el gobierno peronista de entonces (Vommaro, 2019), así como
el miedo a la “chavización” de Argentina que movilizó al electorado núcleo
del PRO en un contexto de polarización política creciente (Vommaro, 2017a),
terminaron de amalgamar una épica partidaria basada en la oposición al
peronismo kirchnerista. Asimismo, el partido consolidó en su distrito de
origen una coalición dirigente, formada por miembros de su núcleo político
y social, que centralizó la estrategia política de crecimiento del partido y
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distribuyó entre las facciones internas incentivos selectivos para reproducir
su fidelidad (Vommaro y Armesto, 2015). Integran esta coalición políticos
con trayectoria en la centro-derecha, junto a dirigentes provenientes del
mundo de los negocios y las ONG profesionalizadas. Pero, ¿qué tipo de
personal político reclutó este partido en su expansión territorial? ¿Cómo se
vinculó la coalición dirigente del distrito de origen con los nuevos integran-
tes del partido? ¿Qué desarrollo partidario tuvo el PRO a partir de la inte-
gración del nuevo personal?

Para estudiar la expansión territorial del PRO seleccionamos dos distri-
tos de la provincia de Buenos Aires socio-demográficamente diferentes donde
el PRO-Cambiemos logró éxitos electorales: Quilmes, un municipio del sur
del conurbano bonaerense con fuerte presencia de electorado popular, y
Pergamino, una ciudad intermedia del centro de la provincia, que forma
parte de la zona núcleo de la producción agropecuaria del país. En ambos
casos, Cambiemos accedió al gobierno municipal en 2015 con candidatos
pertenecientes al PRO.

Mostramos que el PRO llevó a cabo una expansión territorial por pene-
tración, preservó la marca partidaria y la centralización del poder que había
establecido en su bastión y distrito de origen. Esto le permitió un alto grado
de coordinación y cierta homogeneidad de ideas a nivel de las élites partida-
rias, pero a costa de no desarrollar organizaciones locales consistentes, es
decir con infraestructura territorial, bases militantes estables y cuadros loca-
les arraigados en esos distritos. En Pergamino, el PRO se apoyó en la UCR,
que contaba con una organización establecida y un histórico caudal electo-
ral entre las clases medias, para la construcción electoral y para reclutar los
elencos de gobierno. En Quilmes, un distrito popular socialmente adverso
para las fuerzas no peronistas y en el que no contaba con dicha base
organizativa, el PRO implantó un candidato sin actividad política previa.

El personal político seleccionado tanto para las listas partidarias como
para los elencos de gobierno fue consistente, en términos de sus ideas polí-
ticas, con los rasgos programáticos del PRO en C.A.B.A., favoreciendo la
preservación de la marca partidaria en contextos socialmente heterogéneos.
En cambio, su implantación social es heterogénea: mientras en Quilmes
predominan los cuadros con débil arraigo social, en Pergamino tienen un
tipo de arraigo similar al de C.A.B.A., principalmente basado en vínculos
con organizaciones cercanas a las clases medias altas y altas.

Nuestros hallazgos contestan la hipótesis de que la expansión de los
nuevos partidos sigue en la actualidad un imperativo estratárquico (Carty, 2004;
Bolleyer, 2012), según el cual filiales locales relativamente autónomas adap-
tan la marca partidaria al contexto local, seleccionan a sus candidatos y con-
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trolan la organización en sus distritos. Mostramos que el PRO sigue un
patrón de control altamente centralizado, aunque en consonancia con un
partido sumamente informal.

El artículo sigue una perspectiva sociopolítica y aplica una metodología
acorde con esta perspectiva. Se basa en un estudio de largo aliento que uti-
lizó métodos mixtos:  encuestas, entrevistas en profundidad, observaciones
etnográficas, consulta de archivos de prensa y partidarios. Los hallazgos
principales se apoyan en el análisis de encuestas aplicadas a cuadros parti-
darios del PRO-Cambiemos, y del peronismo kirchnerista y aliados, para
examinar la especificidad de los primeros en relación a su principal compe-
tidor. Utilizamos el Análisis de Clases Latentes (ACL) (Hagenaars y
McCutcheon, 2002) para la concepción y estudio de dos variables latentes
que sintetizan aspectos programáticos y sociales del partido: las ideas políti-
cas y los arraigos sociales.

El trabajo sigue este orden. Primero, presentamos nuestro enfoque teó-
rico; segundo, describimos el diseño metodológico de la investigación; ter-
cero, introducimos los casos de estudio; cuarto, desarrollamos los hallazgos
empíricos y los argumentos para interpretarlos; quinto, concluimos con una
discusión de los principales aportes del artículo y de una agenda de investi-
gación que profundice en estos hallazgos.

2. La expansión territorial de los partidos.
Desafíos organizativos, construcción de la marca partidaria
e influencia de los mundos sociales de pertenencia

En las últimas décadas, mientras partidos tradicionales de la región se
debilitaron o desaparecieron, surgieron nuevos partidos con mayor o menor
éxito y perdurabilidad (Cyr, 2017; Levitsky et al., 2016). Diversos estudios
analizan estrategias y recursos de estos nuevos jugadores para enfrentar el
desafío de la construcción partidaria, aun en tiempos en los que una tarea
tan demandante no siempre resulta necesaria para competir electoralmente.
Contra la vasta literatura acerca del declive de los partidos políticos en Eu-
ropa (Dalton y Wattenberg, 2002; Katz y Mair, 1995; Mair y Van Biezen,
2001; Scarrow y Gezgor, 2010; Whiteley, 2011), estos trabajos señalan la im-
portancia del desarrollo de organizaciones locales, militancia de base e in-
fraestructura territorial para la construcción de partidos perdurables o la
supervivencia de partidos tradicionales (Anria, 2018; Cyr, 2017; Levitsky et
al., 2016; Pérez Bentancur, Piñeiro Rodríguez y Rosenblatt, 2019; Rosenblatt,
2018; Van Cott, 2005; Van Dyck, 2014; Vommaro, 2019). Estos recursos
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organizacionales les brindan a los partidos perdurabilidad y resiliencia ante
adversidades, y les posibilitan articular intereses y demandas de los grupos
sociales con los que se vinculan (Luna et al., 2021). La sociología política
interesada en los arraigos sociales de los partidos había llegado a conclusio-
nes similares (Gaxie, 1992; Sawicki, 1997; Offerlé, 2005; Combes, 2011). El
estudio de las instancias formalmente reconocidas por los partidos como
“ramas” o “facciones”, así como lo que Sawicki (1997) llamó el “medio so-
cial partidario”, permite identificar las conexiones de los partidos con gru-
pos sociales organizados (sindicatos, asociaciones patronales, grupos reli-
giosos, movimientos populares), categorías sociales (empresarios, trabaja-
dores de la educación, pobres urbanos, trabajadores rurales), y ámbitos de
sociabilidad (clubes, asociaciones civiles) de los que los partidos toman re-
cursos organizativos y elementos de su repertorio ético y estético
(performances públicas, vestimentas, estilos de hablar). Dentro de ese me-
dio social partidario, los mundos sociales de pertenencia representan los
ámbitos que conectan a los partidos con su núcleo social —lo que se tradu-
ce, en términos electorales, en un core constituency— (Vommaro, 2017b).

Junto a estos recursos organizacionales, de alto costo de adquisición y
mantenimiento, los recursos ideacionales (Cyr, 2017) —ideologías, progra-
mas, identidades partidarias o, más simplemente, “marcas partidarias” (Lupu,
2016) que funcionan como atajos cognitivos para los votantes— cumplen
un papel importante en el éxito de la construcción partidaria. Los nuevos
partidos pueden apostar a desarrollar marcas que los distingan de otros y
faciliten su identificación con los votantes. Esta tarea se ve favorecida por
contextos sociopolíticos altamente polarizados o conflictivos (LeBas, 2011;
Lupu, 2016; Van Dyck, 2016; Levitsky et al., 2016).

Aunque su acceso al Estado les brinda recursos que pueden movilizar a
su favor mediante el patronazgo o el clientelismo (Muñoz y Dargent, 2016;
Oliveros, 2021), algunos estudios muestran que un rápido acceso al gobier-
no puede tener resultados paradojales: mientras brinda recursos de bajo
costo (Cyr, 2017), desincentiva la inversión en infraestructura organizacional
(afiliados, militantes, locales, dirigentes intermedios, etc.) y pone en riesgo
la supervivencia del partido ante resultados electorales desfavorables (Van
Dyck, 2016). El acceso a recursos estatales funciona en el corto plazo como
sustituto de organizaciones fuertes y socialmente arraigadas, pero puede
dejar magros legados a largo plazo.

El acceso al gobierno local puede servir, también, de plataforma para
que un partido nuevo lleve adelante una gestión “eficiente” y construya,
desde esa experiencia, una marca en torno a la resolución de problemas
(Holland, 2016; Vommaro y Morresi, 2014) que compense, por ejemplo, los
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lábiles vínculos identitarios de sus votantes o la escasa experiencia política
de sus dirigentes.

A los nuevos partidos afincados en bastiones electorales locales se les
presenta, entonces, el desafío de expandirse territorialmente para consti-
tuirse en actores de peso nacional (Hijino, 2015; Van Dyck, 2014). Para ello,
pueden servirse de recursos acumulados en su distrito de origen y procurar
reproducirlos en otros. Esta forma de expansión se acerca a lo que Panebianco
(1990), retomando a Eliassen y Svaasand (1975), llama penetración territorial,
esto es, cuando la expansión es controlada por un centro que estimula y
dirige la formación de nuevas organizaciones locales. La penetración terri-
torial puede darse mediante una inversión en infraestructura organizativa y
el desarrollo de arraigos sociales locales o mediante la exportación de una
marca ya consolidada en el distrito de origen con estrategias eminentemen-
te electorales. A diferencia de la expansión por difusión territorial, en la que el
partido a nivel nacional se compone de organizaciones y elites locales
preexistentes, la expansión por penetración implica asimetrías en la distri-
bución de poder dentro del partido, es decir, la presencia de una coalición
dirigente en el centro que controla los recursos del partido y la estrategia de
expansión (Panebianco, 1990).

Las estrategias de expansión suponen, así, diversos grados de autonomía
para las filiales locales. La literatura sobre modelos de partido ha tendido a
conceptualizar los vínculos entre el centro partidario y las subunidades terri-
toriales a partir de una oposición (o un continuum) entre un modelo jerárquico
y un modelo estratárquico (Carty, 2004; Bolleyer, 2012). Mientras en el prime-
ro el partido central ejerce un control jerárquico formal sobre sus filiales loca-
les, en el segundo éstas tienen un margen mayor para adaptarse a los contex-
tos de sus distritos. En la conceptualización de Carty (2004), la relación entre
imperativos de centralización —coordinación entre líderes, coherencia de la
marca— y descentralización —crecimiento del partido y distribución del po-
der entre sus filiales— se resuelve con el modelo de “franquicias”, que permi-
te a una coalición dominante administrar la marca partidaria y el programa
mientras que sus filiales adaptan esta marca a los electorados locales. Aunque
el modelo de franquicia puede ser, según Carty, centralizado, descentralizado
o federalizado, siempre supone conceder a las subunidades territoriales már-
genes de autonomía para adaptar la oferta producida por la coalición dirigen-
te a nivel central. Sin embargo, en las fases iniciales de un partido y, más aún,
en contextos adversos como el estudiado en este artículo, la coalición dirigen-
te central puede elegir evitar el modelo de franquicia y, en cambio, realizar
una expansión controlada. Esto implicaría, básicamente, estrechar márgenes
para la adaptación local del programa y de la marca partidaria como así tam-
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bién la injerencia directa de esa coalición en la selección de candidatos, que
son quienes deben representar la marca y comunicar el programa. Este con-
trol centralizado tiene más chances de establecerse cuando sus filiales no lo-
gran construir bases locales poderosas ni agregar intereses colectivos organi-
zados. Como mostraremos en este artículo, organizaciones locales con arraigos
débiles permiten a la coalición dirigente mantener el control sobre los recur-
sos del partido construidos en el bastión de origen.

Mientras la literatura argentina ha abordado extensamente los proble-
mas de los sistemas de partidos multinivel, su grado de nacionalización y de
congruencia electoral (Calvo y Escolar, 2005; Clerici, 2016; Gibson y Suárez-
Cao, 2010; Leiras, 2010), aún sabemos poco sobre la expansión territorial
de los partidos y la construcción de sus organizaciones locales.

En este trabajo, ponemos en diálogo los estudios sobre la construcción
y la expansión territorial de los nuevos partidos con una perspectiva
sociopolítica interesada en los arraigos sociales, las trayectorias y las ideas
políticas de las elites partidarias.

3. Diseño metodológico y selección de casos

Este artículo se basa en una investigación de largo aliento (2010-2019)
con métodos mixtos sobre la construcción partidaria del PRO en C.A.B.A.
—en términos organizativos, sociológicos y programáticos— y su expan-
sión, como PRO-Cambiemos, a los municipios de Pergamino y Quilmes en
la provincia de Buenos Aires.

C.A.B.A. es el bastión partidario del PRO: allí se fundó, desarrolló sus
componentes principales de construcción partidaria —la marca, la organi-
zación y la cohesión interna— y gobierna desde 2007. Para analizar su ex-
pansión partidaria, seleccionamos dos municipios de distinto tamaño y
ubicación dentro de la provincia de Buenos Aires con un tejido socio-demo-
gráfico y productivo e historias políticas diferentes. Esta variabilidad entre
Pergamino y Quilmes cobra relevancia para explicar la penetración partida-
ria del PRO-Cambiemos porque se trata de dos distritos donde esta coali-
ción tuvo buen desempeño electoral en 2015.

En Pergamino, el PRO-Cambiemos ganó todas las elecciones locales
desde 2015 por al menos 50% de los votos1. Es la octava ciudad de la provin-
cia de Buenos Aires y cabecera del distrito homónimo. Está ubicada en una

1 Junta Electoral, provincia de Buenos Aires. Disponible en https://www.juntaelectoral.
gba.gov.ar/mapa-provincias-bsas-estadisticas-historicas.php. [16 de septiembre de 2021]
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de las zonas de mayor valor de la tierra de la Argentina por su rendimiento
agropecuario. Aunque el PJ gobernó entre 1987 y 1999, la UCR recuperó el
control local en 1999 y administró el distrito hasta 2015, cuando pasó a
integrar Cambiemos.

En Quilmes, el PRO-Cambiemos le ganó la intendencia al FPV en 2015
después de doce años de gobiernos peronistas, con el 44% de los votos y por
una diferencia de once puntos con el FPV2. En 2017 triunfó por menos de
un punto en las legislativas locales, pero perdió por seis en 2019, cuando el
FPV reconquistó el ejecutivo y la mayoría legislativa del distrito. Aunque la
trayectoria del PRO-Cambiemos aquí presenta matices con la de Pergami-
no, sostuvo su desempeño electoral en cada instancia por encima del 40%
del padrón electoral. Esto es relevante si se tiene presente que su perfil
socioeconómico y sociopolítico es diferente del de Pergamino, pues integra
el conjunto de municipios periféricos a C.A.B.A. (el llamado conurbano
bonaerense) donde se levantó parte del complejo industrial del país duran-
te el siglo XX. El municipio tiene una importante población de clases popu-
lares y, aunque con alternancia, su historia política está asociada al peronismo.

Nuestra investigación se realizó en dos etapas. La primera consistió en
un estudio de los anclajes sociales, las ideas y el tipo de actividad de los
cuadros políticos y de los militantes del PRO en C.A.B.A. (Vommaro y
Morresi, 2014; Vommaro y Morresi, 2015). Dicho trabajo incluyó una com-
paración con las élites del principal adversario del PRO en el distrito: el
peronismo del FPV y sus aliados. Entre 2014 y 2015 se realizó una encuesta
por cuestionario a legisladores locales, diputados y senadores nacionales en
representación del distrito, y a miembros de los quince consejos comunales
(n=113). El diseño de la muestra contempló cierta representatividad en
cuanto a género, cargo y partido por el que los dirigentes fueron electos. Los
cuestionarios fueron administrados de modo personal y en versión online.
También se efectuaron 30 entrevistas en profundidad a una selección inten-
cional de casos en función de la relevancia política de los dirigentes y de
obtener una diversidad de perfiles según las variables ya descritas. Estos
datos fueron combinados con el análisis de documentos partidarios y archi-
vos de prensa para reconstruir la historia de la organización partidaria
(Vommaro y Morresi, 2015). La segunda etapa de la investigación replicó
este estudio en Pergamino y Quilmes. Se efectuó una encuesta por cuestio-
nario (2018-2019) a miembros de los concejos deliberantes (ámbito legislati-
vo local), intendentes y funcionarios de rango medio-alto y alto (directores,

2 Junta Electoral, provincia de Buenos Aires. Disponible en https://www.juntaelectoral.
gba.gov.ar/mapa-provincia-bsas-estadisticas-historicas.php. [16 de septiembre 2021]
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subsecretarios y secretarios) (n=73). La encuesta se administró a integran-
tes del PRO y del peronismo y aliados. La incorporación de datos sobre
dirigentes peronistas sirve como contraste para el análisis estadístico, per-
mite identificar especificidades locales y características compartidas por lí-
deres del PRO-Cambiemos y del peronismo y aliados. Sin embargo, las pre-
guntas e hipótesis no se formularon en clave comparada pues el foco analí-
tico es el de los cuadros del PRO-Cambiemos, sus similitudes y diferencias.
Asimismo, entrevistamos a 31 actores de ese universo (en función de su
importancia en la vida partidaria y de la diversidad de perfiles sociales y
políticos) y observamos actividades en locales partidarios. Por último, entre-
vistamos a 8 actores clave del partido en cada distrito (líderes fundadores) y
de asociaciones vinculadas con el PRO-Cambiemos (ruralistas, cámaras de
comercio, ONGs, etc.). Estas entrevistas y observaciones, así como los archi-
vos periodísticos locales y nacionales, sirvieron para rastrear el proceso de
construcción partidaria en estos distritos.

La metodología de análisis tiene dos componentes. Por un lado, recons-
truimos el proceso de construcción partidaria del PRO en Pergamino y Quilmes
atendiendo especialmente a la relación entre los líderes políticos locales y la
coalición dirigente de C.A.B.A., así como a las estrategias organizativas a nivel
local. Por otro lado, para analizar las ideas políticas y los arraigos sociales de los
líderes políticos, aplicamos Análisis de Clases Latentes (ACL) con covariadas.
El ACL es un método estructural que resuelve en simultáneo un problema de
clasificación y de estimación de coeficientes lineales de los predictores de estas
clases (Hagenaars y McCutcheon, 2002). A partir de un conjunto de
indicadores —en este caso, baterías de preguntas sobre un mismo tema— el
ACL da cantidades de interés de fácil interpretación para responder a las
siguientes preguntas: ¿es homogénea o heterogénea esta población? ¿Cuán-
tas categorías la describen de manera parsimoniosa? ¿Qué características tie-
ne cada categoría a la luz de una conceptualización teórica? ¿Están relaciona-
das las probabilidades de pertenencia a cada categoría con otras variables
(covariadas)?3 Para analizar ideas políticas y arraigos sociales seleccionamos
dos modelos de clases latentes. En ambos se aplicó el mismo protocolo, con-
sistente con Schreiber (2017). Para cada variable latente se seleccionó un con-
junto de indicadores, formado por variables politómicas con idéntico número
de categorías. Para cada conjunto de indicadores se ajustaron secuencialmente
modelos desde 1 hasta 4 clases latentes. Se utilizó como referencia el Criterio
de Información Bayesiano (BIC) para informar la selección del número ópti-

3 El ACL es una alternativa más precisa a la aproximación en la que se calcula primero un
índice aditivo y luego se ajusta un modelo lineal con ese índice como variable depen-
diente.
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mo de clases en cada caso, aunque se concedió mayor importancia al criterio
de interpretabilidad teórica (Schreiber, 2017). Con el número de clases defini-
do para cada modelo se graficaron y analizaron las matrices de probabilidad
ítem-respuesta para describir y nombrar a cada una de las clases. Finalmente,
se añadieron al modelo las covariadas de interés —partido político de perte-
nencia y distrito— además de las variables género y edad como controles. Los
resultados se presentan en la quinta sección.

4. Nacimiento y expansión territorial del PRO:
un crecimiento controlado desde el centro

El PRO nació en C.A.B.A. en 2002, en el contexto de la crisis más severa
del actual ciclo democrático argentino. El partido surgió de un think tank
formado en 2001 y estuvo liderado desde sus inicios por Macri (Vommaro y
Morresi, 2014). C.A.B.A. ofreció al PRO circunstancias favorables para cons-
truir un partido nuevo, tras el colapso del sistema de partidos en 2001 (Bril
Mascarenhas, 2007), con la consiguiente disponibilidad de personal políti-
co y de amplios sectores del electorado no peronista (Torre, 2003). Estas
condiciones, así como el temprano éxito electoral, le permitieron a Macri
acceder al gobierno local en 2007.

No obstante, el PRO no encontró condiciones favorables para su nacio-
nalización. Logró expandirse en algunos distritos, en especial en la zona
centro del país (Mauro y Brusco, 2016), pero terminó de nacionalizarse a
través de la coalición Cambiemos. ¿Cómo se construye el PRO-Cambiemos
en distritos heterogéneos en términos de tamaño, estructura socioeconómica
y tradición política? A continuación, presentamos los principales rasgos de
construcción en C.A.B.A., así como de su penetración en Pergamino y
Quilmes. Mostramos el peso que tuvo la coalición dirigente que comandaba
el partido desde C.A.B.A. en el control de la marca partidaria, en la selec-
ción de candidatos para las listas electorales y en las estrategias de campaña
a nivel local. En especial, en las elecciones generales de 2015, cuando con
Cambiemos obtuvo presencia nacional y compitió por la presidencia de la
Nación con su líder como candidato.

Ciudad Autónoma de Buenos Aires

El PRO realizó en C.A.B.A. un proceso de construcción partidaria exi-
toso: primero, desarrolló una organización relativamente sólida, aunque in-

G. Vommaro, M. Armelino, F. Longa, J. Grandinetti y M. Paladino



Revista SAAP  . Vol. 17, Nº 1

46

formal y verticalista; segundo, construyó una marca partidaria consistente
en el tiempo que le permitió, por un lado, diferenciarse de los partidos
tradicionales (al presentarse como un partido “nuevo” de personas destaca-
das en otras actividades que se “meten en política”) y, por otro, definir un
programa alejado de las propuestas clásicas de la derecha —confinada a una
pequeña porción del electorado— como partido pragmático basado en la
resolución de problemas concretos (Vommaro y Morresi, 2014); tercero, en-
contró fuentes de cohesión en el liderazgo fundador de Macri y en dos
coyunturas críticas: la crisis de 2001, fundacional, y la creciente polariza-
ción política a partir del conflicto entre el peronismo kirchnerista y las enti-
dades empresarias del agro, en 2008.

Desde su nacimiento, el PRO incorporó cuadros con experiencia de
diferentes trayectorias políticas y profesionales, provenientes de los partidos
de derecha tradicionales, del radicalismo y del peronismo, y nuevos políti-
cos provenientes del mundo de la empresa y de las ONGs (Vommaro y
Morresi, 2014). Llamativamente, son estos nuevos políticos, junto a los po-
líticos de derecha, los que tienen mayor involucramiento con la vida parti-
daria y los que forman la coalición dirigente del partido (Vommaro y Armesto,
2015). Nuevos y viejos políticos conectan al partido con mundos sociales
heterogéneos: los empresarios y profesionales de ONGs enraízan al PRO en
sus mundos sociales de pertenencia (Vommaro, 2017b) y permiten que el
ethos voluntario y emprendedor que configura el núcleo de su marca parti-
daria se exprese en los principales dirigentes del partido. Estos actores, ade-
más, conectan al partido con su core constituency de sectores medios-altos y
del mundo de los negocios, consistente con lo señalado por los estudios
sobre partidos conservadores en América Latina (Gibson, 1996). Los
peronistas y los radicales, en tanto, permiten al PRO vincularse con electo-
rados secundarios de clases medias y de clases populares, fundamentales
para trascender el nicho de votantes de derecha y volverse competitivo.

La estructura organizativa del partido es informal. Su coalición dirigen-
te estuvo definida desde el principio por la cercanía al líder partidario y
controló las decisiones tanto en términos de discurso como de estrategia
político-electoral. Los cuadros provenientes de la derecha, el mundo em-
presario y los profesionales de ONGs también ocuparon puestos clave en el
gobierno de C.A.B.A. desde 2007 (Vommaro y Morresi, 2014). Las bases
militantes están imbricadas con la gestión de gobierno y son reclutadas en
universidades privadas y confesionales (Grandinetti, 2019b) y mediante fun-
daciones cercanas al partido (Vommaro, 2017a).

A partir de la gestión local, el PRO construyó su nacionalización. Por
un lado, forjó un “modelo” de gestión local que prometía exportar al resto
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del país. Por otro lado, creó una estructura de armadores políticos (Gené,
2019) que fue central para identificar a dirigentes de otros distritos que
pudieran incorporarse al partido. Esta vía le permitió al PRO establecer
alianzas con facciones del peronismo y del radicalismo desplazadas de sus
distritos o en disputa con sus conducciones nacionales (Mauro, 2020). Di-
cha estrategia fue complementada con el reclutamiento de figuras del mun-
do de los negocios, de las ONGs, del espectáculo y del deporte consistentes
con la marca partidaria del PRO. Fue recién con la formación de Cambie-
mos en 2015 que logró presencia electoral en todos los distritos del país
(Vommaro, 2019). Como veremos en los casos de Quilmes y Pergamino, esta
presencia electoral, e incluso el éxito en esa arena, no significó una cons-
trucción partidaria sólida a nivel local.

Pergamino

La formación del PRO en Pergamino se inicia poco después de la crea-
ción del partido en C.A.B.A.. Sus promotores locales eran un pequeño gru-
po de profesionales sin experiencia política. Varios de ellos provenían de
familias identificadas con el radicalismo; algunos llegaron a través del parti-
do conservador Recrear, uno de los desprendimientos de la UCR tras la
crisis de 2001 que luego se fusionaría con el PRO (Vommaro, 2017a). El
denominador común que los movilizaba era el espíritu de renovación polí-
tica asociado a la figura de Macri, en especial su apuesta alejada de los par-
tidos tradicionales y la expectativa por fundar un espacio de centro-derecha
competitivo.

La falta de arraigo social y de experiencia política de los líderes del PRO
en Pergamino hizo que su performance electoral fuera dependiente de los
vaivenes del partido a nivel nacional. La primera participación electoral lo-
cal fue en 2007, con la etiqueta Unión-PRO, alianza liderada por Macri y De
Narváez a nivel nacional. La lista obtuvo el 2,77% de los votos. Por entonces,
el PRO no tenía locales partidarios ni estructura consolidada. Las reunio-
nes de sus miembros se realizaban en un bar del centro de la ciudad o en la
casa de alguno de ellos4. En las legislativas de 2009, cuando la Unión-PRO
incorporó más peronistas disidentes en la provincia de Buenos Aires y logró
imponerse ante el FPV, también en Pergamino fue la lista más votada, con el
29,43% de los votos5. Este triunfo permitió al PRO obtener su primer repre-

4 Entrevista con fundador del PRO en Pergamino, Pergamino, 18 de noviembre de 2018.
5 Junta Electoral, provincia de Buenos Aires. Disponible en http://www.juntaelectoral.

gba.gov.ar/resultados/2009087.pdf [16-noviembre-2020].
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sentante en el Concejo Deliberante, aunque la debilidad del partido hizo
que las otras seis bancas obtenidas fueran para los aliados locales.

Las victorias de la Unión-PRO en la provincia y en Pergamino fueron
favorecidas por una coyuntura crítica: el conflicto de 2008 entre el gobier-
no de Cristina Fernández de Kirchner y las asociaciones de productores
agropecuarios por la fijación de los derechos de exportación de granos.
Este conflicto movilizó a los empresarios rurales en masivas protestas con-
tra el gobierno en distintas regiones del país, pero sobre todo en la zona
núcleo de producción agropecuaria. Las movilizaciones contribuyeron al
reposicionamiento de la oposición partidaria en la escena política nacional.
En Pergamino, que fue uno de los epicentros de estas protestas, la alianza
Unión-PRO y la Coalición Cívica capitalizaron el descontento electoral con-
tra el gobierno del radical Héctor “Cachi” Gutiérrez, quien había iniciado
su tercer período en 2007 como parte del grupo de radicales que apostaron
a una alianza con el peronismo kirchnerista.

En los años siguientes, el PRO aprovechó el impulso electoral para ga-
nar peso político en Pergamino. Se valió también de las tensiones internas
del radicalismo por la salida de Gutiérrez de la intendencia, en 2013, para
asumir como diputado nacional. El PRO inauguró un local y una filial de la
Fundación Pensar, el think tank que a nivel nacional reclutaba empresarios y
expertos, y armaba equipos y programas de gobierno (Echt, 2020). En Per-
gamino, la Fundación Pensar constituyó una instancia de reclutamiento de
cuadros técnicos y empresarios y le permitió trasladar a nivel local la marca
asociada a la resolución de problemas concretos6. Consiguió algunos apoyos
de personalidades notables del distrito, pero no se propuso reclutar militan-
tes que dieran vida al partido fuera de los períodos electorales7. La debili-
dad organizativa local volvió a esta filial aún más dependiente de la coalición
dirigente central. El crecimiento electoral provino, así, de la estrategia de re-
clutamiento de notables locales por la coalición dirigente central y del impul-
so de la marca nacional y provincial antes que por la construcción de una
organización local. La formación de Cambiemos en 2015 llevó a que se asocia-
ran fuerzas hasta entonces en competencia en Pergamino. En las elecciones
primarias, el radicalismo llevó a su líder en declive, Gutiérrez, que volvía a
competir en su bastión; el PRO designó a un outsider, el empresario y presi-
dente del principal club de fútbol de la ciudad, Douglas Haig, Javier Martínez.
Este último ganó la primaria y luego la elección general para intendente.

6 Entrevista con organizador de la Fundación Pensar en Pergamino y dirigente del PRO
de esa ciudad, Pergamino, 27 de julio de 2018.

7 Entrevista con el presidente de la Cámara de Comercio de Pergamino y dirigente del
PRO, Pergamino, 18 de noviembre de 2018.
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Martínez poseía varios de los rasgos más enfatizados por la marca PRO:
era un empresario exitoso, sin experiencia política y partidaria, que la pobla-
ción reconocía por su buen desempeño en Douglas Haig. Fue reclutado por
uno de los armadores nacionales del PRO, a quien conocía del mundo de-
portivo. Sin candidato propio competitivo, los miembros locales del partido
debieron aceptar la decisión tomada en el centro político. Más aún, la falta
de desarrollo organizativo del PRO en el distrito y la escasez de cuadros
propios llevaron al nuevo intendente, una vez electo, a incorporar cuadros
de la UCR que habían sido funcionarios de las últimas administraciones.
De las nueve secretarías del gobierno, cuatro de las más importantes fueron
ocupadas por radicales.

La única instancia partidaria que mantuvo cierta actividad fue la Fun-
dación Pensar, que siguió atrayendo a empresarios y profesionales, convoca-
dos más por la experiencia de gobierno que por la vida partidaria. Estas
actividades sirvieron para extender redes informales de apoyo al partido8.
En 2019, Martínez fue reelecto y retuvo en su gobierno a varios de los fun-
cionarios radicales de la primera gestión.

Quilmes

Las primeras actividades del PRO en Quilmes tuvieron lugar en 2005 y
estuvieron ligadas a visitas de campaña de Macri. Se conformó un grupo
promotor del partido, con dirigentes de la UCR, del peronismo del distrito
que provenían del espacio de De Narváez, y jóvenes que se iniciaban en
política. Como sucedió en Pergamino, este grupo fundador participó en
elecciones con el sello del PRO en las diversas alianzas que la coalición diri-
gente central impulsó. En la de 2007 ingresó el primer concejal por el par-
tido; en los años siguientes, pudieron mantener bloques legislativos peque-
ños, de entre tres y cinco miembros.

Aunque las estrategias eran definidas por la coalición dirigente central,
fuera de los períodos electorales el grupo local mantenía cierta autonomía
en asuntos municipales (Gené y Longa, 2021). Mientras en C.A.B.A. el PRO
se posicionaba crecientemente como fuerza anti-kirchnerista, en Quilmes
los dirigentes locales establecían vínculos con los peronistas y kirchneristas,
en especial con Francisco “Barba” Gutiérrez, intendente entre 2007 y 2015.
Fruto de esos acercamientos, lograron colocar a algunos de sus miembros

8 Entrevistas con fundador del PRO en Pergamino, 18 de noviembre de 2018; y con
organizador de la Fundación Pensar en Pergamino, 27 de julio de 2018.
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en cargos municipales. Sin embargo, el partido en el distrito continuaba
mostrando escasa vida orgánica y bajo crecimiento. No generaba grandes
referentes ni sólidas redes partidarias; tampoco construía vínculos con otros
partidos opositores.

La popularidad de Macri y la perspectiva de su candidatura presiden-
cial en 2015 hicieron del PRO un espacio atractivo para referentes locales
que disputaban la conducción de sus partidos9 o que pertenecían a agrupa-
ciones con escaso peso en el distrito. La creciente dispersión partidaria en
Quilmes llevó a que se planteara el problema de los mecanismos para diri-
mir candidaturas.

En 2014, la coalición central del PRO propuso como candidato a inten-
dente a Tomás “Tommy” Dunster, exmodelo y actor de telenovelas, aun
contra el malestar de algunos dirigentes locales. Luego, esa coalición impu-
so a otro outsider como alternativa: Martiniano Molina, exjugador de handball
y chef conocido por sus programas televisivos de cocina, que tenía mejor
intención de voto y aparecía como un candidato más competitivo para el
distrito. En el tablero provincial, Quilmes comparte la estratégica tercera
sección electoral con el municipio de La Matanza, que es el bastión electoral
peronista más poblado de la provincia, y por la que se eligen diputados y
senadores a la legislatura provincial. Los estrategas de campaña central del
PRO sostenían que, para compensar esos votos peronistas, era importante
tener un candidato en Quilmes que mejorara las chances de hacer elegir
diputados y senadores por esa sección.

Finalmente, Molina fue designado candidato a la intendencia por Cam-
biemos, 45 días antes de la elección de 2015. Su “aterrizaje” desintegró la
junta promotora del partido que patrocinaba a Dunster. El arribo de Molina
también implicó el acercamiento de militantes peronistas enfrentados al
kirchnerismo, ya que su padre, dirigente peronista, ocupó numerosos car-
gos en el municipio y su hermano había estado ligado a grupos peronistas
locales. La mayoría de los precandidatos a la intendencia por Cambiemos
aceptaron la estrategia oficial y promovieron la figura de Molina. La buena
elección a nivel nacional y provincial se combinó con el éxito de la fórmula
elegida para el distrito, convirtiendo a Molina en el intendente más votado
hasta ese momento en la historia de Quilmes.

Molina conformó un gabinete con personas de confianza y con diri-
gentes radicales, de la Coalición Cívica, peronistas cercanos a su padre, in-
clusive exfuncionarios de un municipio vecino que habían trabajado du-

9 En Quilmes, durante el ciclo posterior a la crisis de 2001, tanto el radicalismo como el
peronismo tuvieron recurrentes divisiones internas.



51

rante el último tramo de la campaña10. Con pocas excepciones, los militan-
tes originarios del PRO en Quilmes fueron excluidos de los cargos. La debi-
lidad partidaria local les impidió resistir este armado de los elencos guber-
namentales. La gestión de Molina se caracterizó por un acelerado recambio
de funcionarios. En la cartera de Seguridad, por ejemplo, hubo seis secreta-
rios en tres años. Tras dos años como parte de la alianza de gobierno, uno de
los sectores de la UCR rompió con Cambiemos y sus miembros renunciaron
a los cargos. En el segundo gabinete proliferaron perfiles técnicos (arquitec-
tos, administradores de empresas o licenciados en Ciencia Política), pero su
conformación tampoco se explica enteramente por la alianza entre partidos y
facciones al interior del PRO-Cambiemos, sino por los lazos de confianza de
Molina y su vinculación con otras administraciones donde gobernaba el PRO.

En suma, se constituyeron planteles de gobierno sin anclajes sociales o
partidarios sólidos. Las débiles redes partidarias quilmeñas que había cons-
truido el macrismo cedieron a los contactos personales de Molina,
radicalizando un proceso de arraigo débil de sus élites en la desvinculación
del elenco gubernamental con el distrito. Molina no invirtió en la construc-
ción organizativa del partido, ni en la formación de dirigentes, ni en la mo-
vilización de su —de por sí exigua— base militante. Al final de su mandato,
el PRO seguía siendo un partido con escaso desarrollo organizativo local.

5. La expansión territorial del PRO a través
de sus elencos ejecutivos y legislativos

Un claro ejemplo observable de la estrategia de expansión territorial del
PRO es el tipo de personal reclutado en sus nuevas filiales. Los líderes polí-
ticos locales pueden conectar al partido con grupos y organizaciones o de-
pender exclusivamente de su vínculo con la coalición dirigente central. En
cuanto a sus ideas políticas, pueden alinearse más o menos con el programa
partidario y, por tanto, reforzar o tender a debilitar la marca construida en el
distrito de origen. En este apartado, analizaremos los elencos ejecutivos y
legislativos del PRO-Cambiemos en los tres distritos, atendiendo a estas dos
dimensiones clave para comprender la expansión partidaria: sus ideas polí-
ticas y sus arraigos sociales. Examinamos hasta qué punto el personal polí-
tico reclutado es consistente programáticamente entre sí y con la coalición
dirigente de C.A.B.A., así como los tipos de arraigo social de los elencos

10 Años antes de asumir la candidatura, Molina organizó Eco-Ferias Saludables en el par-
tido de Berazategui, cercano a Quilmes. Allí conoció al Intendente peronista del distrito,
Juan José Mussi.

G. Vommaro, M. Armelino, F. Longa, J. Grandinetti y M. Paladino



Revista SAAP  . Vol. 17, Nº 1

52

reclutados en Pergamino y Quilmes. Para aislar en nuestro análisis la perte-
nencia partidaria de características más generales de la política de cada lo-
calidad y evitar los sesgos que supondría atribuir al personal local del PRO-
Cambiemos rasgos propios de su distrito, controlaremos nuestro análisis
mediante la comparación con los cuadros del peronismo y sus aliados.

Ideas políticas

Utilizamos un set de preguntas sobre posicionamiento ante issues, polí-
ticas públicas y valores, que permite clasificar a los actores según sus ideas
en el plano económico y cultural como conservadores o progresistas. En
lugar de analizar documentos programáticos del partido o tomas de posi-
ción de su liderazgo nacional ante determinadas coyunturas, examinamos
una batería de reactivos con afirmaciones valorativas sobre dieciocho temas
que permitieron identificar múltiples dimensiones de posicionamiento po-
lítico en materia económica y cultural. Para analizar estos reactivos, ajusta-
mos seis modelos de clases latentes —de una a seis clases— y comparamos
el ajuste por BIC de esos modelos. Con este criterio, el ajuste parsimonioso
corresponde a un modelo de dos clases, que distinguen claramente un polo
conservador en lo económico y en lo cultural, de otro progresista y estatista,
en virtud de las probabilidades de respuesta a cada ítem estimadas por el
Modelo 1.

El Gráfico 1 presenta las probabilidades ítem-respuesta del modelo con
dos clases: una caracterizada por respuestas progresistas; la otra, por res-
puestas conservadoras en lo social y cultural y pro-mercado en lo económi-
co (en adelante, “conservadores”). La mayoría de los indicadores son muy
discriminantes: cuando una de las clases tiene altas probabilidades de res-
ponder «muy de acuerdo» o «acuerdo», la otra tiene altas probabilidades de
responder «desacuerdo» o «muy en desacuerdo». Los únicos indicadores en
los que hay un relativo consenso remiten a la protección y el fomento de
derechos sociales, la regulación estatal de los recursos naturales, y la reduc-
ción de las brechas de ingreso. Más allá de estos consensos, encontramos
dos polos programáticos claramente definidos11.

11 Ajustamos un modelo similar solamente para los encuestados pertenecientes a PRO-
Cambiemos (n = 115). Por la reducción de la n fue necesario reducir también el número
de parámetros libres a estimar por el modelo, compactando las categorías de respuesta
a 2: Acuerdo/Desacuerdo. Este modelo capta heterogeneidad en la población (BIC
para una clase = 2064, BIC para dos clases = 2025). Encontramos que en Cambiemos
se reproduce el mismo esquema de polaridades (conservador/progresista) y que la
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GRÁFICO 1
Probabilidades ítem-respuesta del modelo de ideas políticas

Fuente: Elaboración propia con datos de encuesta 2014-2015 y 2018-2019.

Resta saber cómo se relacionan estos polos con los partidos y distritos.
En el Modelo 1, la probabilidad de pertenencia a estas clases ocupa el lugar
de variable dependiente en un modelo lineal logístico binomial. Las covariadas
o variables independientes de interés son el partido de pertenencia y el
distrito; se agregaron como controles las variables de género, edad, religiosi-
dad y tipo de educación recibida, que suelen identificarse como influyentes
en las ideas políticas. Los resultados se resumen en la Tabla 1.

pertenencia a cada una de las clases está asociada a la corriente interna (el radicalismo
tiene pendiente positiva con respecto a la clase progresista, con p= 0.000) y no encon-
tramos asociación con los distritos. Sin embargo, en relación con sus principales compe-
tidores políticos en los distritos estudiados (el peronismo y sus aliados) el dato más
significativo sigue siendo la homogeneidad interna de los cuadros del PRO-Cambiemos
en materia de ideas políticas.
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TABLA 1
Covariadas del Modelo 1. Clase de referencia: progresista.

Fuente: Elaboración propia con datos de encuesta 2014-2015 y 2018-2019.

A partir del Modelo 1, es posible clasificar correctamente el partido de
pertenencia de un entrevistado al azar en el 93% de los casos. Es notable la
consistencia programática al interior de los partidos; las ideas de los diri-
gentes correlacionan con su pertenencia partidaria12.

Del análisis de clases latentes puede concluirse que el personal político
del PRO-Cambiemos mantiene su consistencia programática, con indepen-
dencia del distrito de pertenencia, y posee alta homogeneidad en sus ideas
políticas, pues el 96% de los entrevistados son asignados a la clase conserva-
dora; a su vez, el 95% de los asignados a dicha clase pertenecen al PRO-
Cambiemos.

12 Pergamino tiene una pendiente positiva para la pertenencia a la clase conservadora en
comparación con la media de C.A.B.A.. También Quilmes tiene pendiente positiva, pero
es pequeña y con un error estándar relativamente grande, por lo que no se puede
distinguir de C.A.B.A..

13 La covariada Partido en el Modelo 1 no aporta información para la solución del proble-
ma de clasificación de ideas políticas. La alta correspondencia entre partido e ideas
políticas no se explica por violación del supuesto de independencia, sino por la alta
congruencia programática del PRO-Cambiemos y en menor medida del peronismo.
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TABLA 2
Clasificación por partido según clases imputadas con el Modelo 113

Fuente: Elaboración propia con datos de encuesta 2014-2015 y 2018-2019.

Arraigos sociales

Utilizamos doce indicadores que registran la participación (actual o pasa-
da) en organizaciones no vinculadas exclusiva o directamente con la política
partidaria (Gráfico 2). Como contraste, al igual que para las ideas políticas, se
incluyeron a los dirigentes peronistas y sus aliados. Las organizaciones selec-
cionadas constituyen un proxy de diferentes tipos de arraigo: el tipo de activi-
dades realizadas, los criterios de membresía explícitos o implícitos, o la simple
afinidad, ubican a estas organizaciones en un lugar determinado del espacio
social. Esta información no se utiliza de manera directa en el modelo de clases
latentes que produce la variable, sino en su interpretación.

Analizamos un modelo con tres clases latentes: “No arraigados”, “Arraigo
elitista” y “Arraigo popular”. La clase de los no arraigados se caracteriza por
una alta probabilidad de responder “Nunca participé” en casi todas las or-
ganizaciones sondeadas. Vale aclarar que las probabilidades ítem-respuesta,
presentadas en el Gráfico 2, caracterizan a las clases latentes resultantes del
modelo, no a individuos en particular o partidos14. Las otras dos clases pre-
sentan probabilidades ítem-respuesta más altas para “Sigo participando” o
“Participé, pero ya no lo hago”. Considerando la ubicación en el espacio
social de la organización destacamos el carácter elitista o popular de este
tipo de arraigo.

14 Dicho de otro modo, analizamos el sistema de clasificación resultante más que el resul-
tado de esa clasificación. Una vez establecidas las clases latentes, el ACL asigna a cada
individuo una probabilidad de pertenecer a cada una de las clases permitiendo estimar
proporciones de pertenencia a clases o imputar pertenencia de clase a cada individuo.
Es posible analizar posteriormente a los individuos ya clasificados, pero al hacerlo
anulamos una de las principales ventajas de los métodos estructurales al asumir que la
clasificación se lleva a cabo sin error. El modelo estructural asume que la medición y el
modelo se llevan a cabo con cierto error.
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GRÁFICO 2
Probabilidades ítem-respuesta del modelo de arraigos sociales

Fuente: Elaboración propia con datos de encuesta 2014-2015 y 2018-2019.

Las categorías de la variable “arraigos sociales” se infirieron a partir de
las probabilidades de participación en cada tipo de organización. Nos cen-
tramos en aquellas con mayor capacidad discriminante, es decir, en las que
la probabilidad de participación presente o pasada diverge en mayor magni-
tud entre las categorías de la variable “arraigos sociales”.

La participación activa en clubes de membresía exclusiva, movimientos
u organizaciones religiosas, cámaras empresarias o sectoriales, asociaciones
profesionales —en especial, según los datos cualitativos, en los colegios de
abogados— y ONGs o fundaciones de voluntariado con fines sociales, son
específicas de un “arraigo elitista” por las afinidades sociales implícitas y
por oposición al tipo de organizaciones específicas de la otra categoría acti-
va de la variable, el “arraigo popular”, cuya característica distintiva es la
participación en movimientos sociales y sindicatos. Por su parte, la partici-
pación en instituciones ligadas a la producción de ideas políticas y económi-
cas (think tanks), clubes sociales y deportivos —de peso en Argentina, en
especial los clubes de fútbol—, sociedades de fomento, cooperativas o
mutuales y organizaciones territoriales, no es específica de ninguna catego-
ría, y probablemente forme parte de los vínculos usuales de los políticos
profesionales. Lo mismo aplica para organizaciones estudiantiles, que cons-
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tituye un elemento del cursus honorum de buena parte de los partidos en
Argentina (Grandinetti, 2019b).

La pertenencia a una u otra categoría de la variable “arraigos sociales”
tiene una asociación compleja con el partido y el distrito. La tabla 3 presenta
los coeficientes, error estándar y prueba de hipótesis paramétrica de un
modelo logit multinomial en el que la variable dependiente es “arraigos
sociales”15. La categoría de referencia es “no arraigado”. Las variables inde-
pendientes son el distrito (referencia: C.A.B.A.) y los partidos (referencia:
Cambiemos).

TABLA 3
Variación de arraigos sociales por partido y distrito

Fuente: Elaboración propia con datos de encuesta 2014-2015 y 2018-2019.

La comparación entre partidos muestra que el peronismo y sus aliados
están asociados positivamente con la categoría arraigo popular. Un peronista
seleccionado al azar tiene una probabilidad mucho más alta que un cuadro

•del PRO-Cambiemos de pertenecer a esa categoría ( =20.28). En términos
de distritos, el caso distintivo es Quilmes, donde la probabilidad de pertene-
cer a la categoría “no arraigado” es significativamente mayor que la de un
político de C.A.B.A. seleccionado al azar. Según este modelo, los elencos

15 Imputados para cada individuo a partir de la probabilidad más alta de pertenencia
surgida del modelo de clases latentes.
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políticos de Pergamino —independientemente del partido de pertenencia—
no son distinguibles de los de C.A.B.A., al menos en relación a sus arraigos
sociales.

El análisis de los arraigos sociales dentro del personal político del PRO-
Cambiemos muestra algunas variaciones significativas entre distritos. La
tabla 4 presenta las probabilidades estimadas por el modelo para todas las
categorías de la variable dependiente en todas las combinaciones de catego-
rías de las variables independientes.

TABLA 4
Probabilidades predichas por el modelo 2

Fuente: Elaboración propia con datos de encuesta 2014-2015 y 2018-2019.

Estos datos muestran que los elencos del PRO-Cambiemos en Quilmes
presentan la probabilidad más alta de no tener arraigos sociales, mientras
que el arraigo elitista tiene su mayor probabilidad entre los elencos del PRO-
Cambiemos de C.A.B.A. y Pergamino. En estos dos últimos distritos, el per-
sonal político partidario presenta probabilidades similares de tener un arrai-
go elitista o de no estar arraigado, con una probabilidad prácticamente nula
de tener un arraigo popular; pero en Quilmes es alta la probabilidad de que
los cuadros del partido pertenezcan a la categoría de “no arraigados”.

En suma, el análisis de clases latentes aplicado a las ideas políticas y los
arraigos sociales de los elencos ejecutivos y legislativos del PRO-Cambie-
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mos en C.A.B.A., Pergamino y Quilmes evidencia, por un lado, la homoge-
neidad de las ideas políticas (de tendencia conservadora) de sus cuadros en
los tres distritos; por el otro, la presencia de un personal político no arraiga-
do socialmente (Quilmes), o con arraigos elitistas (C.A.B.A. y Pergamino).
La homogeneidad de las ideas y los arraigos débiles (y elitistas) de los cua-
dros reclutados por el PRO-Cambiemos permiten a la coalición dirigente
del PRO controlar la expansión territorial y preservar la consistencia de la
marca partidaria, aunque esto obstruya la construcción organizativa sólida
del partido a nivel local.

6. Discusión y conclusiones

El PRO-Cambiemos se expandió en Pergamino y Quilmes con un per-
sonal diferente respecto de sus arraigos sociales, pero homogéneo respecto
de sus ideas políticas. Nuestros datos cualitativos muestran que durante los
períodos en que el partido se concentró en el crecimiento en su centro polí-
tico (C.A.B.A.), las experiencias locales no lograron sólidos desarrollos
organizativos, ni referentes con intención de voto significativa, ni una im-
plantación robusta de cuadros, redes o estructuras partidarias.

Desde su bastión en C.A.B.A., la coalición dirigente del PRO controló el
armado electoral en cada distrito, imponiendo sus candidatos con amplios
márgenes de maniobra. Esto contrasta con la relativa independencia de las
estructuras partidarias locales en la etapa previa a 2015, por fuera de los
períodos electorales. Quilmes lo ilustra claramente: la coalición central im-
puso un candidato outsider para la intendencia a un año de la elección con-
tra el manifiesto disgusto de la dirigencia local. Poco antes de los comicios,
desde C.A.B.A. se promovió a quien finalmente sería candidato y los diri-
gentes locales apenas pudieron negociar algunos cargos legislativos.

Este férreo control facilitó la homogeneidad de las elites reclutadas en
cuanto a ideas políticas, lo que facilitó la preservación de la marca partidaria
(Lupu, 2016). En distritos con características sociodemográficas tan disímiles,
la coalición dirigente priorizó perfiles que representaran su ethos partidario
y los encontró en outsiders con carreras previas exitosas en el mundo televisivo,
empresarial y deportivo (Pergamino) como en el ámbito televisivo y deporti-
vo (Quilmes).

A partir de la misma estrategia de expansión con control centralizado,
la coalición central debió utilizar como materia prima para implantarse lo-
calmente los fragmentos partidarios disponibles en cada distrito. En Perga-
mino había fragmentos políticos en disponibilidad de la antigua estructura
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radical, pero en Quilmes eran líneas internas del peronismo y del radicalis-
mo las que, tras una historia de profunda fragmentación, se plegaron al
armado local; a ello se sumó el entorno personal del nuevo intendente y sus
contactos con dirigentes de distritos vecinos.

La heterogeneidad en cuanto a arraigos sociales y la homogeneidad de
las ideas políticas observadas en el personal legislativo y de gobierno del
PRO cobran más nitidez aun cuando se las contrasta con el peronismo y sus
aliados. Esto permite descartar la explicación de esos resultados exclusiva-
mente en función de las características idiosincráticas de cada distrito. En
cambio, la variable partidaria es relevante para mostrar homogeneidad del
PRO-Cambiemos en los diferentes distritos en relación con las ideas políti-
cas, así como las diferencias marcadas con el personal político peronista en
cuanto a ideas políticas y a arraigos sociales.

Asimismo, este reclutamiento selectivo por parte de la coalición central
del partido contribuye a mantener la diferenciación ideológica y el alinea-
miento entre espacios partidarios que se evidencia en nuestro estudio al
comparar a los cuadros del PRO-Cambiemos con los del peronismo y sus
aliados. Esta diferenciación y este alineamiento resisten el “viaje” a territo-
rios social y económicamente disímiles porque la clave de su consistencia
está en esa lógica centralizada de reclutamiento. En cambio, cuadros alinea-
dos programáticamente tienen arraigos sociales diferentes en función del
distrito de actuación. La coalición central del PRO-Cambiemos recluta con
amplia selectividad en términos programáticos, pero partiendo de las res-
tricciones del contexto social de cada distrito, en buena medida también
porque suma a políticos de larga data en disponibilidad. En este sentido,
constatamos que la coalición electoral con la UCR se mostró útil para la
expansión territorial del PRO-Cambiemos, al proveer de personal político a
los candidatos seleccionados y los programas diseñados por la coalición cen-
tral del PRO.

En definitiva, la expansión del PRO es consistente con una organización
partidaria que privilegió el control centralizado del reclutamiento por sobre la
implantación local o el arraigo en el distrito. La exigua inversión en la organi-
zación local de los actores distritales de la coalición dirigente central contribu-
ye a explicar que, tras su paso por la gestión local durante 2015-2019, la im-
plantación partidaria no haya hundido sus raíces en estos municipios. El re-
sultado es, entonces, un legado organizativo débil en cada distrito, que deja al
partido sin una estructura local sólida, dependiente de su coalición con el
radicalismo y necesitado de figuras con alta intención de voto.

El estudio de la expansión territorial de un partido nacido en el distri-
to capital de Argentina contribuye a una agenda de investigación sobre
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nacionalización de partidos nacidos a nivel local en general y sobre nacio-
nalización de partidos de derecha en particular. El caso del PRO-Cambie-
mos permite construir un modelo de penetración sumamente centraliza-
da que deja en manos de la coalición central el manejo de la marca. Contra
lo que supone la hipótesis del imperativo estratárquico (Carty, 2004;
Bolleyer, 2012), las filiales locales tienen aquí escaso margen para adaptar
la marca partidaria o seleccionar a sus candidatos. Este control centraliza-
do, sin embargo, no se debe a la existencia de estructuras jerárquicas for-
males sino a la estrategia de la coalición porteña de preservar la consisten-
cia de la marca partidaria y la cohesión interna para seleccionar candida-
tos en los nuevos distritos, lo que refuerza la debilidad de los desarrollos
organizativos autónomos y los enraizamientos locales del partido fuera de
su bastión.

Para poner a prueba la validez de estos hallazgos, es necesario sumar
casos. Por un lado, estudiar distritos donde el PRO-Cambiemos logró una
construcción partidaria local significativa, como en Vicente López, en el
norte del conurbano bonaerense, que el partido gobierna desde 2011. Por
otro lado, incorporar casos de zonas del país económica y socialmente
heterogéneas. ¿Qué sucede en regiones histórica y socialmente adversas
(como el noroeste y el noreste argentinos) en los que PRO-Cambiemos ob-
tuvo resultados electorales favorables? Indagaciones previas mostraron que
el tipo de expansión encontrado en nuestro estudio tuvo lugar en otros
casos menos exitosos, como Santiago del Estero (Vommaro, 2017a). Sin
embargo, hay que investigar más en profundidad este tema. Asimismo, aún
queda por estudiarse los efectos de la incorporación a nivel local de perso-
nal político radical en gobiernos liderados por dirigentes del PRO. ¿Se man-
tienen las identidades de origen? Esta ampliación de los casos permitirá
también robustecer el conocimiento sobre un partido de centro-derecha
nacido en un contexto adverso que, en contra de lo esperado por la teoría,
contribuyó a reordenar la competencia política en Argentina.
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Resumen: Este artículo aborda el control parlamentario en Argentina desde la dimen-
sión de las comisiones parlamentarias. ¿En qué medida los parlamentos ejercen el
control/supervisión desde el ámbito de las comisiones? Esta investigación se propone
responder esa interrogante examinando una muestra especial de Comisiones Especia-
les de Control (CEC) en el Congreso desde la perspectiva de la teoría de la delegación.
Para ello se elabora un marco analítico que examina, por un lado, la relación de agencia
de esas comisiones con las burocracias y las cámaras del Congreso y, por el otro, cómo
ejercen el control ex ante y ex post. En este marco, se desarrolla una medición cuantitativa
de los poderes de control de las CEC, los cuales luego serán analizados en relación a la
teoría del cartel de partido en Argentina.
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Abstract: This article approaches the legislative oversight in Argentina at the parliamentary
committee level, a research dimension that hasn’t been discovered yet. How do these committees
oversee the federal agencies? In response to this issue, a special sample of Oversight Special
Committees (OSC) of the Argentine Congress is analyzed from the delegative theory perspective.
In this sense, an analytic framework is drawn up to examine, on the one side, the agency relation
of the OSC with bureaucracies and the Congress houses, and on the other side, how they exert the
ex ante and ex post control. Then, a quantitative measuring of the control power of the OSC is
developed on the basis of that analytic framework. Finally, they are analyzed in relation to the party
cartel theory in Argentina.
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1. Introducción

En las últimas décadas surgió una importante literatura de investiga-
ción en política comparada sobre congresos y legislaturas en América Lati-
na que se interesó, entre otros temas, en sus características estructurales y
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funcionales, en la elaboración y aprobación de leyes, en los sistemas de par-
tidos y su impacto en la arena parlamentaria, etcétera1.

Sin embargo, se ha prestado poca atención al control parlamentario de
los funcionarios y demás agentes públicos, un tópico que sí tuvo un notable
desarrollo en Estados Unidos. En relación a este caso, existen dos grandes
corrientes de investigación (Ferraro, 2006 y 2017; McCubbins 2014).

La primera postula que el parlamento de ese país fue delegando cada
vez más atribuciones a las agencias federales como consecuencia de la cre-
ciente intervención del gobierno federal en la sociedad y el mercado2. Como
resultado de ello, esas agencias fueron adquiriendo una mayor autonomía
que, entre otras cuestiones, fue en detrimento del control.

La segunda destaca que, a pesar de que el parlamento de ese país fue
delegando atribuciones en las agencias federales, aquel se reservó impor-
tantes recursos para controlarlas y supervisarlas a través del sistema descen-
tralizado de comisiones legislativas (Ferraro, 2006 y 2017; Pasquino y Pelizzo,
2006; McCubbins, 2014).

¿En qué medida los parlamentos ejercen el control/supervisión desde el
ámbito de las comisiones? Si bien en las últimas décadas surgió una inci-
piente literatura en la región sobre el control parlamentario (Mainwaring y
Welma, 2003; Pelizzo y Stapenhurst, 2004, 2012; Llanos y Mustapic, 2006;
Velázquez López Velarde, 2018), ninguna lo estudia en relación a esas
subunidades.

Es por ello que este artículo se propone indagar esta cuestión en rela-
ción al caso argentino, sobre el cual existen una serie de investigaciones
empíricas llevadas a cabo por Morgernstern y Manzzeti (2003), Palanza
(2006), Ferraro (2006 y 2017), Bonvecchi (2010), Bieda (2015), Galván (2017),
Mustapic y Bieda (2017), De Negri (2018), Cingolani (2019) y Llanos y Pérez-
Liñan (2021). De todas esas, solo la de Bieda (2015) puso la mirada en las
denominadas Comisiones Especiales de Control en el Congreso argentino.

Sin bien esa investigación constituye el primer aporte sobre el tema,
presenta una serie de limitaciones y cuestiones que esta investigación se
propone revisar y profundizar. En primer lugar, hay que destacar que el
trabajo de Bieda carece de un marco teórico que dé cuenta cómo controlan
las comisiones especiales, tema que sí se lo considera en la sección teórica de
este artículo, en la que se examinan algunas teorías legislativas.

1 Una obra de referencia de esa literatura es el volumen editado por Morgenstern y
Naciff (2002).

2 En las democracias presidencialistas —como es el caso de Estados Unidos, Argenti-
na y demás países de la región— el parlamento es llamado congreso o legislatura.
Por razones de simplificación del lenguaje se usará el término “parlamento”.
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En segundo lugar, si bien Bieda realizó el primer relevamiento de esas
comisiones de control en el Congreso, se trata de una muestra poco nume-
rosa. Es por ello que en esta investigación no solo se amplía esa muestra,
identificándose un total de 21 comisiones, sino que además se las clasifica
en términos de los diversos propósitos de control.

En tercer lugar, mientras que Bieda realiza un estudio cualitativo solo
de dos comisiones especiales para dar cuenta de cómo ejercen el control, en
esta investigación se desarrolla una medición cuantitativa de los poderes de
control de varias comisiones.

De este modo, este artículo se organiza en cuatro secciones. En la pri-
mera se abordan tanto los conceptos y nociones del control parlamentario
como las principales teorías legislativas, prestando especial atención a la
teoría del cartel.  En la segunda, se desarrolla el criterio de elección de los
casos y la metodología de investigación. En la tercera, se abordan las carac-
terísticas de las comisiones especiales y se las clasifica. En la cuarta sección,
se selecciona una muestra especial de esas comisiones y se procede a realizar
una medición de sus poderes de control. En la quinta, se revisa la teoría del
cartel a partir de los hallazgos de esa medición.

2. El control parlamentario

¿Qué es el control parlamentario? Este concepto se refiere a la rendi-
ción de cuentas (accountability) de dirigentes y burócratas en el parlamento.
La literatura neoinstitucionalista se ha concentrado en estudiar el control
parlamentario considerando tanto el marco institucional en el que tiene
lugar la delegación como en el momento en que se activa el control parla-
mentario.

En relación al marco institucional, es clave aquí distinguir entre los
formatos de las democracias parlamentarias (prototipo británico o
Westminster) y las democracias presidencialistas (prototipo norteameri-
cano).

Las democracias parlamentarias se caracterizan por una única cadena
de delegación (Strøm, 2000) que nace de la elección ciudadana del parla-
mento o, más específicamente, la cámara baja, la cual elige y designa un
ejecutivo a cargo de la dirección de las agencias burocráticas.

En cambio, en relación con las democracias presidencialistas, el ejecuti-
vo es elegido directamente por la ciudadanía y no tiene atribuciones para
disolver el parlamento. En este sentido, de acuerdo al prototipo estadouni-
dense, no hay una sola cadena de delegación, sino tres (Strøm, 2000): una
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que va de la ciudadanía al Presidente, y las otras dos van de la ciudadanía a
cada una de las cámaras que integran el poder legislativo (Cámara de Re-
presentantes y el Senado).

Sin entrar en mayores detalles sobre las particularidades del caso norte-
americano, hay que resaltar que, si bien en ese país el presidente es la prin-
cipal cabeza de las agencias federales, los funcionarios de estas son respon-
sables ante el poder legislativo, en tanto se considera que esas agencias son
una extensión administrativa de ese poder (Ferraro, 2006 y 2017).

Estas diferentes lógicas de delegación tienen consecuencias en cuanto
al momento del control parlamentario. En las democracias parlamentarias,
el control es de carácter continuo en la medida que el ejecutivo depende del
apoyo del/los partido/s parlamentario/s para su supervivencia. En este sen-
tido, como destaca Sartori (1992), el control parlamentario es esencialmen-
te un control político.

En cambio, en las democracias presidencialistas se da una división de
tareas entre un ejecutivo que ejerce un control centralizado hacia las agen-
cias federales y el parlamento que ejerce un control descentralizado a través
del sistema de comisiones y subcomisiones de las cámaras (Ogul, 1976;
Ferraro 2006 y 2017). Es en relación al accionar de las comisiones donde la
literatura advierte que el parlamento puede ejercer un control anticipatorio
(ex ante) o un control posterior (ex post) (McCubbins y Kiewiet, 1991; Llanos
y Mustapic, 2006a).

El control ex ante remite al momento del diseño legislativo de las políti-
cas públicas, el cual debe poner en manos del legislador una serie de meca-
nismos de control que tienen que ver tanto con el nombramiento —y la
eventual revocación— de los funcionarios en las agencias como con la su-
pervisión de los recursos presupuestarios afectados a ellas (McCubbins, Noll
y Weingast, 1987; Calvert, McCubbins y Weingast, 1989). No menos impor-
tante es el veto legislativo por el cual los legisladores puedan reformar y/o
derogar las normativas y reglamentaciones que se dan las propias agencias3.

Por su parte, el control ex post tiene lugar una vez implementada la
política pública, e implica que los legisladores pueden activar, según el caso,
una serie de mecanismos intermitentes de alarma temprana (fire-alarm
oversight) y/o de sanción/penalización inmediata hacia los funcionarios (police-
patrol oversight) (McCubbins y Schwartz, 1984: 166).

3 Como observa Ferraro (2017: 42), desde 1930 el Congreso de Estados Unidos
viene ejerciendo la facultad de vetar decisiones y/o los procedimientos que se dan
las propias agencias administrativas federales. Esa facultad suele ser confiada por la
legislación a las comisiones legislativas que tienen bajo su autoridad a las agencias
respectivas.
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Ejemplo del control de alarmas de incendio son las reuniones informa-
les de los legisladores con expertos o representantes de la sociedad civil, los
requerimientos de información a las agencias federales, etc. Ejemplo del
control de patrulla policial son las interpelaciones y/o de indagaciones a
funcionarios y burócratas, la creación de comisiones de investigación, etc.

Un último aspecto a destacar es que hay consenso entre los especialistas
que no existen arreglos institucionales que permitan eliminar los problemas
de agencia que plantea el control parlamentario. Lo que no quita que se
puedan tomar una serie de medidas para contrarrestar sus efectos, entre las
cuales importa destacar: a) el desarrollo de un diseño de contrato adecuado
que establezca de antemano los intereses de las partes, los incentivos, las
compensaciones, las sanciones, etc.; b) un sistema universal de la evalua-
ción de antecedentes que permita elegir agentes idóneos; c) mecanismos de
monitoreo y requerimiento de información eficientes; y d) la activación de
controles institucionales cuando se detectan anomalías y/o irregularidades
en las agencias burocráticas (McCubbins y Kiewiet, 1991: 27-34)4.

En la Tabla 1 se presenta una síntesis esquemática de las principales
medidas para mitigar la pérdida de agencia, las cuales serán tenidas en cuenta
para el desarrollo del marco analítico de esta investigación en la sección
segunda.

TABLA 1
Métodos para mitigar las pérdidas de agencia

Medidas

Medios institucionales

Fuente: adaptado de McCubbins (2014:568).

4 Estos controles institucionales comprenden el accionar tanto a las cortes y demás
instancias de justicia como de ciertas agencias creadas para prever riesgos más o
menos específicos de transgresión y/o de corrupción (defensorías del pueblo,
ombudsmen, auditorías, contralorías, conseils d’Etat, ministerios públicos, etc.)
[O’Donnell, 2003].
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Una última cuestión a considerar son las comisiones legislativas. De
acuerdo al modelo industrial de los parlamentos (Weingast y Marshall, 1988),
aquellas son la principal subunidad especializada en las que la cámara dele-
ga el estudio preliminar de legislación antes de su consideración final en la
reunión plenaria. El abordaje teórico sobre las comisiones ha sido desarro-
llado en Estados Unidos entre las décadas de 1970 y 1990, en base tres
perspectivas teóricas (Martin, 2014).

La primera y más conocida es la perspectiva distributiva, cuyas princi-
pales obras de referencia son las de Mayhew (1974), Shepsle (1986), Weingast
y Marshall (1988), Baron y Ferejohn (1989) y Krehbiel (1991). Este enfoque
postula que los legisladores buscan incorporarse en aquellas comisiones con
jurisdicción en (ciertas) políticas públicas que les permiten obtener benefi-
cios particulares, maximizando así sus posibilidades de reelección en los
distritos electorales. La principal implicancia de ello es que ni los líderes del
partido legislativo ni ninguna otra instancia parlamentaria pueden ir contra
la decisión de un legislador de formar parte de una comisión y, menos aún,
condicionar la integración de sus presidencias, a las cuales acceden los le-
gisladores por la regla de seniority.

Este postulado ha sido relativizado desde la perspectiva teórica
informacional (Krehbiel, 1991 y 2004). De acuerdo con esta, es la cámara la
principal interesada en limitar la autoselección de los legisladores en las
comisiones, priorizando la designación de legisladores con expertise a los
efectos de convertir la información y las competencias en manos de esos
legisladores en un bien público consumible para los demás legisladores
(Bonvecchi y Schijman, 2005).

Por último, en los años noventa maduró la denominada teoría del cartel
de partido (Cox y McCubbins, 1993 y 2005). De acuerdo con esta teoría, la
integración de las comisiones no refleja tanto el patrón de autoselección o el
expertise legislativo, sino el interés de los líderes del cartel de mayoría en
prevenir que los legisladores presenten iniciativas que puedan dividir la
mayoría afectando la reputación electoral del partido. Para ello, esos líderes
del partido legislativo controlan en la selección de los presidentes de las
comisiones, los cuales cuentan con poder agenda para bloquear las iniciati-
vas no deseadas presentadas por los legisladores5.

Estas condiciones del cartel se replican más o menos en las comisiones de la
Cámara de Diputados del Congreso Nacional. Sin embargo, a diferencia del
caso norteamericano, la distribución de las presidencias de las comisiones refle-

5 El concepto de poder de agenda (agenda-setting powers) se refiere a cualquier habili-
dad especial para determinar cuáles proyectos de ley pueden ser considerados por el pleno de
la cámara, y bajo qué procedimientos (Cox, 2006: 145).
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ja un patrón pluralista (Calvo, 2014), que resulta del hecho de que el bloque
oficialista no cuenta con mayoría propia en esa cámara, como sí sucede en la
cámara norteamericana. Debido a esta circunstancia, en la cámara argentina el
oficialismo debe formar coalición con otros bloques parlamentarios.

Como corolario de ello, algunas presidencias de comisiones de esa cá-
mara son consagradas a legisladores que representan bloques minoritarios
(Danesi y Rheault, 2011), los cuales suelen ser más permeables que sus con-
trapartes norteamericanas a la hora de dejar pasar las iniciativas legislativas
no deseadas (Calvo y Tow, 2009). No obstante ello, aquí intervienen dos
actores institucionales con poder de agenda, como son los presidentes de
las bloques de la coalición oficialista (Calvo y Sagarzazu, 2011) y el presiden-
te de la cámara (Saettone, 2015).

Los presidentes de los bloques filtran las iniciativas no deseadas en las
reuniones del bloque, y lo propio hace el presidente de la cámara en la comi-
sión de Labor Parlamentaria, en donde se decide el orden de asuntos que se
someterán a consideración de la reunión plenaria de la cámara6. Por otra
parte, no deja ser importante remarcar que el pleno de la cámara delega en
el presidente la atribución para asignar y remover los legisladores en las
comisiones (Saettone, 2015). Es aquí donde los gobernadores y hasta mis-
mo el jefe del ejecutivo influyen en esa figura institucional para que ubique
a legisladores de distritos provinciales cercanos a los mencionados goberna-
dores en determinadas comisiones (Jones y Hwang, 2005 y 2007).

Por último, la investigación de Bieda (2015) es la única que se propuso
testear la lógica delegativa del cartel en lo relativo al control parlamentario.
Para ello, este especialista observa que los líderes de la coalición oficialista
designan a los legisladores más experimentados —es decir, los que acumu-
lan una mayor cantidad de mandatos parlamentarios— en aquellas comi-
siones de control que supervisan temas críticos para el gobierno. La princi-
pal consecuencia de ello es que esos legisladores tienden a contener (frenar)
el control cuando consideran que ciertos asuntos bajo su jurisdicción po-
nen al descubierto las fallas de las políticas públicas del gobierno.

3. Elección de casos y metodología

En esta investigación se usará el concepto de control parlamentario en
el sentido de la supervisión de las agencias burocráticas tanto en lo que

6 Es importante aclarar que en la Cámara de Diputados hay dos tipos de reunión de
bloque. Una es la reunión del bloque individual, y la otra, la denominada reunión
de interbloque, en la cual participan todos los bloques que integran la coalición.
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respecta a su estructura, normativa y organización como a la implementación
de las políticas públicas. No debe confundírselo con el denominado control
legislativo, que se refiere a la capacidad de un parlamento de modificar y/o
rechazar iniciativas de ley del gobierno (Llanos y Mustapic, 2006a: 17-18).

Por otra parte, esta investigación se interesa por las comisiones de con-
trol. En relación a ellas, la literatura neoinstitucionalista identifica dos tipos
universales de comisiones parlamentarias (Mattson y Strøm 1995: 250;
Yamamoto, 2007: 15-17): las comisiones legislativas y las comisiones especiales7.

Las comisiones legislativas son las más relevantes en términos del pro-
ceso legislativo, ya que tienen jurisdicción fija sobre una política pública,
por lo que se las conoce también como comisiones permanentes (CP).  Es-
tas se caracterizan además por el hecho que: a) su integración y procedi-
mientos internos están codificados en el reglamento de la Cámara en forma
más o menos detallada; b) pueden proponer nuevos proyectos y/o su modi-
ficación durante el tratamiento en comisión; y c) los asuntos despachados
por ellas son de tratamiento obligatorio por el pleno de la Cámara.

En cambio, las comisiones especiales (CE): a) no suelen ser comisiones
legislativas, o por lo menos no es su objeto primario; b) no están codificadas
en los reglamentos parlamentarios, sino que suelen darse su propia normativa
que regula su integración, propósitos y procedimientos; c) suelen ser tempo-
rales y se disuelven una vez cumplido su cometido; y d) no producen y/o
modifican proyectos de tratamiento obligatorio por el pleno de la cámara8.

En el Congreso argentino, los recursos de control con los cuales cuen-
tan los legisladores en las CP son los pedidos de informes al Poder Ejecuti-
vo, los pedidos de interpelación a ministros, magistrados y funcionarios, la
citación de éstos en las comisiones, o la creación de subcomisiones ad hoc
para la investigación de determinados temas. No se disponen de investiga-
ciones empíricas en el país que den cuenta de la frecuencia, la modalidad y
los resultados de la activación de esos dispositivos en las CP9.

7 En la lengua inglesa se los llama committes (legislative committees, standing committees, oversight
committees, etc.). Para evitar confusiones sobre las terminologías, se las los denominará
comisiones, que es como se las conoce en los congresos y parlamentos iberoamericanos.

8 Estas características dan cuenta de un tipo ideal y, como surge de las investigaciones
de Mattson y Strøm (1995), pueden darse casos de CE que presentan una o más
características propias de las CP. No puede dejarse de advertir la persistente ausen-
cia de investigaciones comparadas sobre comisiones parlamentarias que permitan
contar con una mayor amplitud conceptual sobre esta materia (véase al respecto las
consideraciones de Martin, 2014: 360 y ss.).

9 Para una descripción general de los mecanismos de control en el Congreso argenti-
no, se remite a Palanza (2006: 65-67). Es importante notar que, de todos los meca-
nismos de control relevados por esa especialista, el único que involucra a las CP es
la citación de funcionarios o particulares a reuniones de las comisiones.
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Fuera del ámbito de las CP, hay que advertir que el Congreso delegó el
control sobre determinas políticas públicas en una serie de Comisiones Es-
peciales de Control (CEC), que son el objeto de estudio de esta investiga-
ción.

Los datos para la realización de esta investigación fueron extraídos de
los sitios web de la Cámara de Diputados y la Cámara de Senadores, identi-
ficándose un total 36 CE a diciembre de 2021, las cuales, como se verá en la
siguiente sección, no todas fueron creadas con propósitos de control10. En
la Tabla 5 del anexo se presenta el listado de esas comisiones. Como se ob-
serva, algunas están inactivas ya sea porque cumplieron con sus propósitos
o por alguna otra razón; otras, en cambio, sí están activas. Esta investiga-
ción, de todas maneras, se restringe al análisis de la normativa que rigen el
funcionamiento y organización de esas comisiones, independientemente si
están o no activas11.

A partir de estos datos, esta investigación se propone describir las carac-
terísticas estructurales de las CEC en el Congreso argentino y clasificarlas
según los propósitos. Una vez identificadas estas últimas, se procederá a
extraer una muestra especial de 13 CEC en las cuales se analizará su norma-
tiva de creación en función de cuatro dimensiones elaboradas por este in-
vestigador, que se esquematizan en la Tabla 2 y cuyos hallazgos se presentan
en la Tabla 7 del anexo.

La primera dimensión de la Tabla 2 se refiere a la delegación que hace la
comisión hacia las agencias burocráticas. En dicha dimensión, el control ex
ante comprende procedimientos de diseño institucional, selección de auto-
ridades y el monitoreo/requerimiento de información. Es importante acla-
rar que la literatura considera al monitoreo/requerimiento de información
como un procedimiento de control ex post. Sin embargo, en esta investiga-
ción se los considera además un procedimiento de control ex ante, en tanto
está previsto en las leyes y reglamentos internos de las CEC, y por consi-
guiente, los legisladores están obligados a activarlos, al menos formalmente.
En otras palabras, se trata de mecanismos automáticos que se activan —así
debería suceder—independientemente de la voluntad del legislador.

Asimismo, esa dimensión comprende los procedimientos de control ex
post de monitoreo/requerimiento de información, que a diferencia del con-
trol ex ante, en este caso son activados voluntariamente por los legisladores al

10 Asimismo, se toma en consideración los datos reportados en la investigación de
Bieda (2015), Molinelli (1999) y Schinelli (2021).

11 Dicha normativa comprende las leyes y/o resoluciones de creación de las CE, y el
reglamento interno. En la Tabla 5 en el apéndice están indicadas las CE sobre las
cuales se dispone del reglamento.
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detectar un posible desvío de una política pública de los objetivos de ley. Por
lo tanto, aquellos no se activan —no deberían hacerlo— en tanto no se
detecten irregularidades y anomalías. En suma, si el control ex ante es efi-
ciente, no sería necesario activar el control ex post. Cuando falla el primero,
se activa el segundo.

TABLA 2
Control ex ante y ex post

Fuente: elaboración propia.
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Las otras dos dimensiones de control ex ante y ex post están comprendi-
das en la delegación que hacen cada una de las cámaras hacia las comisio-
nes, y como tal, da cuenta de su organización interna. Por lo tanto, dicha
delegación está condicionada por el diseño institucional de la comisión por
el cual se establecen las atribuciones de sus miembros, las reglas de decisión,
la asignación de recursos presupuestarios, etc. También comprende la acti-
vación de procedimientos de elección y destitución de autoridades (presi-
dente y vicepresidente de la CEC) y de monitoreo/requerimiento de infor-
mación. Estos últimos implican que la CEC debe rendir cuentas a la cáma-
ra, informándola de sus actividades.

Finalmente, la Cámara puede ejercer un control ex post hacia la CEC,
por ejemplo, negándose a aprobar los informes, retaceándole fondos y/o
personal administrativo o bien decidiendo un cambio de su integración. No
se halló ninguna disposición reglamentaria en las CEC para esta dimen-
sión, por lo que no se la va a tener en cuenta.

A partir del análisis de las tres dimensiones antes indicadas, se desarro-
llará una medición del poder de control de las CEC y de su grado de orga-
nización interna. Por último, se analizará la lógica de la delegación en el
marco de la teoría del cartel.

4. Una clasificación

Como se indicó en la sección anterior, la literatura neoinstitucionalista
identifica dos tipos universales de comisiones a las cuales el parlamento
delega el control: las CP y las CE. En relación a estas últimas, ambas cáma-
ras del Congreso argentino tienen autonomía para crearlas, y eventualmen-
te, disolverlas12. Sin embargo, lo primero que hay que señalar es que las CE
de origen parlamentario son la excepción, dado que la mayor parte fueron
creadas por una ley aprobada por ambas cámaras (véase Tabla 5 en el anexo).
Por otro lado, casi todas las CE surgieron a partir de la década de 1990, e
incluso el 40% fueron creadas en el decenio 2011-2021. Es decir, son una
criatura parlamentaria de creación reciente.

Pasando a considerar su estructura, el Congreso argentino presenta cuatro
tipos de CE: las unicamerales, integradas solo por legisladores de una cámara;
las bicamerales, integradas por legisladores de ambas cámaras; las mixtas
(bicamerales o unicamerales), integradas tanto por legisladores, como por re-
presentantes de otros poderes o de la sociedad civil; y las de investigación (pue-

12 Artículo 88 del Reglamento del Senado y el artículo 104 del reglamento de la Cáma-
ra de Diputados.
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den ser bicamerales o unicamerales)13. Por último, existen los denominados
organismos de representación parlamentaria (ORP), integrados por legisladores y
representantes de otras agencias u organismos que funcionan fuera del Con-
greso nacional y, por lo tanto, no deben ser confundidos con las CE mixtas14.

Casi todas las CE fueron creadas con propósitos no legislativos, lo que sin
embargo no las convierte en comisiones de control (CEC), como suele
conocérselas en la jerga parlamentaria. En la Tabla 3 se presenta una clasifi-
cación de las CE según los propósitos para las cuales fueron creadas.

TABLA 3
Clasificación de las CE

Fuente: elaboración propia.

13 En lo que respecta a las características de las CE bicamerales, unicamerales y mixtas
se tuvo en cuenta el análisis de Schinelli (2021: 373-391).

14 Ejemplos de estos ORP son el Comité Nacional para la Prevención de la Tortura y
otros tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (Ley 26.827) y el Consejo
de Magistratura (Ley 24.937). Los ORP no se los tendrá en cuenta en el análisis en
esta investigación.
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Se observa entonces que solo 21 de las 36 CE tienen un propósito de
control según el criterio definitorio explicitado en la sección metodológica
de este artículo, mientras que las 16 restantes fueron creadas con otros pro-
pósitos.

Dentro de este último grupo de CE se hallan dos de investigación15;
tres de cooperación internacional concebidas para vincular el Congreso
nacional con el de otros países; dos mixtas integradas por legisladores y
representantes externos16; una de enlace del Congreso con los gobiernos
locales; tres sobre temáticas específicas; y una de control legislativo17.

Queda un grupo residual de 7 CE creadas para atender cuestiones de
procedimiento (modernización parlamentaria), administrativas (Biblioteca del
Congreso y el edificio «El Molino»), sindicales (Paritaria Permanente) o para la
supervisión de un organismo parlamentario (Oficina de Presupuesto).

En cuanto a las 21 CEC, estas fueron creadas para intervenir en una
serie de políticas públicas que se listan en la Tabla 6 del anexo. Como surge
del mismo, no hay una política pública que predomine sobre las demás.

En ese mismo cuadro, además, se las clasifica en términos de la finali-
dad del control, a saber: ejecución presupuestaria, desempeño de la agencia
y las autoridades, implementación de normativas y reglamentaciones, y con-
trol del resultado/impacto de la política pública.

La ejecución presupuestaria alude tanto al control ejercido sobre el pre-
supuesto de una agencia (Inteligencia, ANSES, etc.) como al proceso de
auditoría (Mixta Revisora de Cuentas).

El desempeño de la agencia comprende el monitoreo global de aquella
(Ministerio Público) y/o de alguna de sus subunidades (Seguridad Interior
con respecto a las fuerzas federales y de policía que integran el sistema de
seguridad interior).

15 En la investigación de Bieda (2015), que abarca el período 2003-2013, el especia-
lista identifica otras comisiones de investigaciones que ya no figuran en las páginas
web del Congreso, que no se incluyeron en esta investigación. Asimismo, Molinelli
(1999) identifica más comisiones de investigación surgidas en el período 1983-
1997.

16 Es importante aclarar que la actual Comisión Bicameral Mixta Revisora de Cuentas
no se integra de representantes externos, sino solo por legisladores de ambas
cámaras. Esa es la vieja denominación que se le dio a esa comisión, una de las más
antiguas del Congreso, creada en 1952.

17 Se trata de la Bicameral de Trámite Legislativo, incorporada en el texto de la refor-
ma constitucional de 1994 y que recién se puso en funcionamiento en el Congreso
nacional en 2006 (Ley 26.122). Se la clasificó como una comisión de control legisla-
tivo en la medida que se restringe a declarar la validez de los decretos emitidos por
del Poder Ejecutivo. Sobre este tema se remite a la investigación de Bonvecchi y
Zelaznik (2012).
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El control de las autoridades engloba aquellas acciones dirigidas a pro-
poner autoridades de la agencia (Defensoría del Pueblo), decidir su remo-
ción (Comunicación Audiovisual), la remuneración (Mixta Revisora de Cuen-
tas) o la evaluación de antecedentes (Reconversión Gasífera).

La implementación de normativas y reglamentaciones abarca el control
de renegociación de contratos de obras y servicios públicos (Facultades De-
legadas), la implementación del nuevo Código Procesal Penal y la creación
de un Digesto Jurídico, el cual, una vez aprobado por el Congreso, delegó
en él el seguimiento de la actualización del digesto.

Por último, el control de resultado/impacto de la política pública se re-
fiere a las CEC cuya ley de creación explicita esa finalidad, como sucede, por
ejemplo, con la ya mencionada CEC de Implementación del Código Proce-
sal Penal, que controla la implementación del nuevo código penal en algu-
nas provincias del país o las CEC unicamerales de Yacyretá/otros y Río Ber-
mejo, que controlan la ejecución de las obras públicas en las provincias.

5. Poder de control

 En esta sección se analiza la normativa de creación de la muestra de 13
CEC, según las dimensiones de análisis de la Tabla 2. A partir de la informa-
ción de esa tabla, se propone una medición del poder de control de las CEC
que surge de la sumatoria total de menciones normativas que se reportan en
la Tabla 7 del anexo. Como se observa en el Gráfico 1, la de Inteligencia es la
que más poder de control cuenta, al sumar 40 menciones (sobre un total de
79), lo que representa un 51%. Le siguen la Mixta Revisora de Cuentas, con
29 menciones (37%), Seguridad Interior, con 26 (33%) y Comunicación
Audiovisual con 23 menciones (29%). Por otra parte, las de Reforma de
Estado y Digesto Jurídico son las que menos menciones reglamentarias acu-
mulan, cada una con 10 (12%).

Seguidamente, en el Gráfico 2 se estima el total de menciones por cada
dimensión. Como se observa en la misma, la Mixta Revisora de Cuentas,
junto a las de Inteligencia y Seguridad Interior suman más menciones nor-
mativas en cada dimensión. Asimismo, en dicha figura se puede observar
que la tercera dimensión (organización de la comisión) es la que concentra
la mayor cantidad de menciones para todas las CEC, seguida por la del
control ex ante, y por último, el control ex post.
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GRÁFICO 1
Total de menciones reglamentarias de la CEC

Fuente: Elaboración propia en base a los datos de la Tabla 7 del anexo. Para las
abreviaturas de las comisiones véase la Tabla 5 del anexo.

En relación a esta última dimensión, se constata que las CEC de Inteli-
gencia y Seguridad Interior suman la mayor cantidad de menciones nor-
mativas, ya que además de las atribuciones de control, tienen atribuciones
de investigación. En cambio, las demás CEC se caracterizan predominante-
mente por los pedidos de informes especiales.

GRÁFICO 2
Menciones reglamentarias por dimensión

Fuente: Elaboración propia en base a los datos de la Tabla 7 del anexo. Para las
abreviaturas de las comisiones véase la Tabla 5 del anexo.
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Por último, en la Tabla 4 se puede observar la acumulación de mencio-
nes por subdimensión. En relación con la primera dimensión, la
subdimensión más mencionada es si la comisión recibe informes regulares,
seguida por la revisión del presupuesto. En relación a la segunda dimen-
sión, la subdimensión más mencionada es si la comisión requiere de infor-
mación y documentación, seguida por la citación a personas y demás res-
ponsables. Respecto a la tercera dimensión, la subdimensión más mencio-
nada es la cantidad de miembros para que la CEC sesione, seguida por la
cantidad de personal administrativo y, por último, la mayoría para la elec-
ción del presidente de la comisión.

TABLA 4
Menciones reglamentarias

Fuente: Elaboración propia en base a los datos de la Tabla 7 del anexo. Para las
abreviaturas de las comisiones véase la Tabla 5 del anexo.
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6. La lógica de la delegación

De acuerdo al análisis de esas dimensiones, surge claramente que las
CEC fueron diseñadas para producir información que es consumida direc-
tamente por los líderes del oficialismo, los cuales controlan la integración de
esas comisiones. Esto último no es inocente, ya que esos líderes colocan a los
legisladores con mayor antigüedad en aquellas CEC que tratan temas críti-
cos para el gobierno.

Esto se constata al revisar los métodos para mitigar las pérdidas de agen-
cia. Partiendo de la dimensión de la organización de la comisión, en lo que
se refiere al diseño institucional, se observa que los presidentes de las CEC
acumulan una serie de atribuciones que les permite establecer, entre otras
cuestiones, el orden del día de la reunión y la atribución para convocar las
reuniones de comisión con la mayoría de los presentes o incluso con una
tercera parte de los miembros. Además, es importante destacar que los re-
glamentos de las CEC no establecen la obligatoriedad para emitir despa-
chos legislativos, como sí lo es para las CP18. La ausencia de este último
requisito en las CEC facilita el flujo de información hacia los líderes de la
mayoría.

Otro aspecto a destacar es que algunas CEC cuentan con personal ad-
ministrativo y una jerarquía de funcionarios, entre las cuales el más numero-
so e institucionalizado es el de la Mixta Revisora de Cuentas. Este cuadro de
personal suele reportar a las CEC, monopolizando información que no es
compartida por el resto de los miembros de la Cámara.

En relación al presupuesto asignado a las CEC, los reglamentos inter-
nos son poco precisos. Solo en cuatro CEC se establece que los gastos de la
comisión se imputarán al presupuesto asignado al Senado, mientras que en
otras dos CEC se imputan al presupuesto de las cámaras. No hay disposi-
ciones precisas por las cuales las CEC están obligadas a publicitar agenda de
reuniones y no suelen tomarse versiones taquigráficas. Incluso, en ciertas
CEC los reglamentos las autorizan a sesionar en secreto.

En cuanto al método de selección y filtrado, si bien los reglamentos de
las CEC establecen un procedimiento formal de elección del presidente y el
vicepresidente de la comisión y en algunos casos de acefalia, en ningún caso

18 Los reglamentos de las cámaras establecen que las CP deben dictaminar los asuntos
legislativos sometidos a su estudio y despacharlos para su tratamiento en la Cáma-
ra. Cuando no hay acuerdo entre los miembros, éstos pueden despachar dos o más
dictámenes sobre ese asunto, de los cuales, el pleno de la cámara prioriza para su
discusión aquél que reúne la firma de la mayoría absoluta de la comisión, es decir, el
despacho de mayoría.
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disponen que la conducción de la misma esté a cargo de un legislador de la
oposición (con la excepción de Facultades Delegadas) y, menos aún, que las
presidencias sean otorgadas por antigüedad parlamentaria, como sucede
en el Congreso de Estados Unidos. En este sentido, el análisis de la norma-
tiva de las CEC confirma el hallazgo de Bieda (2015), que consiste en el
hecho de que los líderes del oficialismo colocan en la conducción de esas
CEC a legisladores de su confianza, dejando que los de la oposición presi-
dan aquellas CEC con poca o nula incidencia en temas críticos.

En lo que se refiere a las dimensiones del control de la agencia, solo tres
CEC pueden proponer a la cámara candidatos para la dirección de una
agencia, mientras que otras tres solo pueden dictaminar su destitución, una
decisión que, de todas maneras, debe ser aprobada por la cámara. Esto con-
firma en parte los hallazgos de Bieda (2015), por los cuales los líderes del
cartel tratan de interferir o incomodar lo menos posible a la burocracia cuando
están en juego los intereses del gobierno.

En cambio, no hay que sorprenderse que el monitoreo y los requeri-
mientos de información sean los más mencionados en la normativa de las
CEC. Esta es más explícita en relación a las pautas y procedimientos por los
cuales las comisiones deben requerir informes a la agencia controlada. Asi-
mismo, la normativa dispone que las CEC pueden encomendar la realiza-
ción de estudios, investigaciones e informes especiales, fijando los plazos
para su concreción. Estos últimos requerimientos de información son los
más importantes en relación al control ex post de la agencia, ya que, como se
explicó, se activan cuando falla el control ex ante.

Por último, y no menos importante, desde el punto de vista del control
ex post, como se analizó en la sección anterior, hay dos CEC (Inteligencia y
Seguridad Interior) con atribuciones de investigación. Esto les suma un
plus de poder en relación a las demás CEC, en la medida que sus miembros
pueden acceder información clasificada sin pasar por la supervisión de la
cámara19.

En cuanto a los controles institucionales, en ningún caso la normativa
explicita las atribuciones de las CEC para vetar las reglamentaciones que se
da la burocracia como sucede en el Congreso de Estados Unidos. Sí les
otorga facultades para citar y/o interpelar las autoridades (control ex post).

19 Las comisiones de Investigación son objeto de polémicas de la jurisprudencia
argentina (véase Schinelli, 2021, pp. 383-389).
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7. Conclusión

Este artículo aborda un área inexplorada en el campo de la investiga-
ción politológica sobre parlamentos como son las comisiones especiales (CE).
Se identificaron un total de 36 CE, de las cuales un primer hallazgo digno a
mencionar es que no todas fueron creadas con propósitos de control (CEC).
Sino que solo 21 de esas comisiones (el 60%) tienen tales propósitos.

El segundo hallazgo es que las CEC con mayor poder de control son las
de Inteligencia, la Mixta Revisora de Cuentas y Seguridad Interior, las cua-
les suman individualmente la mayor cantidad de menciones reglamenta-
rias. Dos de ellas (Inteligencia y Seguridad Interior) intervienen en áreas
muy sensibles para los intereses del oficialismo, lo que explica que hayan
sido diseñadas no solo con prerrogativas de control, sino también de inves-
tigación (sin ir más lejos, la de Seguridad Interior puede citar personas con
el auxilio de la fuerza pública).

En cambio, la Mixta Revisora de Cuentas se restringe al control de la
Auditoría General de la Nación (AGN), una agencia de auditoría de la admi-
nistración pública creada en la década de 1990. Como surge de la investiga-
ción de Bieda (2015), esa comisión procesa un volumen constante de expe-
dientes producidos por la AGN, lo que explica su alta burocratización en
comparación a las demás CEC.

Un cuarto hallazgo es que las CEC fueron diseñadas con un fuerte
énfasis en la obtención de información, ya sea por la vía de los informes
regulares remitidos por la agencia (control ex ante), ya sea por la vía de los
requerimientos de información (control ex post). Por lo tanto, este hallazgo
suma importantes indicios a favor de la teoría del cartel, por la cual los
líderes de la mayoría crearon esas comisiones para apropiarse de informa-
ción crítica para los intereses del gobierno. En tal sentido, en comparación
con las CP, las CEC son un instrumento más eficiente para apropiarse de la
información en la medida que se especializan en una determinada política
pública o en el seguimiento de una agencia (se evita así la dispersión que
implica el tratamiento de varios asuntos que recaen en las CP) y, por otra
parte, no están afectadas al proceso legislativo ordinario (no estudian y des-
pachan proyectos para su consideración por la Cámara).

Un último hallazgo a destacar es que la mayor parte de las CEC fueron
creadas en la década de 1990 a partir de determinadas coyunturas que atra-
vesó el país, por las que se aprobaron leyes que instituyen políticas públicas
para cuyo control prevé la creación de una CEC. No por nada el 40% de las
CEC relevadas nacieron en el decenio 2011-2021. ¿Por qué tantas CEC en
las últimas dos décadas?
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A la luz de esta última constatación surgen importantes elementos para
una futura agenda de investigación que permita explorar más profunda-
mente las diversas coyunturas que motivó la sanción de las leyes que crea-
ron esas comisiones y, a partir de esa información, estudiar en algunos casos
la integración, la pertenencia partidaria de sus autoridades y su producción
(expedientes, documentos, reuniones, citaciones personas, etc.). Esto per-
mitiría una mejor comprensión de la lógica de delegación hacia estas comi-
siones por parte los líderes del cartel.
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ANEXO

TABLA 5
Comisiones Especiales del Congreso Nacional (*)
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TABLA 5
(continuación)

(*) Actualizada a diciembre de 2021. Se consigna solo la fuente normativa de creación
(ley o resolución) de la CE/CEC y se omiten los cambios posteriores de esa normativa.
Además, se indica las CEC con / sin reglamento interno y las que están inactivas o ya
cumplieron con su propósito.
Fuente: Elaboración propia en base a los datos extraídos en  https://www.diputados.
gov.ar/comisiones/comisiones.html y https://www.senado.gob.ar/parlamentario/comi-
siones/?lista=comision
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TABLA 6
Comisiones Especiales según política pública y finalidad del control
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TABLA 6
(continuación)

Fuente: Elaboración propia en base al análisis de la normativa sobre las comisiones
especiales extraídas de https://www.diputados.gov.ar/comisiones/comisiones.html y
https://www.senado.gob.ar/parlamentario/comisiones/?lista=comision
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TABLA 7
Dimensiones y subdimensiones de las CEC (*)
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TABLA 7
(continuación)
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TABLA 7
(continuación)
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TABLA 7
(continuación)

(*) Solo se tienen en cuenta las 13 CEC seleccionadas. Las demás CEC que figuran en el
Cuadro carecen de reglamento interno, y por lo tanto, quedaron excluidas del análisis.
Fuente: Elaboración propia en base al análisis de la normativa sobre las comisiones
especiales extraídas de https://www.diputados.gov.ar/comisiones/comisiones.html y
https://www.senado.gob.ar/parlamentario/comisiones/?lista=comision
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Resumen: Presentamos aquí resultados parciales de dos investigaciones empíricas rea-
lizadas en 2015 y 2019, entre estudiantes de diversos géneros y clases sociales de
escuelas secundarias públicas y privadas del Área Metropolitana de Buenos Aires
(AMBA). Nuestro propósito es brindar conocimientos que contribuyan a la compren-
sión del vínculo con la ciudadanía y la política de jóvenes cercanos a votar por primera
vez en elecciones ejecutivas, en dos momentos políticos distintos y en relación con
transformaciones en las dinámicas de politización juvenil en un contexto de polariza-
ción política de la sociedad.  Para ello, analizamos en clave comparativa e integradora los
siguientes ejes temáticos que fueron indagados en la instancia cuantitativa de ambas
investigaciones: la importancia atribuida al voto, la confianza en “la política” y “los
políticos” y la valoración de prácticas ciudadanas.

Palabras clave: Politización – Jóvenes – Ciudadanía – Argentina – Voto.

Abstract: We present in this paper partial results of two empirical investigations conducted
in 2015 and 2019 among students of different genders and social classes from public
and private high schools in the Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA). Our
purpose is to provide knowledge that contributes to the understanding of the link with

* Artículo recibido el 12 de diciembre de 2021 y aceptado para su publicación el 14 de
marzo de 2023.

1 Una versión previa del presente trabajo, realizado en el marco del Proyecto PICT 2017-
0661 dirigido por la Dra. Miriam Kriger, fue presentado con modificaciones en el XIV
Congreso Nacional y VII Internacional sobre Democracia, organizado por la Universidad
Nacional de Rosario del 8 al 11 de noviembre de 2021.
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citizenship and politics of young people close to vote for the first time in executive
elections in two different political moments and in relation to changes in the dynamics
of youth politicization in a context of political polarization of society. In order to do so,
we analyze in a comparative and integrative key, the following thematic axes that were
studied in the quantitative instance of both investigations: the importance attributed to
voting, the trust in “politics” and “politicians” and the valuation of citizenship practices.

Keywords: Politicization – Youth – Citizenship – Argentina – Vote.

1. Problema y marco teórico

En este trabajo presentaremos hallazgos de dos investigaciones2 realizadas
en 2015 y 2019 en el Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA), entre estu-
diantes secundarios de diversos géneros y clases sociales. Con el objetivo de
contribuir al conocimiento y problematización del vínculo de jóvenes ciudada-
no/as con la política durante la segunda década del nuevo milenio, analizare-
mos datos surgidos de las instancias cuantitativas de estos estudios referidos a:
eje 1) el voto: que interpretamos como una valorización de la práctica electiva
en el marco de la ciudadanización jurídica (Kriger, 2010) de lo/as participantes
del estudio; eje 2) la confianza en “la política” y “los políticos”: partiendo de la
diferencia hallada entre estudios previos de comienzos del milenio, donde la
desconfianza de “la política” era indisociable de “los políticos” (Kriger, 2010)
—en el marco del rechazo a la política formal (Balardini, 2000; Chaves, 2009) y
la negativización adultocéntrica (Chaves, 2005)—; y de fines de la primera dé-
cada, que mostraron una creciente positivización de “la política” diferenciada
de la negativización de “los políticos” (Kriger, 2016; Kriger y Bruno, 2013) —en
un contexto de aumento de la politización juvenil en diferentes ámbitos (Saintout,
2013; P. Vommaro, 2015)—; y eje 3) la valoración de prácticas ciudadanas: con-
siderando el ejercicio de ciudadanías de diversas intensidades (O’Donnell, 2004),
y entendiendo a la ciudadanía como una “dimensión ético-política del espacio
social compartido (Cullen, 2007; Siede, 2007)” (Kriger y Fernández Cid, 2015:
273), a la que se accede gradualmente a través de prácticas que implican distin-
ta participación en la tensión entre la ciudadanía activa y la restrictiva o
“deficitaria” (Ruiz Silva, 2007). Asimismo, retomamos las agrupaciones cons-
truidas por Kriger y Daiban (2015, 2021) para distinguir entre: a) prácticas ciuda-
danas individuales: se componen de “acciones ciudadanas que interpelan desde

2 Realizadas en el marco de los proyectos PICT 2012-2751, Juventud, política y nación: un
estudio sobre sentidos, disposiciones y experiencias en torno a la política y el proyecto común de jóvenes
argentinos contemporáneos, y PICT 2017-0661, Juventud, Política y Estado: Un estudio sobre
socialización, subjetivación y prácticas políticas juveniles, en vinculación con los procesos socioestatales
de producción de la/s juventud/es en Argentina (2011-2019) (Dirección: Miriam Kriger).
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la primera persona (yo) al/a lx sujetx individual en su racionalidad y concien-
cia cívica” (Kriger y Daiban, 2021: 45); b) prácticas ciudadanas sociales: se en-
cuentran ligadas a “la participación de un espacio común donde prima el
encuentro yo/nosotrxs-tu/vosotrxs, no propiamente político ni percibido como
tal, que eluden la conflictividad” (Kriger y Daiban, 2021: 46); y c) prácticas
ciudadanas políticas: implican “un hacer-entre nosotrxs, pero también contra
otrxs, en prácticas políticas directas que incorporan el conflicto” (Kriger y
Daiban, 2021: 46). Estas categorías, que son operativizadas en la herramienta
metodológica aplicada3, en el presente trabajo constituyen también “ejes te-
máticos” con relevancia en el marco de nuestra línea de investigación que
desde hace más de una década aborda los procesos de ciudadanización,
politización y subjetivación política juvenil en contextos urbanos de Argenti-
na (véase: Kriger, 2010, 2016, 2017c, 2021) y entre sujetos que votarán por
primera vez, desde el 2013 —además— ejerciendo el derecho al “voto joven”
de carácter optativo a partir de los 16 años (Ley 26.774/2012).

Mediante la puesta en relación de ambas investigaciones buscamos te-
ner una mirada diacrónica, apta para reconocer procesos, articulando dife-
rencias, continuidades y novedades en el vínculo de lo/as jóvenes ciudada-
no/as con la política. Creemos que los datos surgidos de nuestros trabajos
deben ser interpretados y problematizados a la luz de los procesos más am-
plios de politización juvenil del nuevo milenio, que se despliegan en las
primeras dos décadas con dinámicas diferenciadas y en contextos políticos
con distintos paradigmas de Estado (Kriger, 2021), aunque con complejas
imbricaciones entre ellas.

Entendiendo a las juventudes como una “noción socio-histórica defini-
da en clave relacional” (P. Vommaro, 2015: 17) e intersubjetiva, y a la
politización como “grados y modos de complejos procesos ligados a la trans-
formación de las sociedades en distintos tiempos y contextos, y a la conver-
sión de los sujetos sociales en sujetos políticos que forman parte de un pro-
yecto colectivo” (Kriger, 2017a: 24), asumimos que los procesos de
politización juvenil de las primeras dos décadas del milenio se organizan en
dos dinámicas, “entre dos paradigmas de Estado” (Kriger, 2021). La prime-
ra de ellas es la politización integradora (Kriger, 2017), cuyo origen se sitúa en
el contexto post-crítico de “el 2001” (Giarracca, 2001) y se extiende hasta
fines de la primera década del milenio. Su rasgo principal es “la incorpora-
ción de lo político a la política (…), con un cambio de orientación de las prácti-

3 El cuestionario aplicado operativiza estas categorías y las despliega en opciones de
respuesta, tomando por base la herramienta original de Kriger (2007). Esta
operativización se explica más adelante en la sección de metodología.
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cas no contra sino hacia la política y al Estado” (Kriger, 2016: 46), que se
expresa también en el aumento de visibilidad y participación de lo/as jóve-
nes en lo público (Aguilera, 2011), su recuperación de los espacios tradicio-
nales y las militancias partidarias (Vázquez, 2015; Vázquez et al., 2017; P.
Vommaro, 2015; Grandinetti, 2019, 2021) y en colectivos juveniles con dife-
rentes modalidades de organización (Bonvillani, 2015; Chaves, 2010;
Elizalde, 2015), la “consagración de la juventud” (Vázquez, 2013) por parte
de los adultos, y la “repolitización” de la juventud (Saintout, 2013).

La segunda dinámica es la “politización en clave polarizada” (Kriger,
2021), que comienza a fines de la primera década —tomando como punto
de viraje la disputa entre el gobierno y el campo (Zunino, 2011; Pucciarelli y
Castellani, 2017)— y sigue en curso en la actualidad. Está signada por la
incorporación de lo antipolítico y lo no-político a la política (Kriger, 2021), en el
contexto de un creciente proceso de polarización política de la sociedad con
impacto específico sobre la politización juvenil (Grandinetti, 2021; Kriger,
2016, 2021). Si bien ello implica, por una parte, la ampliación cuantitativa
de la participación juvenil y también nuevas identidades políticas; por la
otra, produce un efecto doble y paradojal: la ampliación de la participación
de vastos sectores de la sociedad es simultánea a una restricción de la cali-
dad del debate y una pérdida de espacios de encuentro (G. Vommaro, 2019),
por efecto de la binarización de la polarización (Kriger y Robba, 2021) y del
devenir de las emociones morales en afectos políticos (Kriger y Daiban, 2021:
33). En el plano psicosocial, la polarización en alto grado produce un quie-
bre de los marcos de referencia colectivos para la interacción cotidiana
(Lozada, 2004), con expresiones propias entre lo/as jóvenes.

2. Aspectos metodológicos

Presentaremos y analizaremos resultados parciales de las instancias cuan-
titativas de dos investigaciones de corte comprensivo sobre juventud, ciuda-
danía y política4, realizadas en el AMBA en 2015 (N=321) y 2019 (N=272).
Ambas consisten en estudios descriptivos de diseño transversal, sin preten-
sión de representatividad, sobre estudiantes secundarios de 17-19 años de
edad, diversos géneros y clases sociales, de escuelas privadas y públicas que
votarían por primera vez en elecciones generales5. La primera investigación
(2015) se realizó en cinco escuelas: dos de clases altas, una de gestión priva-

4 Presentamos resultados de la instancia cuantitativa, que aportan conocimiento situado
en forma de datos y contribuyen a generar hipótesis y preguntas para la profundización
cualitativa, empíricamente fundamentadas.
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da laica (comuna 12, C.A.B.A.) y otra de gestión privada confesional (zona
norte del conurbano bonaerense); una de clases medias y gestión pública
(comuna 6, C.A.B.A.); y dos de clases bajas, una de gestión estatal y otra
privada-confesional (ambas de zona sur del conurbano bonaerense). La se-
gunda investigación (2019) se realizó en cuatro escuelas: una de clases altas,
de gestión privada (zona norte del conurbano bonaerense); una de clases
medias de gestión pública (comuna 6, C.A.B.A.); y dos de clases bajas, una
de gestión pública (comuna 5, C.A.B.A.), y otra de gestión privada-
confesional (zona sur del conurbano bonaerense). Las mismas se establecie-
ron considerando en principio criterios clásicos como el barrio/comuna donde
se ubica la escuela y su condición pública/privada, aunque teniendo en cuenta
que su lectura debía complejizarse en función de transformaciones espe-
cíficas, ocurridas en la relación entre clase social y territorio en las últimas
décadas (Di Virgilio y Heredia, 2013), razón por la cual incorporamos la
percepción de los directivos de las escuelas.

Se aplicó en todas ellas un cuestionario presencial, escrito e individual,
acondicionado ad hoc para este estudio, con base en un cuestionario original
(Kriger, 2007), autoadministrable y aplicado en una hora de clase con la
supervisión del equipo investigador, que constó de 30 y 34 ítems respectiva-
mente, de los cuales tomaremos 3, que fueron replicados con la finalidad de
poder compararlos.

El primero indaga la importancia atribuida al voto (que retomaremos en
Eje 1), y está formulado como sigue: “¿Qué importancia tiene para vos el
voto? Marcá con una X solo una de las siguientes opciones 1) Con el voto
decidís lo que pasa en el país; 2) Votar es importante pero no alcanza para
decidir lo que pasa en el país; 3) Votar no sirve para nada”.

El segundo interroga por la confianza en la política y en los políticos
(Eje 2): “¿Con cuál de estas frases estás más de acuerdo? Marcá con una X
solo una de las siguientes opciones: 1) No creo en la política ni en los/as
político/as, 2) Creo en la política, pero no en los/as políticos/as, 3) Creo en la
política y en los/as políticos/as6.

El tercero pondera las valoraciones de las prácticas ciudadanas (Eje 3, y
también en el Eje 1 específicamente la práctica electiva): “Supongamos que
tenés que componer tu fórmula del ciudadano ideal: ¿Qué importancia le
darías en ella a cada una de estas acciones? Para cada opción elegí solo un
valor y marcalo con 1 círculo: 1. Ninguna presencia 2. Baja 3. Media 4. Alta

5 En continuidad con las investigaciones previas, esta decisión se funda en el interés por
la relación entre ciudadanía formal y política.

6 La categoría es “confianza”, aunque en la pregunta del cuestionario empleamos el
término “creer en”, que alude a la confianza usando una expresión más coloquial.
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5. Máxima. a) Ser responsable en el estudio, trabajo o profesión, b) Cumplir
con los deberes y derechos de los ciudadanos, c) Votar responsablemente, d)
Pagar los impuestos, e) Ser emprendedor/a, f) Participar de organizaciones
ciudadanas (no partidarias), g) Participar de acciones religiosas, misionar, h)
Participar de acciones solidarias y/o voluntariados sociales, i) Colaborar eco-
nómicamente o con donaciones a las causas justas, j) Intercambiar opinio-
nes con otros/as sobre política, k) Participar en el Centro de Estudiantes y
asambleas, l) Participar de marchas y manifestaciones, m) Participar en ac-
ciones directas como cortes de calle, tomas de escuela o universidades, etc.,
n) Participar en un partido político, o) Participar de las luchas por el femi-
nismo y/o derechos de género, p) Otra (¿Cuál?)”. Como se observará en la
Tabla 4, el cuestionario de 2015 no incluye las opciones e, i, g, k, o. En
cambio, cuenta con las opciones “Promover nuevas leyes para cambiar/am-
pliar los derechos de los ciudadanxs” (aquí denominada q) y “Formar parte
de un movimiento/organización social” (aquí denominada r).

Las opciones del Eje 3 son subdimensiones de las tres categorías de
prácticas ciudadanas que explicamos anteriormente: las prácticas ciudadanas
individuales agrupan las siguientes: moral (opción a)7, cívica (opción b), elec-
tiva (opción c), tributaria (opción d) y emprendedora (opción e); las prácti-
cas ciudadanas sociales agrupan las siguientes: legislativa (opción q), ciudada-
na no partidaria (opción f), solidaria de voluntariado (opción h), solidaria
de donación (opción i) y religiosa (opción g); y las prácticas ciudadanas políti-
cas agrupan las siguientes: deliberativa (opción j), manifestativa en el espa-
cio público (opción l), partidaria (opción n), movimentista (opción r), polí-
tica en escuela (opción k), participación en acciones directas (opción m) y
en luchas de género (opción o).

Los datos obtenidos en las respuestas fueron procesados y analizados
estadísticamente con el programa SPSS, e interpretados teniendo en cuenta
el marco teórico y contextual, y las categorías fundamentadas empíricamen-
te (Strauss y Corbin, 1994) surgidas de nuestros trabajos previos.

3. Presentación y análisis de hallazgos

Eje 1: el voto

La Tabla 1 muestra de modo general que el voto asume una importan-
cia relativa: el 60% de lo/as jóvenes encuestados (tanto en 2015 como en

7 Si bien toda práctica ciudadana tiene una dimensión axiológica, enfatizamos en este
caso la interpelación explícita ligada a valores morales individuales.
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2019) piensa que “votar es importante pero no sirve para decidir lo que pasa
en el país”. Pero si efectuamos una lectura más atenta hacia los márgenes,
observamos que la respuesta “votar no sirve para nada” se vuelve mínima en
2019 (5%, 3 puntos porcentuales por debajo de 2015), mientras que la res-
puesta “con el voto decidís lo que pasa en el país” se ubica en 33% en 2019,
3 puntos porcentuales (p.p. a partir de aquí) menor que en 2015.

TABLA 1
Importancia atribuida al voto. En %

Fuente: elaboración propia en base a estudios empíricos en 2015 (N= 321) y 2019
(N=272).

De modo similar, la Tabla 2 muestra que la valoración de la práctica
electiva (“votar responsablemente”) en tanto práctica ciudadana se mantie-
ne elevada en todo el período: los valores alto y máximo suman 71% en
2015 y 75% en 2019, en línea con las prácticas ciudadanas individuales (moral,
cívica, tributaria y electiva) por encima del 70% (como veremos en la Tabla
4). En este sentido, ambas tablas indican que el voto es valorado y la práctica
electiva es resignificada positivamente.

Eje 2: la política y los políticos

Como muestra la Tabla 3, encontramos que la confianza relativa en la
política (“creo en la política, pero no en los políticos”) es predominante,
tanto en 2015 (66%) como en 2019 (69%). En el segundo puesto se ubica
la desconfianza absoluta (“no creo en la política ni en los políticos”) con
21% tanto en 2015 como en 2019; y en el tercero la confianza absoluta
(“creo en la política y en los políticos”) con 6% en 2019 (5 p.p. por debajo
de 2015).
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TABLA 28

Valoración de la práctica electiva. En %

Fuente: elaboración propia en base a estudios empíricos en 2015 (N= 321) y 2019
(N=272).

De modo general, los resultados indican una confianza relativa en la po-
lítica; esto es: que la confianza en ella aumenta cuando ésta es interrogada
disociándola de “los políticos”, acentuándose entonces la distancia entre la
valoración positiva de la primera y la negativa de los segundos. Esto coinci-
de con lo señalado para 2011 por Kriger y Bruno (2013) y para 2015 por
Kriger (2017b), y es congruente con una mayor politización, que —en con-
tinuidad con los procesos de la primera década del milenio (Kriger, 2016;
Saintout; 2013; Vázquez, 2015; P. Vommaro, 2015)— superan el rechazo a
la política formal característico de los años 90 (Balardini, 2000, Chaves, 2009)9.

TABLA 3
Confianza en la política y en los/as políticos/as. En %

Fuente: elaboración propia en base a estudios empíricos en 2015 (N= 321) y 2019
(N=272).

8 La Tabla 2 es parte de la Tabla 4.
9 Es importante aclarar que no hablamos de una “despolitización”, como lo hicieron los

estudios hegemónicos, con sesgos adultocéntricos (Chaves, 2005).
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Eje 3: prácticas ciudadanas

Como explicamos más arriba, la valoración de la práctica electiva en
tanto práctica ciudadana se mantiene elevada en el período: los valores alto
y máximo suman 71% en 2015 y 75% en 2019. Ahora bien, si observamos
las diversas prácticas ciudadanas (ver Tabla 4), podemos analizar otros as-
pectos, como la alta valoración de otras prácticas ciudadanas, que también
se ubican dentro de las prácticas ciudadanas individuales. De este modo, los
valores alto y máximo de las prácticas moral, cívica y tributaria también se
ubican por encima del 70%: en el caso de la práctica moral suman 86% en
2015 y 79% en 2019, en el de la práctica cívica suman 71% en 2015 y 78% en
2019, y en el de la tributaria suman 72% en 2015 y 70% en 2019. En cambio,
los de la práctica emprendedora suman 34% en 2019.

En cuanto a las prácticas ciudadanas sociales, vemos que los valores alto y
máximo de las prácticas solidarias (de voluntariado y de donación) y legisla-
tiva se ubican por debajo, entre 40% y 60%: en el caso de la práctica solidaria
de voluntariado suman 62% en 2015 y 44% en 2019, en el de la práctica
solidaria de donación suman 44% en 2019, y en el de práctica legislativa
suman 59% en 2015. Luego siguen los valores alto y máximo de la práctica
ciudadana no partidaria, que suman 24% en 2015 y 23% en 2019. Por últi-
mo, los valores alto y máximo de la práctica religiosa suman 9% en 2019.

Y en cuanto a las prácticas ciudadanas políticas, observamos que los valo-
res alto y máximo de las prácticas deliberativa, manifestativa en el espacio
público, acciones directas, participación en luchas de género, política en la
escuela y movimentista se ubican nuevamente por debajo, entre 20% y 40%:
en el caso de la práctica deliberativa suman 28% en 2015 y 38% en 2019, en
el caso de la práctica manifestativa en el espacio público suman 16% en
2015 y 28% en 2019, en el caso de acciones directas suman 10% en 2015 y
23% en 2019, en el de participación en luchas de género suman 43% en
2019, en el de práctica política en la escuela suman 29% en 2019, y en el de
práctica movimentista suman 20% en 2015. En cambio, los valores alto y
máximo de la práctica partidaria suman 10% en 2015 y 12% en 2019.
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TABLA 4
Valoración de prácticas ciudadanas. En %

Fuente: elaboración propia en base a estudios empíricos en 2015 (N= 321) y 2019
(N=272).

En línea con la confianza relativa en la política que analizamos anterior-
mente, nos interesa subrayar ahora la baja importancia dada a la práctica
partidaria: los valores de ninguna y baja presencia suman 64% en 2015 y
60% en 2019, mientras que los valores de alta y ninguna presencia suman
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apenas 10% en 2015 y 12% en 2019. Esto se vuelve más significativo al
comparar con el resto de las prácticas ciudadanas políticas: los valores alto y
máximo de las prácticas de manifestación en el espacio público y de partici-
pación en acciones directas se ubican en 2019 en niveles notablemente ma-
yores (28% y 23%, respectivamente), tomando distancia de los registros de
2015 (16% y 10%, respectivamente). Esta diferencia también se hace eviden-
te al comparar los valores alto y máximo registrados en 2019 para la práctica
política en la escuela y la participación en luchas de género (29% y 43%,
respectivamente). Más aun, en el total de opciones de 2019, los únicos valo-
res alto y máximo por debajo de la práctica partidaria (12%) son los de la
práctica religiosa (9%), y ambas prácticas con valoraciones fuertemente ne-
gativas (ninguna y baja presencia suman 60% y 70%, respectivamente).

Por último, a modo de interrogante final nos preguntamos si, a pesar de
su génesis y carácter transversal, las prácticas solidarias de voluntariado y
de las luchas de género (valores alto y máximo en 2019 suman 44% y 43%,
respectivamente) no tienden cada vez más a ser puestas en tensión en rela-
ción con los dos polos en pugna de la polarización (Kriger y Robba, 2021).
Más aun cuando los valores de las luchas de género se concentran en los
extremos de la distribución (21% en ninguno y 24% en máximo).

4. Conclusiones y perspectivas

En el presente trabajo dimos cuenta de la permanencia desde 2015
(Kriger, 2017a), y una acentuación en 2019, de la confianza relativa en la
política (esto es, “creo en la política, pero no en los políticos”), en línea con
los estudios que desde fines de la primera década mostraron una creciente
positivización de “la política” diferenciada de la negativización de “los polí-
ticos” (Kriger, 2016; Kriger y Bruno, 2013). A su vez, mostramos la impor-
tancia atribuida a la práctica electiva en particular, aun cuando gran parte
de lo/as participantes cree al mismo tiempo que “el voto no decide el futuro
del país”; es decir: que el voto es valorado en sí mismo, más allá de su
eficacia.

Encontramos, entonces, una positivización de la política en clave juve-
nil que se infiere de la alta confianza relativa en la política y de la valoración de
la práctica electiva en sí misma. Es necesario aquí remarcar la importancia
de una categoría que —aunque no está visible— vertebra el segundo eje (la
confianza en “la política” y “los políticos”): lo político (Lefort, 1992), crucial
para comprender la dinámica de las transformaciones históricas, que Muñoz
caracteriza como “el momento de radical contingencia, donde se muestran
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las alternativas posibles y desaparece cualquier interpretación de necesidad
histórica” (2004: 13); y que se diferencia de la política como “el lugar donde se
ha normalizado lo político, (…) donde se recrean los intercambios
institucionalizados del conflicto” (2004: 13). Cuando observamos los resulta-
dos, notamos que el significado que asume “la política” como primer término
de la díada “la política/los políticos”, parece disponerse más en relación con lo
político (o al menos lo incorpora sin contradicción), mientras que el de “los
políticos” encarna el significado de la política (en su versión más rechazada).

En línea con esta positivización de “la política” y negativización de “los
políticos”, también señalamos una politización juvenil que rebalsa la partici-
pación política entendida en sentido estricto como participación en ámbi-
tos partidarios. De este modo, y en el marco de la elevada valoración de las
prácticas ciudadanas individuales (moral, cívica, tributaria y electiva) en primer
lugar, y de las prácticas ciudadanas sociales (solidarias de voluntariado y de
donación) en segundo lugar, observamos la valoración fuertemente negati-
va de la práctica partidaria (tanto en 2015 como 2019), más aún cuando la
comparamos con el resto de las prácticas ciudadanas políticas. Es importante
tener en cuenta, en referencia al contexto político del período de nuestras
investigaciones, que se produce una mayor politización —en continuidad
no sin tensiones con los procesos de la primera década del milenio (Kriger,
2016; Saintout; 2013; Vázquez, 2015; P. Vommaro, 2015)— ligada a la
politización de los espacios sociales producida por la polarización política y
por la incorporación de otro/as jóvenes —hasta entonces considerados “no-
políticos” y/o “antipolíticos”— a la nueva juventud de centro-derecha —
especialmente al PRO (Grandinetti, 2019, 2021; G. Vommaro, 2017; G.
Vommaro y Morresi, 2015)—. En esta línea, resaltamos la práctica de mani-
festación en el espacio público y la participación en acciones directas que, a
diferencia de la práctica partidaria, las valoraciones altas de 2019 se ubican
en niveles mayores que en 2015. Y esta diferencia se hace incluso más evi-
dente en la comparación con las valoraciones de la práctica política en la
escuela y de la participación en luchas de género.

En suma, encontramos que —de acuerdo con la tesis de que la polari-
zación política coincide con una ampliación de la politización en curso des-
de el comienzo del milenio (Kriger, 2021)— se acentúa la tendencia a una
valoración diferenciada entre “la política” y “los políticos”, a la par de una
valoración de la práctica electiva en sí misma y de prácticas ciudadanas con
diferentes intensidades en contraste con la desvalorización de la práctica
partidaria. En un plano interpretativo nos permite diferenciar entre la políti-
ca como práctica de construcción social y los políticos como actores históricos
con alta negativización moral, que abre a su vez la posibilidad de una
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positivización de la política en clave generacional, que llamaremos política
propiamente joven, que se distingue de la política adulta asociada a los políticos
tradicionales. A futuro, esta hipótesis deberá ser indagada en profundidad
en el análisis de las instancias cualitativas realizadas en el marco de ambas
investigaciones.

A modo de cierre, en relación con el efecto dual de la polarización polí-
tica sobre la politización juvenil (Kriger y Robba, 2021), que aumenta la
politización a la vez que implica una reducción moral del adversario (G.
Vommaro, 2019), nos cuestionamos sobre la lógica Pac-Man de la polariza-
ción (Robba, 2022) que destransversaliza prácticas que aparecían como no
binarias. En ese sentido, a modo de interrogante final, proponemos vincu-
lar, por un lado, las valoraciones de prácticas solidarias de voluntariado con
la conformación de una nueva juventud de centro-derecha con reclutamiento
en los voluntariados (Grandinetti, 2019) —en relación con la intervención
de esquemas morales en disposiciones políticas (Dukuen y Kriger, 2016)—, y,
por otro lado, las valoraciones de las luchas de género con una amplia envol-
vente de izquierda (Coraggio, 2014). Más aun considerando la construc-
ción reactiva a las luchas de género del espectro ideológico de derecha, in-
cluso asumiendo posturas extremas que cuestionan los límites dialógicos de
la comunidad política (Kriger y Robba, 2021). Se abren entonces más
interrogantes acerca de cómo se configuran las tensiones entre la política y lo
político en las prácticas sociales y en la politización juvenil.
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Resumen: Esta nota de investigación presenta algunos de los problemas y argumentos
para la formulación de un modelo teórico de estabilidad política y democracia desde
una perspectiva realista. El problema de investigación concierne al tipo de democracia
requerida para la estabilidad de un modus vivendi en un régimen liberal considerando
una concepción realista de la política. La hipótesis que se postula es que la democracia
agonista es la concepción de democracia adecuada para la estabilidad política de un
modus vivendi si se toman en cuenta los postulados del realismo político contemporá-
neo. La metodología propuesta consiste en definir las relaciones conceptuales entre
democracia y modus vivendi con el realismo político.
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Abstract: This research note presents some of the problems and arguments for the formulation of
a theoretical model of political stability and democracy from a realistic perspective. The problem of
research concerns the type of democracy required for the stability of a modus vivendi in a liberal
regime considering a realistic conception of politics. The hypothesis that is argued is that agonistic
democracy is the conception of democracy adequate for the political stability of a modus vivendi if
the postulates of contemporary political realism are considered. The proposed methodology defines
the conceptual relationships between both conceptions and political realism.

Keywords: Modus vivendi – Agonistic Democracy – Political Realism – Pluralism – Legitimacy

1. Introducción

Los temas en esta nota de investigación son la estabilidad política, la
democracia y la legitimidad desde el realismo político contemporáneo. La
estabilidad política refiere al relativo sostenimiento pacífico de un régimen
político a través del tiempo por parte de los ciudadanos que lo integran
(Mills, 2000). Modus vivendi es el arreglo institucional que permite la estabi-
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lidad política alcanzada entre distintos grupos en desacuerdo, con distintos
intereses y valores, permitiendo la pacífica coexistencia y la cooperación so-
cial (Gray, 2000; Rossi, 2019; Westphal, 2019).  La democracia agonista es
aquella que reconoce los desacuerdos entre distintos grupos políticos y alienta
su expresión en aras de su reconocimiento en las instituciones democráticas
(Paxton, 2020; Westphal, 2018). El realismo político refiere al conjunto de
teorías políticas que dan más autonomía a la política sobre la ética, la econo-
mía u otras esferas de la actividad y pensamiento humano (Galston, 2010).
Las teorías realistas argumentan que la normatividad de los arreglos políti-
cos debe ser sensible a las características esenciales de la política y al contex-
to histórico particular (Rossi y Sleat, 2014; Sleat, 2018). Las características
esenciales de la política son el desacuerdo, el conflicto y el poder (Sleat, 2018;
Williams, 2005; McQueen, 2017). La normatividad de un régimen político
consiste en distinguir si su coerción es aceptable o si gobierna a través de la
dominación y el miedo (Sleat, 2014; Williams, 2005). El tema que une a estas
tres propuestas es plantear un enlazamiento entre el modus vivendi y la de-
mocracia agonista desde una perspectiva realista. El plantear que la demo-
cracia agonista es el tipo de democracia requerida para la estabilidad políti-
ca de un modus vivendi liberal, es decir, de un régimen liberal-democrático1.

2. Planteamiento del problema

John Rawls plantea que el modus vivendi resulta inestable e ilegítimo
porque se sustenta en un balance de poder desigual entre distintos grupos,

1 Es importante señalar algunas precisiones para evitar confusiones. El realismo político,
al menos en su versión contemporánea y desarrollado en la teoría política angloameri-
cana (Galston, 2010; Rossi y Sleat 2014; Sleat, 2018), no se opone al liberalismo a secas,
más bien trata de darle una versión realista (no moral); por ejemplo, Bernard Williams
describe como una fuente de su liberalismo realista el liberalismo del miedo de Judith N.
Shklar (2005). El realismo no es una posición sustantiva como el liberalismo, el socialis-
mo o el republicanismo, su función es más bien la de criticar si estas teorías dan un lugar
apropiado a lo eminentemente político o si son formulaciones morales cuya intención es
ser aplicadas a la política (Rossi y Sleat, 2014). En palabras de Alison McQueen: “el
objetivo del realismo es el moralismo político, del cual algunas formas de liberalismo
son una especie” (2018: 255). Por otra parte, la democracia agonista no se opone a la
democracia liberal, sino más bien a la democracia deliberativa. La democracia agonista
trata de concebir de forma realista (como se trata de mostrar aquí) la democracia liberal;
en palabras de Chantal Mouffe, en la democracia agonista: “(…) tenemos una adhesión
compartida a los principios ético-políticos de la democracia liberal: libertad e igualdad.
Pero no estamos de acuerdo con respecto al significado y la implementación de esos
principios, y tal desacuerdo no se puede resolver a través de la deliberación y la discu-
sión racional” (2000: 102).
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y porque las razones que tienen los ciudadanos para apoyarlo son prudencia-
les y no morales (2005). Para que una sociedad sea estable la deliberación de
los actores políticos debe hacer uso de razones que sean públicamente reco-
nocidas y aceptables (Rawls, 2005). Como es bien sabido, Rawls plantea que
el acuerdo político entre diversos grupos debe ser un consenso superpuesto en
el que cada grupo acepta de forma razonable los principios que rigen su
comunidad política a pesar de sus distintas doctrinas comprehensivas. Sin
embargo, si se parte de que la política se caracteriza por el profundo des-
acuerdo entre distintos grupos, entonces plantear un consenso superpues-
to resulta una propuesta no factible para la política.

Si el modus vivendi y la democracia agonista son propuestas que toman
en serio el desacuerdo y el conflicto entre la pluralidad de opciones políti-
cas, el problema es ¿hasta qué punto sus propuestas normativas puedan
contener el conflicto legítimamente e integrar y reconocer el pluralismo en
el contexto de las democracias liberales? Un modelo de modus vivendi y de-
mocracia agonista enfrenta el problema de justificar sus estándares norma-
tivos de estabilidad, orden, paz, cooperación e integración siendo realistas
sobre el desacuerdo, el conflicto y el poder y sin ser un modelo normativo
ideal o universal que vaya más allá del contexto histórico de los regímenes
políticos liberales. Por lo anterior, la normatividad en la que se base la estabi-
lidad política y el desenvolvimiento democrático tiene que asumir normas
como los derechos humanos y ciertos valores como el de la libertad y la
igualdad para poder ser legítimos. Así, el problema es plantear un modelo
de estabilidad política y de democracia dadas las condiciones de profundo
desacuerdo y conflicto, un modelo que sea legítimo para quienes integran
un orden social en las condiciones políticas de los regímenes liberales con-
temporáneos.

Otro problema es si la estabilidad del modus vivendi y la democracia
agonista fomentan la unidad en un orden político. El modus vivendi es el
acuerdo alcanzado en el nivel de las principales instituciones políticas entre
distintos grupos, es el específico arreglo político prescrito en la constitución
política de cierto Estado (Dauenhauer, 2000). Dado el hecho del pluralismo
de valores, en el que los valores morales y políticos son inconmensurables, in-
comparables e incompatibles (Mccabe, 2010), el arreglo político no representa
el ideal que cada uno de los grupos quisiese materializar, ni es un consenso
en el que todas las partes vean reflejados todos sus valores e intereses. Las
propuestas de democracia agonista parten explicando que las diferencias y
la diversidad son causadas en la formación de las identidades colectivas, las
cuales son formadas por sus diferencias entre sí (Wenman, 2003). El conflic-
to entre identidades colectivas surge cuando su diferenciación se torna en

Cicerón Muro Cabral



Revista SAAP  . Vol. 17, Nº 1

120

una relación amigo/enemigo (Mouffe, 2005), cuando hay dominación de una
identidad sobre otra (Tully, 2002), o cuando surge un resentimiento que pro-
voca una profunda división y enemistad (Connolly, 2010). Sin embargo, el
propósito de la democracia agonista es buscar la contestación democrática
entre identidades y grupos, promoviéndola, reconociendo e integrando las
diferencias y conteniendo el conflicto (Stears, 2007). Si el modus vivendi y la
democracia agonista buscan la integración y el orden, el problema radica en
si sus mecanismos normativos de estabilidad e integración y disputa demo-
crática permiten la unidad tomando en cuenta el pluralismo de valores y el
antagonismo entre identidades colectivas.

Por último, otros problemas pueden ser de corte epistémico. En primer
lugar, las teorías del modus vivendi y la democracia agonista tienen distintas
explicaciones sobre el origen del desacuerdo: el pluralismo de valores y la teo-
ría de la diferencia en la formación de identidades colectivas. En segundo
lugar, una postura común en las propuestas realistas es su rechazo a una
distinción rígida entre la explicación de hechos y el plantear normas y eva-
luaciones (Geuss, 2008). El problema es si esta forma de hacer teoría política
no comete algún tipo de falacia naturalista al derivar lógicamente juicios de
valor de juicios de hechos.

En resumen, los problemas de investigación se derivan de la posibilidad
de plantear un modelo de estabilidad y democracia dadas las características
de la política y el contexto liberal actual, y en la formulación epistémicamente
coherente de este modelo. Respecto al primer punto, el modus vivendi y la
democracia agonista tienen que satisfacer sus propuestas normativas de for-
ma legítima y manteniendo la unidad de la comunidad política sin parámetros
morales, ideales y/o universales teniendo en cuenta el desacuerdo, el con-
flicto y las relaciones de poder. Respecto al segundo punto, la coherencia del
modelo tiene que argumentar en contra de la falacia naturalista y dar cuen-
ta que la teoría del pluralismo de valores no es contradictoria con la teoría
del pluralismo agonista de identidades colectivas.

3. Argumento

Un modus vivendi es un arreglo político producto de la negociación y
sostenido por el compromiso (Wendt, 2013). El acuerdo no es el ideal que
cada una de las partes en desacuerdo quisiesen, sino la segunda mejor opción.
El proceso de negociación consiste en hacer concesiones sin el uso de ame-
nazas o violencia. Las razones que forman y apoyan el acuerdo, al provenir
de distintas reivindicaciones en desacuerdo, pueden ser prudenciales, mo-
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rales, religiosas etc. (Rossi, 2010). El arreglo constitucional alcanzado tiene
que ser en un sentido aceptable para quienes se subordinan a este acuerdo
(Horton, 2007) según sus creencias y valores (Horton, 2018). Esto coincide
con la “Demanda Básica de Legitimidad” propuesta por Bernard Williams,
en la que la legitimidad del poder debe tener sentido según las creencias,
intereses y valores de quienes integran la comunidad política (2005). Lo que
implica que la legitimidad de un orden político es contextual (Jubb & Rossi,
2015) y que, dada la pluralidad de valores, es gradual y no dicotómica (Sleat,
2014).

Dadas las características de la modernidad —aceptación del pluralismo
y promoción del individualismo, la organización estatal burocrática, etc.—
las normas legítimas en un modus vivendi tienen que ser liberales (Williams,
2005). El sostenimiento del orden y la estabilidad por la coerción no tiene
que ser parte del problema: no implica la dominación y el terror de un
grupo sobre otro para sostener el orden (Williams, 2005)2. Acciones como
asesinato, tortura, persecución y arresto; así como jerarquías en términos de
etnia, religión o género son ilegítimas en un régimen liberal (Williams, 2005;
Gray, 2000). En un modus vivendi liberal, los derechos humanos son artículos
convenientes que permiten a individuos con distintos valores e intereses
coexistir pacíficamente protegidos de estas acciones (Gray, 2000). Con el
tiempo, los derechos reflejan distintas reivindicaciones e intereses de distin-
tas formas de vida que les permiten coexistir en paz (Gray, 2000). Asimismo,
el arreglo institucional de un modus vivendi liberal busca la fragmentación
del poder para evitar su concentración y así la posible dominación
(Hershovitz, 2000).

El pluralismo de valores provoca que el orden político sea contingente.
No hay escala universal que permita medir racionalmente los valores para
escoger uno sobre otro, no pueden compararse entre sí puesto que son va-
liosos en sí mismos y, normalmente, no puede haber decisiones que bus-
quen realizar dos o más valores sin implicar pérdidas (Jones, 2007). Esto
conlleva a que distintas formas de vida irreconciliables integren distintos
intereses y valores a través del tiempo y formen distintas identidades socia-
les (Gray, 2000). Por este dinamismo, los reclamos de los grupos propician
que sus arreglos políticos sean contingentes (Kelly, 2005). Por lo que, en un
régimen liberal-democrático, el tipo de democracia requerida debe permitir

2 Williams afirma que un axioma en política es “might does not imply right” (Williams, 2005:
5): porque se tenga el poder de hacer algo no implica que lo que haga sea correcto. Un
grupo con poder aterrorizando a otro no es una situación política “es, en vez de ello la
situación que, en primer lugar, la existencia de la política está supuestamente llamada a
remplazar” (Williams, 2005: 5).
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la contestación de valores e intereses, tener en cuenta que los acuerdos son
provisionales, e integrar las diferencias bajo un proceso democrático co-
mún. Debido a la contingencia de los acuerdos del modus vivendi provocada
por el pluralismo, un modus vivendi en un régimen liberal mantiene su esta-
bilidad política porque tiene un sistema democrático que contiene el con-
flicto, permite negociar acuerdos e integra distintas identidades y valores en
forma de derechos para quienes componen la comunidad política. Estas
son las funciones de la democracia agonista (Paxton, 2020).

La democracia agonista permite la canalización del conflicto a través
de las instituciones democráticas. Chantal Mouffe propone que el sistema
democrático tiene la función de contener el potencial antagonismo ente
distintas identidades colectivas convirtiéndolo en una disputa por el po-
der entre adversarios (2013). William Connolly propone el respeto agonista y
la capacidad de respuesta crítica para propiciar la creación de un ethos que
prevenga el resentimiento y permita a los distintos grupos interactuar
dialógicamente y conocerse en sus propios términos (2005). De forma simi-
lar, James Tully, con su principio de siempre escuchar al otro, promueve la
negociación y el compromiso para el reconocimiento de los grupos que han
sido oprimidos (1999). Estos tres principios no tienen por objetivo que los
profundos desacuerdos sean superados, sino más bien cambiar las relaciones
entre los grupos (Westphal, 2018) y tornar los conflictos democráticos en pro-
ductivos para una estable convivencia (Paxton, 2020). La propuesta de Mouffe
se complementa con el modus vivendi pues éste establece los límites de lo que
es disputable dentro de un régimen liberal: los adversarios son quienes acep-
tan los valores liberales-democráticos asumiendo distintas interpretaciones
de estos. Las propuestas de Connolly y Tully ofrecen prescripciones que
permiten la integración y el reconocimiento de distintos grupos dentro del
modus vivendi convirtiendo en derechos sus reivindicaciones. Las tres teorías
concuerdan con el criterio realista de legitimidad que diferencia cuando los
arreglos sociales son mantenidos por el terror y la dominación o por la coer-
ción legítima de acuerdo con sus valores y creencias que se reflejen en su
arreglo político. La integración, el reconocimiento y la participación de los
grupos dentro del modus vivendi son criterios realistas que complementan
este criterio de legitimidad. La unidad y lealtad de los grupos que integran
un modus vivendi, se sostendrá si la experiencia e historia compartida de vivir
bajo este sistema les resulta satisfactoria o conveniente (Mills, 2000). Lo que
en definitiva tiene que ver con si los principios del modus vivendi y la demo-
cracia agonista se cumplen en mayor o en menor medida.

Respecto a los problemas epistémicos, el pluralismo de identidades co-
lectivas, en las teorías de la democracia agonista, es causado por la diferen-



123

ciación de una identidad con otras: en la diferenciación de un nosotros a
través de un ellos (Mouffe, 2000), por la comparación con otras identidades
distintas (Connolly, 2002) y por la constante interacción entre éstas (Tully, 1995).
Esto, puede relacionarse con el pluralismo de valores al proponer describir
la diferenciación entre valores y formas de vida, que son incomparables e
incompatibles, en la formación de identidades colectivas. Frente a la falacia
naturalista, una teoría realista podría sostener la distinción entre hechos y
valores en ciertos contextos, pero no mantener la dicotomía hecho/valor (Nye,
2015). Por una parte, algunas indagaciones sobre hechos envuelven nece-
sariamente juicios de valor (Nye, 2015). Si en las indagaciones sobre hechos
hay envueltos valores, entonces la justificación de esos valores (principios o
normas) están relacionados con la indagación de hechos (Nye, 2015). Un
ejemplo de imbricación entre hechos y valores se da en la demanda básica
de legitimidad que prescribe que la justificación del poder tiene que ser
contextual a los valores e intereses de los individuos sobre los que ejerce
coerción.

4. Conclusiones

El problema en esta nota de investigación es si puede formularse un
modelo teórico con las concepciones de modus vivendi y democracia agonista
desde una perspectiva realista. Esto es concebir la estabilidad y la democra-
cia liberales de forma no ideal sin presupuestos morales. Dicho modelo tie-
ne que proponer que los estándares normativos del liberalismo son
contextuales y condicionados por el pluralismo de valores e identidades
colectivas. De ahí que el problema sea el de cómo mantener la unidad polí-
tica de un régimen liberal, en el que hay un pluralismo de grupos con dis-
tintos valores e intereses, de forma legítima. Relacionado con lo anterior, los
problemas epistemológicos son, por una parte, si la formulación del modelo
de estabilidad y democracia puede contrargumentar la falacia naturalista y,
por otra parte, si explicaciones distintas respecto al pluralismo (el pluralis-
mo de valores y el pluralismo de identidades colectivas) no torna incoheren-
te el modelo propuesto.

Posiblemente la democracia agonista es el tipo de democracia adecuada
para la estabilidad de un modus vivendi liberal. El argumento principal de
esta nota de investigación es plantear que, dada la contingencia que afecta
todo modus vivendi, en los regímenes liberales una propuesta de democracia
adecuada desde una perspectiva realista es una que contenga el conflicto
por vías institucionales y permita que cada identidad colectiva participe en

Cicerón Muro Cabral



Revista SAAP  . Vol. 17, Nº 1

124

la vida política. Estas son las funciones de la democracia agonista. De esta
forma el modus vivendi resulta ser un arreglo político legítimo que integra
distintos valores e intereses y permite y alienta el desacuerdo democrático.
Respecto a las cuestiones epistemológicas, el realismo político puede recha-
zar la dicotomía hecho/valor y afirmar que el pluralismo de valores es parte
de la formación de identidades colectivas.

El desarrollo de la investigación aquí propuesta necesita indagar más
sobre cuáles son los problemas relevantes para la formulación del modelo y
profundizar en el argumento de que sea posible considerar a la democracia
agonista es el tipo apropiado de democracia para la estabilidad de un mo-
dus vivendi liberal. Por lo que la tarea de unir el modus vivendi con la demo-
cracia agonista desde una perspectiva realista continúa.
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Resumen: Analizar políticas públicas supone un doble esfuerzo de modelización, tanto
a nivel de los procesos, como de los actores implicados, sus relaciones, reglas y recursos
en juego. Sin embargo, en el devenir social de sus distintas teorizaciones han prevaleci-
do modelos secuenciales o (excesivamente) centrados en los decisores, las instituciones
o el régimen político, que dificultaron una comprensión más dinámica del proceso de
formación de políticas públicas. La presente nota de investigación propone rescatar los
aportes de John Kingdon (1995) a partir del análisis del sistema de subsidios al pan y la
harina en Egipto en el marco de la coyuntura crítica 2014-2016. Sostendremos que este
abordaje nos permitirá no solo iluminar aspectos centrales del caso bajo análisis, sino
también poder avanzar en una agenda más diversa de enfoques teórico-metodológicos.

Palabras Clave: Políticas públicas – Economía política – Economía moral – Modelos teóricos
– Modelo de corrientes múltiples

Abstract: Analyzing public policies requires a double modeling effort, both at the level of public
policy processes, and the actors involved, their relationships, rules and resources at stake. However,
in the social development of its different theories, sequential models or others (excessively) focused
on decision-makers, institutions or the political regime have prevailed, which made it difficult to
understand more dynamically the process of public policy formation. This research note aims at
rescuing the contributions of John Kingdon (1995), based on the analysis of the system of subsidies
for bread in Egypt in the context of the 2014-2016 critical juncture. This approach will allow us
not only to illuminate central aspects of the case under analysis, but also to be able to advance in a
more diverse agenda of theoretical-methodological approaches.

Keywords: Public Policies – Political Economy – Moral Economy – Theoretical Models – Multiple
Streams Model

1. Introducción

Analizar las políticas públicas supone un doble esfuerzo de modelización,
tanto a nivel de los procesos, como de los actores implicados, sus relaciones,
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reglas y recursos en juego. Se trata de una doble estrategia de simplificación
basada en la creencia de que existe un nudo de relaciones críticas subyacentes
a un conjunto complejo de elementos interactuantes en las políticas públicas.

Sin embargo, en el devenir social de su discusión han prevalecido mo-
delos secuenciales o centrados (excesivamente) en los decisores, las institu-
ciones o el régimen político, en tanto que variables independientes, que
dificultan una comprensión más dinámica del proceso de formación de
políticas, de su carácter no-lineal y contingencia.

En vistas de ello, la presente nota de investigación propone rescatar
críticamente el Modelo de Corrientes Múltiples (en adelante, MCM) pro-
puesto por John Kingdon (1995), a partir del análisis del sistema de subsidios
al pan y la harina en Egipto en el marco de la coyuntura crítica 2014-2016.
Sostendremos que este abordaje nos permitirá no solo iluminar aspectos cen-
trales del caso bajo análisis, sino también otros abordajes posibles del proceso
de políticas públicas, de manera de poder avanzar —a través de un juego de
contrastes— en una agenda más diversa de enfoques teórico-metodológicos.

2. El subsidio al pan baladi en Egipto: la particularidad de su forma

Egipto ocupa un lugar central para estudiar los sistemas de subsidios a
los alimentos, sobre todo porque ha sido el tema principal del involucramiento
de las agencias estatales en el entramado social (Nawar, 2014: 87), en el
marco de una región —por cierto— donde la pobreza rural constituye la
base de los problemas de seguridad alimentaria: cerca de un cuarto de la
población de los países árabes vive en situación de pobreza, un 76% del cual
corresponde a zonas rurales (Nawar, 2014: 87).

Al inicio del período bajo análisis, los subsidios a los alimentos se distri-
buían bajo dos sistemas diferentes: el programa de pan y harina baladi y el de
raciones de alimentos para la compra de azúcar, aceite, entre otros. El subsi-
dio al pan baladi era el principal componente del sistema de subsidios, tanto
en lo relativo a la extensión de su alcance, como a su participación sobre la
estructura de costos de financiación.

A diferencia del sistema de racionamiento, donde cada hogar recibía
cuotas fijas de productos subsidiados (entre 2006 y 2014 abarcaban arroz,
azúcar, aceite de cocina y té negro), el subsidio al pan y harina baladi era, en
principio, de corte universal: sus beneficios estaban disponibles para todos,
en cantidades no restringidas, en comercios específicos y distribuidos sobre
la base del orden de llegada hasta agotar stock, sin restricciones sobre la
cantidad por persona. Se confiaba, no obstante, en que, por el tipo de pro-
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ducto1, funcione como un “bien inferior”, favoreciendo la “auto-focalización”
(Adams, 1999: 4), en vistas a que las colas para obtenerlo, el gusto y la textu-
ra debían desincentivar a muchos beneficiarios potenciales.

Sin embargo, según un estudio del Programa Mundial de Alimentos
(WFP, 2013), el cual se realizó sobre una muestra de 13.200 unidades do-
mesticas distribuidas en 11 gobernaciones, el nivel de consumo promedio
de piezas de pan baladi era en 2005 de 18,8 por unidad doméstica. En pro-
medio, 3,5 por persona (WFP, 2013: 41), por lo que su consumo se encon-
traba muy difundido a lo largo de la estructura social.

Por otro lado, debido al precio fijo de los productos dentro del progra-
ma y la variabilidad de los mismos en el sistema de mercado, se generaban
incentivos para el desperdicio, a partir de un uso indebido (como alimentar
a mascotas), así como para el cambio de dieta a una más rica en calorías y
pobre en micronutrientes. Un punto que llevó a Ecker (2016) a reconocer
que entre 1970 y 2011 se incrementó la disponibilidad per cápita de calorías
en Egipto, a la par que la dieta perdía diversidad nutricional.

3. El modelo de corrientes múltiples (MCM)

El denominado Modelo de Corrientes Múltiples ha tenido —en el cur-
so de su discusión académica en la región— una dinámica desigual en su
reconocimiento. El conjunto de retomas en América Latina ha sido poco
sistemático y tardía, a diferencia de lo ocurrido en otras latitudes.

Las razones que justifican este cuadro de situación son variadas, pero es
probable que la impronta fundadora de trabajos tempranos en la conforma-
ción del campo en la región, con personalidades como Oszlak y O’Donnell
a la cabeza, haya obturado o limitado otro conjunto de trayectorias posibles.

No obstante, nos proponemos rescatar sus aportes a la luz del valor
diferencial, en términos comparativos con otros abordajes, tanto de sus po-
tencialidades explicativas, como de sus nudos problemáticos.

En este sentido, en primer lugar, en comparación con el denominado
“modelo secuencial” o “heurística por etapas”2, el MCM nos ofrece un en-
foque no sólo más dinámico del proceso de formación de las políticas públi-

1 Existen tres grandes variedades de pan en la dieta egipcia: baladi, fino y shami. Los mismos
se diferencian por la tasa de extracción, es decir: por la cantidad de harina producida a
partir de una libra de grano. Cuanto mayor es la tasa, más “rústica” es la textura. En el caso
del pan baladi, consumido preferencialmente por sectores de bajos ingresos, la tasa de
extracción es del 82%, mientras que la del fino es 76% y la del shami 72%.

2 Ver, por ejemplo, Ozlack y O’Donnel (1995).
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cas, sino también un ejemplo claro de la no-linealidad del mismo, a partir de
postular la existencia de tres corrientes de procesos paralelos. Es decir que,
frente a la falta de relaciones causales que evidenciaba el “modelo secuencial”,
la poca precisión en sus descripciones o su excesiva visión “top-down”
(Sabatier; 2010), el MCM ofrece un desarrollo concentrado en el proceso de
articulación de problemas, soluciones y políticas donde resalta al carácter
contingente de la respuesta política.

De hecho, frente a desarrollos en donde se hace un llamamiento explí-
cito a que el problema de investigación radique en “indagar los problemas
que se le presentan al gobernante en la conversión de sus ideas en acción de
gobierno” (Medellín Torres, 2004: 48), el MCM se concentra en un nivel de
tipificación lógica superior, a partir de enfocarse en el proceso de articulación
de corrientes —y el conflicto entre alternativas al interior de cada una—.

El MCM postula, entonces, la existencia de tres corrientes de procesos
(una política, otra de problemas y una tercera de soluciones), cuyo devenir
social tiende a darse de manera relativamente independiente, salvo en mo-
mentos muy específicos en el tiempo, marcados, precisamente, por su
excepcionalidad.

En términos de Kingdon, la “corriente de problemas” se compone prin-
cipalmente por indicadores, estudios e investigaciones académicas o even-
tos que ponen en relieve el carácter (socialmente) problemático de una cues-
tión, a la vez que abre el juego a cierta pelea por su definición/redefinición
(framing) (Kingdon, 1995). En una palabra, brinda información sobre diver-
sos problemas y propuestas de definición de los mismos (Schlager, 2010).

Por su parte, la “corriente de soluciones”, se relaciona con “soluciones
vivas y viables” vinculadas a comunidades de expertos o que “flotan en el
ambiente”; mientras que, por último, la “corriente política” hace referencia
a procesos políticos concretos, relacionados no sólo con grupos de interés,
sino también con ciertos “climas” a nivel de la opinión pública y cambios en
la administración (Kingdon, 1995).

En síntesis, las corrientes describen tres procesos paralelos, sujetos a
lógicas y fuerzas diferentes, en donde la primera de ellas guarda relación
con la problematización social de una cuestión; la segunda, con la elabora-
ción de alternativas de solución para actuar sobre un problema; y la última,
con los cambios políticos que posibilitan la toma de una decisión y posición.

En este punto, al concentrar su atención en el proceso y el conflicto por
la definición entre alternativas (de problemas, soluciones y configuraciones
políticas) al interior de cada corriente (por oposición a los desarrollados
inmanentes, centrados en la política pública en sí y sus resultados), el MCM
nos ofrece una perspectiva muy útil que reintegra a la política pública bajo
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análisis al interior de su sistema productivo: del conjunto de relaciones y
procesos sociales de la que es producto.

Asimismo, tampoco importa, desde el punto de vista del MCM, la
previsibilidad de incentivos, ni atributos como la “credibilidad”, la “estabili-
dad de las políticas públicas”, su “coordinación y coherencia” o su “orienta-
ción al interés público” (Scartascini et al., 2011), sino su rol como reductora
de la incertidumbre. En este sentido, se trata de un enfoque más pragmáti-
co que normativo: cualquier toma de decisión/posición por parte del sujeto
estatal es mejor que ninguna decisión. Su valor reside en el entramado de
relaciones sociales que produce.

Otro atributo central de este enfoque radica en la independencia entre
corrientes. No existe prioridad lógica ni ontológica de los problemas por
sobre las soluciones (ni de ninguna de las corrientes por sobre las otras):
“los eventos no proceden de forma ordenada en etapas, pasos o fases […]
Los participantes no identifican primero los problemas, y luego buscan so-
luciones para ellos; la búsqueda de soluciones suele preceder la identifica-
ción de los problemas” (Kingdon, 1995: 205).

Ahora bien, llegados a este punto, nos encontramos frente a la concep-
tualización del MCM del rol articulador del “emprendedor”, quienes cons-
tituirían actores claves con capacidad para aprovechar la oportunidad y con
una doble función. En primer lugar, la de identificar una ventana de oportu-
nidad, esto es un momento único en el tiempo en el cual se dan las condicio-
nes para la convergencia de las tres corrientes o —por lo menos— de la
política y aquella vinculada a los problemas. En segundo lugar, articular a
los tomadores de decisión con los promotores a los efectos de lograr una
decisión sobre el problema socialmente problematizado en cuestión.

Se trata de un punto problemático del modelo. Sobre todo, por una
excesiva “concretización” del nivel de abstracción a partir de identificar al
“emprendedor” con sujetos empíricos. De hecho, las reservas planteadas en
relación con que el MCM presupone un individuo que busca la satisfacción
de sus objetivos (Schlager, 2010: 327), como en lo relativo al poco interés
que presta por la acción colectiva son consecuencia de una teorización cen-
trada —en este punto— en el nivel más concreto de abstracción (valga el
oxímoron). En este sentido, daría la impresión que la teoría hace a un lado
los condicionantes estructurales para enfocarse (excesivamente) en “los pa-
peles críticos que juegan determinados individuos” (Schlager, 2010: 328).

Si bien compartimos la preocupación por cierto interés excesivo en la
dimensión de los agentes individuales, en detrimento de niveles de
tipificación lógica de orden superior, el mismo Kingdon reconoce que la
“corriente política” es permeable a ciertos arreglos institucionales y las po-
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siciones institucionales de los emprendedores afectan su capacidad de unir
las corrientes con éxito.

De hecho, a los efectos del presente trabajo, esta conceptualización a la
que nos enfrenta el MCM nos permite relativizar tanto las contribuciones
individuales, como la excesiva determinación del régimen político3 o las
instituciones4, ubicándonos en un registro a mitad de camino entre ambas.
En lo que a nosotros refiere, las posiciones individuales —sobre todo al inte-
rior de la “corriente política”— tienen un valor explicativo de segundo or-
den tanto frente al régimen político, como al marco de posibilidades/restric-
ciones implicadas por las posiciones institucionales que los actores ocupan,
sin por ello desconocer ciertos grados de libertad y agencia en la co-deter-
minación causal de los fenómenos bajo análisis que, en todo caso, no pue-
den resolverse a priori. Por el contrario, su determinación efectiva debe ser
establecida como como fruto de una investigación efectiva.

Una operacionalización posible de los procesos al interior de cada co-
rriente, a partir de sus observables, podría ser como sigue:

4. El proceso de política pública: la reconstrucción
de sus condiciones productivas

Los subsidios se encuentran enraizados en la historia política de Egip-
to. Con fuerte énfasis a partir del período nacionalista inaugurado en 1952,
a la luz del proceso de industrialización, los mismos tuvieron un papel clave
como complemento de los salarios y el financiamiento de un costo de vida bajo que la
mencionada estrategia de desarrollo implicaba.

No obstante, los intentos de reformas han sido frecuentes. Concreta-
mente, se inician en 1974 con una serie de anuncios y cambios impulsados
por el gobierno de Sadat, los cuales incluían la apertura a inversiones priva-
das directas, la reducción de la intervención del gobierno en la economía y
la alianza con organizaciones financieras internacionales. Frerichs señala,
en este sentido, que desde la denominada “política de puertas abiertas” de
Sadat en la década de 1970, Egipto se habría beneficiado de un “dividendo
de paz” en la forma de asistencia de alimentos y vínculos intensos de co-
mercio con las potencias occidentales. Sobre todo, por su posición geopolítica
(Frerichs, 2016: 5): a cambio de la paz con Israel, Egipto gozaría de térmi-
nos preferenciales de intercambio, asistencia, inversiones y prestigio en los
círculos diplomáticos.

3 Un ejemplo de este punto puede encontrarse en Medellín Torres (2004).
4 Ver, por ejemplo, Scartascini et al. (2011).
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TABLA 1
Operacionalización del proceso político-institucional de políticas públicas

en función de sus observables.

Fuente: elaboración propia.

Para mediados de la década, los subsidios a los alimentos implicaron
más de un 20% de los gastos de gobierno, como parte de un sistema de
protección social más amplio que abarcaban subsidios al transporte, a la
vivienda y la energía. En este marco, y como parte de una serie de compro-
misos con el FMI, en 1977 Sadat inició un proceso de reforma amplio que
despertó protestas de entre 2.000 y 4.000 personas en El Cairo y marchas de
más de 20.000 personas en Alejandría (Sachs, 2012: 31), donde los emplea-
dos públicos y los universitarios que aspiraban a ingresar al mismo sistema de
subsidios habían jugado un papel clave en las protestas (Soliman et al,, 2010):
un segmento de 2 millones de personas con salarios fijos y dos empleos.

Después de los incidentes, los cuales implicaron más de 70 muertos en
dos días, los países árabes otorgaron un préstamo a Egipto por U$D 1.4 mil
millones, así como una mora en los pagos de los existentes, a la vez que el
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FMI y Estados Unidos brindaron asistencia por U$D 140 millones y U$D
190 millones, respectivamente.

En este marco, lejos de haber sido limitados, en los años inmediatos a
las protestas de enero, el gobierno expandió el apoyo financiero a los subsi-
dios, los cuales pasaron de representar el 15.5% del total del gasto público
en 1977 para llegar al 20,5% entre 1980 y 1981 (Sachs, 2012: 40).

Este proceso de expansión del sistema terminaría en la década de 1980
cuando el entonces presidente Mubarak introduciría nuevas medidas que
perseguían la reducción de los mismos mediante la introducción de dos
categorías de tarjetas de racionamiento, una con mayor y otras con menor
proporción de subsidio; eliminar los subsidios a la carne y a los pescados,
entre otros; y reducir la población elegible: de 99% de la población a inicio
de la década, a 70% en 1998 (Rohac, 2013: 10). De esta forma, el gobierno
de Mubarak logró una reducción gradual sin disturbios sociales, la cual
permitió reducir el costo fiscal de 14% del total de gastos de gobierno en
1980 a 5,6% en 1996 (Oliver, 2015: 3).

Las reformas siguieron tres estrategias: controles de distribución para
limitar el acceso a los productos; compensación monetaria en la forma de
salarios altos; y reformas sigilosas a partir de agregar opciones y el reajuste
de precios y cantidades (Sadowski, 1991). Por otro lado, a partir del 1981, el
gobierno empezó a limitar el alcance y el acceso sin cambios explícitos en la
política. En este sentido, se restringió (informalmente) el número de tene-
dores de tarjetas de racionamiento a partir de no entregar nuevas o de no
reemplazar aquellas en suspenso por fallecimiento del titular, entre otros.

Entre 1990 y 1993 se redujeron aún más los productos alcanzados por el
programa, eliminando el pescado, el té, el pan fino, el arroz y el pan shami. De
esta forma, mientras que a principios de la década de 1980 los alimentos
subsidiados incluían pan (en sus tres versiones: baladi, shami y fino), harina,
azúcar, arroz, té, aceite, lentejas, fideos, aceite comestible, café, sésamo, carne
congelada, pescado, huevo, pollo, entre otros; para 1995, en cambio, el subsi-
dio solo cubría el pan baladi, la harina de trigo, azúcar y aceite comestible.

A su vez, se realizaron una serie ajustes, en apariencia “menores”, pero
con un fuerte impacto, como, por ejemplo, la reducción del peso estándar
de las piezas de 160gr a 135gr, y la reducción del contenido de trigo por
pieza (lo que derivó en un ahorro de 1 millón de toneladas de trigo). Por
otro lado, se verificaron tres series de acuerdos con el FMI, uno entre 1991 y
1993, otro entre 1993 y 1996 y, finalmente, entre 1996/1998, los cuales ten-
drían como precondición reformas estructurales que incluían la reducción
de subsidios públicos, la privatización de empresas públicas y la liberaliza-
ción del comercio.
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Para principios de la década del 2000, con niveles de autosuficiencia
entre el 50% y el 60% y una participación de las importaciones de trigo del
10% sobre las exportaciones, Egipto se mantenía vulnerable a los shocks en
los precios internacionales de los alimentos.

Poco después de la revolución de 2011, el FMI envió negociadores para
otorgar nuevos préstamos al gobierno de Morsi, el cual continuó la línea de
reformas y colaboración con el organismo. La agitación política que siguió a
las movilizaciones y protestas de 2011, así como la crisis económica mundial
de 2008, tuvo un impacto negativo y acumulativo en los déficits presupues-
tarios y las reservas extranjeras. La caída de los ingresos del turismo, las
débiles inversiones extranjeras directas y el bajo rendimiento del sector
extractivo, debido a problemas de liquidez, constituyeron las principales
razones. De esta forma, el déficit presupuestario alcanzó el 13% del PBI en
el año fiscal 2013.

En suma, fruto de 196 reformas sucesivas, experimentadas con fuerza y
regularidad, sobre todo a partir de la década de 1980, Egipto pasó de ser
reconocido en la historia de la humanidad como el granero del Imperio
Romano, a ser el principal importador de trigo en el mundo, con un volu-
men equivalente a la mitad de su consumo doméstico (Frerichs, 2016).

GRÁFICO 1
Cantidad de reformas por año 1940 – 2015

Fuente: Elaboración propia.
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En este punto, entramos al período bajo análisis (2014-2016) con una
corriente de problemas caracterizada por incrementos en el costo de vida,
crecimiento de la pobreza y en los precios internacionales de los alimentos,
así como por problemas en el abastecimiento local, protestas por su amplia-
ción y demandas de organismos multilaterales por reformas fruto de difi-
cultades en la ejecución, como los problemas de sub-declaración, focalización
y determinación. La corriente de políticas, en cambio, estaba marcada por
incrementos del gasto público y por cierta inestabilidad fruto de los cambios
abruptos de gobierno y el proceso de reforma política. Por último, a nivel de
la corriente de soluciones, las prácticas informales de limitación/ampliación
de los beneficiarios daban lugar a un proceso de reforma que reestructura-
ría el programa en su conjunto. Un conjunto de relaciones que derivaría en
que, a partir de 2014, tenga lugar una serie de modificaciones al sistema de
subsidios a los alimentos.

De hecho, en febrero de 2014 se introdujeron una serie de cambios
radicales sobre la base de cuatro lineamientos. En primer lugar, el cambio de
un sistema de subsidio a la oferta, para subsidiar la demanda. El gobierno
abandonó, de esta forma, el esquema de financiamiento de la harina que
distribuía a las panaderías, para que estas la obtengan a precio de mercado
de los molinos, pero sí vendan el pan a precio fijo. Así, se subsidiaba la
diferencia entre el costo real (incluido el margen) y el precio de venta al
público. Ese nuevo sistema posibilitaba un mayor control sobre las “fugas”
al mercado negro, a la vez que las panaderías se convertían en competidores
de mercado con nuevos incentivos para mejorar su eficiencia y productivi-
dad para obtener una mejor ganancia. Incluso, disminuyeron sustancialmente
las denuncias por bajo peso de las rodajas: de 45.598 incidentes en 2013 a
14.102 en 2015 (Kamal, 2015).

En segundo lugar, se limitó el alcance del beneficio, a partir de estable-
cer un máximo de 5 rodajas por individuo por día, o 10kg de harina subsidiada
por mes. El monto se había fijado en función del consumo per cápita más
alto del país (4,5 en el norte del Sinai).

Por otro lado, con el objetivo de cambiar los hábitos de consumo, el
gobierno introdujo un sistema de puntos que premiaba el racionamiento.
De esta forma, por cada rodaja ahorrada, el sistema les daba 10 piastras que
podían usarse para la compra de otros productos dentro del sistema de
racionamiento. Según Abdalla y Al Shawarby (2017), el gobierno se ahorra-
ba 20 piastras, el consumidor ganaba 10, sumada a las 5 que no gastaba en
la compra, a la vez que se establecía un sistema complementario que brinda-
ba más opciones en términos de dieta a los beneficiarios y un ahorro fiscal.
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TABLA 2
Corrientes múltiples de emergencia del sistema de subsidios al pan baladi

Fuente: Elaboración propia.

De la reconstrucción precedente se evidencia que el bienio bajo análisis
expuso a la política de subsidios del pan y la harina baladi a una coyuntura
crítica: una confluencia de factores disruptivos a las bases económicas y
políticas mismas de una sociedad. En nuestro caso, al inicio del período de
referencia, las políticas públicas para el subsidio a la harina y pan baladi
evidenciarían una presión inédita que pondría en evidencia el carácter am-
biguo que los define: un lugar marcado por una tensión entre su condición
de mercancía, en sociedades de mercado, y su valor como elemento central
del pacto social.
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GRÁFICO 2
Índice mensual de precios

Fuente: FAO.

En cuarto término, se automatizó el sistema con el objetivo de ganar un
mayor control y facilitar la inclusión financiera. De esta forma, se estableció,
a partir de la obligatoriedad de uso de las tarjetas electrónicas, un esquema
de control, en tiempo real, del consumo efectivo de los beneficiarios y las
transacciones financieras de las panaderías. Todas las panaderías debían
tener un posnet para la venta del pan y los tenedores de tarjetas solo tenían
que poner su número de identificación en el lector para retirar su ración.

En quinto lugar, se redujo el desperdicio de trigo y se controlaron las
fugas. Para esto, se diseñó un proyecto de alcance nacional para mejorar el
sistema de almacenamiento. Sobre todo, porque hasta el año 2013, entre el
30% y 40% del almacenamiento se hacía en puntos locales a cielo abierto.
Esta pérdida de calidad y control en el acopio derivó, según estimaciones
(Kamal, 2015), en pérdidas frecuentes del orden del 11% de la producción.

Como fruto de las reformas, y la complementariedad entre el subsidio
al pan baladi y el viejo sistema de racionamiento, ahora se permitía a los
beneficiarios elegir entre un conjunto más amplio de productos que inicial-
mente rondaba los 20 ítems y luego alcanzaría a más 100, cubriendo alimen-
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tos (pollo, carne, pescado) y productos no alimenticios, como detergente.
Asimismo, la calidad de la canasta era igual a la calidad disponible en el
almacén porque no se subsidiaba ningún producto particular, fomentando
una dieta más diversa, reduciendo los incentivos para el consumo de pro-
ductos densos en calorías. Por otro lado, el sistema potenciaba la competen-
cia de mercado, permitiendo que los almacenes que solo vendían los pro-
ductos subsidiados tengan un surtido más amplio.

Como resultado, los niveles de adhesión de hecho se incrementaron. Pre-
vio a las reformas, en 2013, se registraban 18,5 millones de unidades familia-
res beneficiarias, equivalentes a 66,7 millones de individuos, así como 24.003
panaderías participando; para el 2015 (un año más tarde de la implementación
de las reformas), los hogares en goce efectivo del beneficio ascendieron a 20,6
millones, equivalentes a 68,9 millones de personas, y las panaderías a 25.684.

5. El sistema de subsidios y sus actores

El entramado de actores y relaciones que da soporte material a la política
pública es en extremo complejo. En primer lugar, cuando el conjunto de
relaciones entre los actores implicados (las cuales abarcan agencias de gobier-
no, holdings públicos, empresas privadas de transporte y acopio, panaderías,
pequeños y medianos productores, productores y traders internacionales, en-
tre otros) se despliegan en sincronía (como lo muestra el gráfico 3), lo primero
que se pone en evidencia es su gran dispersión y la concentración del conjun-
to de relaciones en dos niveles: el Ministerio de Oferta y Comercio y sus agen-
cias derivadas; y la red de distribución, acopio y molienda.

Una segunda característica es que estos dos nudos de relaciones afec-
tan preferencialmente a la parte de la red vinculada a la producción, trans-
porte, molienda, elaboración y venta del pan baladi. En cambio, en el perfil
y borde mismo del cuadro se evidencia una producción rural de baja escala,
casi exclusivamente destinada al consumo doméstico, que permanece por
fuera del entramado de agencias y controles estatales. A su vez, la compra
de producción doméstica o internacional, a través de traders para la produc-
ción de pan fino y shami permanece también por fuera del objeto preferen-
cial de control y regulación del Estado y sus agencias.

Por último, este entramado de relaciones previsto por el diseño de la
política pública pone en evidencia cuatro principios de clasificación o divi-
sión de los actores implicados, en función de su orientación (al mercado
interno/externo), del orden en el que se inscribe (público/privado), su escala
(pequeña/grande o artesanal/industrial) y calidad.
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GRÁFICO 3
Red de relaciones previstas por el programa

Fuente: Elaboración propia.
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Cuando se cruzan estos principios de clasificación, se observa que los dos
cuadrantes que definen la órbita privada (gráfico 4) son bastante más robus-
tos (en términos absolutos) que la impresión que se podría tener a priori.

GRÁFICO 4
Clasificación de actores implicados

Fuente: Elaboración propia.

Esto se debe a que, a medida que uno se aleja de la órbita que define a las
agencias estatales, y nos adentramos a los dominios de producción, molienda
y distribución, crece la participación del sector privado. Una participación
que tiende a centralizarse en el mercado interno y que, incluso, participa en
holdings de titularidad mixta que ocupan un lugar intermedio en el eje públi-
co/privado. Esto devela otro punto de interés: al eje público/privado se le
sobreimprime otro principio de división relativo al par decisión/ejecución:
mientras las decisiones se concentran a nivel público, es en orden de la ejecu-
ción en donde emergen los actores privados. En otros términos, el sector pri-
vado deviene en una prótesis para la acción del aparato burocrático.
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GRÁFICO 5
Clasificación de actores públicos/privados en función

del par decisión/acción

Fuente: Elaboración propia.

En una palabra, el gobierno se reserva como facultad y recurso de Esta-
do el monopolio de las decisiones, así como un grado importante de liber-
tad en los niveles intermedios de acción (importación, distribución, molien-
da e incentivo a la producción), mientras que relega a un esquema híbrido
de incentivos y controles los niveles más operativos de ejecución.

Por último, los actores privados pueden —a su vez— clasificarse sobre
la base de sus niveles de tecnificación, en un continuo de dos polos: artesanal/
industrial. Sobre todo, en lo que hace a la molienda, el acopio y el transpor-
te, dado que la tecnología de procesamiento oscila entre sectores que ope-
ran en base a piedra de molienda, mientras otros disponen de cierto nivel
automatización. A su vez, los silos modernos conviven con estructuras vie-
jas, a cielo abierto, que derivan en pérdidas, mermas y fugas a lo largo del
proceso. Es, principalmente, este eje (sobre el que se estructuran los atribu-
tos de tecnificación, capacidad y calidad) el que sustenta la convocatoria
pública a esfuerzos privados como complemento del accionar de la buro-
cracia. Una convocatoria que se estructura sobre un esquema hibrido de
incentivos y controles que se vienen gestando de forma progresiva, al ritmo
de la conflictividad social, desde el gobierno de Sadat, en la década de 1970.
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Abdel-Latif y Schmitz (2010 y 2009) trazan la trayectoria de las políticas
para atraer inversiones privadas desde mediados de la década de 1970, con
la incorporación de leyes que ponían fin a la expropiación (nacionalización);
inauguraban disposiciones legales para la igualdad de trato de las empresas
locales y extranjeras en la década de 1980; las políticas de ajuste estructural
en la década de 1990; y la propiedad intelectual y las leyes laborales a prin-
cipios de la década de 2000.

En suma, la creciente búsqueda por remercantilizar parte de las relacio-
nes previstas en el diseño de la política no se deben exclusivamente a la
fuerte dependencia de flujos y precios internacionales para el abastecimien-
to del trigo o al consecuente creciente costo y problema de financiamiento
(incluso, tiene efectos limitados en este sentido). Por el contrario, el análisis
de los actores implicados parece indicar que —en paralelo a una creciente
presión fiscal— se verifica un déficit a nivel del aparato burocrático y una
búsqueda de incentivos para actores de mercado con miras a constituir una
prótesis para la ejecución. Una convocatoria pública a esfuerzos privados
como complemento del accionar de la burocracia, en el marco de una ten-
sión entre la burocracia, como actor, y el gobierno.

Sin embargo, en ese mismo movimiento de convocatoria, el gobierno
terminaría preso de una trampa: al no mejorar las condiciones materiales
efectivas (sino, incluso, empeorar el salario real, a partir de limitar el acceso
al pan subsidiado), ni estructurales del desempeño de la burocracia (pese a
repetidas promesas de reforma), empujaría a la misma al pluriempleo; a
ciertas prácticas rentistas (fruto de la oportunidad que se le presenta a los
funcionarios de beneficiarse por su posición y rol en la asignación de recur-
sos escasos5); o bien a la protesta, en defensa del subsidio al pan baladi, como
mecanismo para defender su salario real. Situación que derivaría en que
funcionarios y otros empleados del sector público se volvieran más activos
en la organización de protestas, exigiendo mejoras en sus condiciones de
trabajo. De hecho, los trabajadores del sector público organizaron 1.355 pro-
testas sólo en 2012.

5 En 2013 se estimaba que la harina baladi que el gobierno vendía por tonelada métrica
a las panaderías participantes del programa tenía un valor de U$D 26,5 y podía vender-
se en el mercado negro entre U$D160 y U$D 294 por tonelada métrica (Kamal, 2015:
22). Esto derivaba en incentivos con miras al desarrollo de articulaciones públicos-
privadas para el desvío y fuga de beneficios.
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6. Discusión

A lo largo de estas páginas identificamos una serie de propiedades en la
obra de Kingdon, con miras a poder explicitar el estatuto particular y valor
diferencial de sus aportes a través de un doble juego analítico. En primer
lugar, la puesta en diálogo con (parte) de su otredad: con algunas otras
teorizaciones que estructuran un entramado de ecos y reenvíos que definen
la singularidad de su propuesta: una comprensión más dinámica del proce-
so de formación de políticas (su no-linealidad) y de la contingencia en la
respuesta del sujeto estatal y sus agencias.

En segundo lugar, a partir del análisis de la política pública de subsidios
al pan y la harina baladi en Egipto, el cual puso evidencia ciertas tensiones
recurrentes para el caso bajo análisis. A saber: una fuerte dependencia de
flujos y precios internacionales para el abastecimiento del trigo; un crecien-
te costo y problemas de financiamiento; una amenaza de acción colectiva
recurrente y latente, con la burocracia como un actor clave; así como un alto
nivel de desperdicios y errores de los mecanismos de selección.

Estas tensiones, por otro lado, al momento de una coyuntura crítica,
derivaron en un nuevo proceso por remercantilizar un conjunto de relacio-
nes de provisión previstas en el diseño original y que —sin embargo— no
redujeron ni el alcance ni el costo del programa, aun cuando lograron mejo-
rar los mecanismos de control y la composición de la dieta.

En este punto, el análisis fruto de una perspectiva como la del MCM
nos permitió e(a partir de su énfasis en los procesos y los actores) circunscri-
bir una serie de propiedades recurrentes e invariantes que parecen plantear
algunas similitudes con el caso argentino —desarrollado por O’Donnell en
1977—, no sistemáticamente analizadas en este trabajo. En este sentido, si
bien este desarrollo requeriría un análisis independiente, la evidencia parece
indicar que estaríamos frente a una problemática simétrica pero inversa al
caso documentado por el , en donde las políticas de control de precios de
bienes-salarios habían constituido una arena clave en materia de regulación
en vistas a los efectos y consecuencias inherentes a la relación exportable-
alimento-bien-salario (O’Donnell, 1977). Sobre todo, a la luz de dos dile-
mas: 1. la emergencia en Argentina de un sector popular con recursos eco-
nómicos y organizativos significativamente mayores al resto de la región; y 2.
el hecho que los principales productos de exportación de la economía sean
aquellos que constituyen el principal bien-salario del sector popular.

El caso de Egipto, por el contrario, nos enfrenta a su anverso: una rela-
ción del tipo importable-alimento-bien-salario, en donde las políticas que
fomentan las importaciones de alimentos de alta valoración social (o de
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insumos para su elaboración) tienen un impacto positivo casi inmediato
sobre sectores populares; mientras que las políticas económicas que limitan
la importación tienen un impacto negativo sobre el salario real urbano, so-
bre todo de los empleados públicos.

GRÁFICO 6
El ciclo exportador (Argentina) e importador (Egipto)

Fuente: Elaboración propia.

Como puede verse, las dos relaciones parecen invertirse: no solo la im-
portación reemplaza a la exportación de bienes salarios, sino que los impac-
tos también cambian de signo: la importación genera un impacto positivo
en los sectores populares, ahí donde la exportación generaba, para el caso
argentino, uno negativo. A su vez, ambos casos están estructurados sobre la
base de la alta valoración social de productos con una fuerte incidencia en la
dieta básica de los sectores populares.

Sin embargo, una diferencia significativa se impone: mientras que el
caso del ciclo argentino se sustentaba en una economía política de coalicio-
nes sobre la base de clivajes de clase y del tipo urbano-rural; el caso de
Egipto se estructura sobre diferencias políticamente significativas de otro
orden: el enfrentamiento histórico entre el gobierno y la burocracia. Un
punto que no solo no dividía a los sectores productores contra los sectores
urbanos, como en el caso argentino (por no tener, los primeros, pérdidas
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competitivas frente a la importación, sino todo lo contrario: una mejora en
la propuesta de precios de compra de su producción), sino que, por el con-
trario, unificaba la serie de demandas de gran parte de los sectores sociales
contra el gobierno.

De confirmar una investigación subsiguiente, este conjunto de relacio-
nes podría indicarse que, así como inscribir el caso de Egipto en el marco de
“protestas de austeridad” o “revueltas del FMI” encubre un conjunto de
relaciones más profundas, la idea de “percepción inmediata de cambios en
los precios relativos” (O’Donnell, 1977: 532) o “reconocimiento subjetivo”
(1977: 533) puede abrir el camino a lecturas mecánicas del mismo orden
que imputen un peso causal en el lugar incorrecto.

Por el contrario, si hay algo que la comparación con el caso de Egipto
nos ayuda a poner en perspectiva no debería ser la reacción mecánica a los
aumentos de precios, del tipo de “rebeliones de la panza”, como menciona-
ba Thompson (1971), sino el peso de cierta idea, políticamente organizada
en alianzas de acción colectiva, sobre lo justo, la responsabilidad y del rol del
gobierno en la provisión y la prevención del hambre.

Después de todo, no es solo la condición de bienes-salarios la que pare-
ce encontrarse en la base del régimen coalicional, sino su lugar en una eco-
nomía moral: su posición al interior de un proceso (políticamente organiza-
do) de alianza y acción colectiva que pone en valor social (y político) un bien
básico.

Si una investigación ulterior confirmara estos principios de lectura (hoy
provisorios), ambos casos parecen abonar la idea que lo que estaría en juego
en el conflicto por la definición/redefinición de las políticas de control de
precio y acceso a los alimentos básicos, no es una crisis de disponibilidad a la
que los sujetos sociales reaccionan mecánicamente, sino un fenómeno más
complejo que abarca una economía moral de provisión, junto a una econo-
mía política de aprovisionamiento de los alimentos que se imbrica con flujos
internacionales de abastecimiento,  tanto de productos como de crédito. El
acento se desplazaría, entonces, de la disposición y reacción mecánica por
las fluctuaciones de precio a los derechos y el conflicto por la titularidad
sobre los alimentos.
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El feminismo es un movimiento vi-
goroso de presencia mundial y una temá-
tica central de la investigación de las cien-
cias sociales. En este libro, Zaremberg y
Rezende exploran cómo el feminismo, a
partir de la ventaja que ofrece la naturale-
za “plural” de los actores que lo confor-
man, tiene una gran capacidad de en-
frentar los embates de grupos conserva-
dores posicionados en lugares de la polí-
tica institucional.  Tomando los “casos
diversos” de México y Brasil, las autoras
examinan los distintos recorridos de las
redes feministas y la creación de condi-
ciones habilitantes para bloquear y des-
activar las iniciativas neoconservadoras
(backlash) en el ámbito legal y normativo.

Las autoras analizan, de acuerdo con
una lógica de procesos, las respuestas de
las redes feministas a cuestiones tales como
la criminalización absoluta del aborto
hasta la restricción, en la implementación,
del aborto legal bajo causales. El derecho
al aborto es una demanda fundamental
del movimiento y un aspecto central de
la justicia de género. Dado que se trata
de una demanda en la agenda pública de
América Latina, el libro es más que opor-
tuno a la luz de la coyuntura regional.
Retomando las categorías de Htun y Wel-
don (2018), el aborto se define como un
asunto “doctrinario”, en tanto afecta
creencias religiosas dominantes respecto
del papel de las mujeres en las familias y
la reproducción.  Estas autoras afirman

que las tradiciones normativas que regu-
lan la sexualidad desde la moralidad tie-
nen implicaciones para las mujeres. Por
ello las reformas del aborto han sido con-
trovertidas en contextos donde presen-
tan desafíos a la doctrina religiosa esta-
blecida y/o a las posiciones de grupos
dominantes con recursos institucionales.

Zaremberg y Rezende realizan apor-
tes teóricos y sustantivos novedosos, gra-
cias al empleo de la metodología de análi-
sis de redes a lo largo de un período histó-
rico que abarca desde 2000 hasta nuestros
días. Esto permitió, en el caso de México
en particular, abordar las recientes trans-
formaciones legales fruto de fallos de la
Suprema Corte de Justicia en 2021. Ape-
lando exitosamente a la comparación de
casos, las autoras presentan un detallado
estudio de la configuración de las redes
feministas y la manera en que distintos
arreglos de red ponen en marcha diferen-
tes acciones políticas. En consecuencia, el
libro muestra que la praxis feminista debe
interpretarse a la luz de las características
de las redes tales como la diversidad de la
naturaleza de los participantes, la centra-
lidad de algunos puntos nodales (inclu-
yendo actores estatales) y las conexiones
que permiten diferentes tramas de relacio-
nes. Las autoras parten de la premisa teó-
rica de que la pluralidad coordinada en-
tre actores favorecería el bloqueo de las ini-
ciativas neconservadoras en cuestiones vin-
culadas con el aborto.
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En el centro de estos procesos la con-
figuración de redes anidadas (nested net-
works) resulta clave. Las autoras entien-
den por red anidada un espacio de rela-
ciones sociales que alternan, de forma
dinámica, la incorporación de distintos
actores en un conjunto compartido de
repertorios de acción. Este concepto, se-
gún las autoras, les permite acomodar el
hecho de que los actores en una red pue-
den estar simultáneamente en relaciones
de cooperación vis a vis conflicto y dife-
rencia, manteniendo sus propias identi-
dades, con diversos esquemas y grados
de compromiso (3). A su vez, las redes
anidadas habilitan el estudio de diversos
esquemas de gobernanza donde los nodos
o puntos conectores pueden ser de ori-
gen distinto (social, estatal e incluso par-
tidario). El esquema que proponen para
indagar la configuración de estas redes
cuenta con tres dimensiones que permi-
ten visualizar sus características estructu-
rales: horizontal, vertical y de interme-
diación, reconociendo que están en inte-
racción. La dimensión horizontal refiere
a la dinámica con la sociedad y conlleva
el estudio del espacio sociocultural ocu-
pado por actores, organizaciones y movi-
mientos sociales. Con esta dimensión, las
autoras examinaron cuestiones tales como
la interseccionalidad de las redes, la pre-
sencia de grupos de mujeres afro e indí-
genas, y el grado en que estas incorporan
cuestiones de la diversidad sexual, con el
análisis de la posición de los grupos
LGBT+. Por su parte, la dimensión ver-
tical de una red refiere a su relación con
las organizaciones del Estado, ya sea en
la rama ejecutiva, legislativa o judicial.
El Estado es un actor importante en las
respuestas del feminismo a las iniciativas
conservadoras, ya que promueve o restrin-
ge las agendas y el debate. Esta dimen-
sión también comprende la conexión de
las redes feministas con las áreas de go-

bierno que tienen a la “población” en si-
tuación de pobreza como destinataria. La
dimensión intermedia, como su nombre
denota, aborda las mediaciones entre la
sociedad y el Estado a través de los parti-
dos políticos y las instituciones de demo-
cracia participativa como las conferencias
de políticas para las mujeres en Brasil.

A partir de una serie de hipótesis
generativas, el argumento principal de las
autoras es el siguiente. En México, una
red más elitista y fragmentada, muy ani-
dada con las tres ramas de gobierno (eje-
cutivo, legislativo y judicial) y conectada
a una coalición interpartidaria de muje-
res que acordó una agenda sin el tema
aborto, generó condiciones para la apro-
bación de una ley de despenalización del
aborto en la capital en 2007. Sin embar-
go, esa misma red enfrentó obstáculos al
momento de abordar el backlash conser-
vador en los niveles subnacionales, al
menos hasta 2018, cuando un conjunto
de cambios políticos dio una vuelta de
timón que culminó con fallos progresis-
tas de la Suprema Corte de Justicia en
septiembre de 2021. Uno de los cambios
más significativos señalados por las auto-
ras es la mayor apertura de la configura-
ción de las redes feministas, particular-
mente a generaciones de mujeres jóvenes
en los espacios locales, lo cual habría pro-
movido respuestas más articuladas en el
ámbito subnacional.

Como contrapunto, en Brasil, una
red más cohesiva y pluralista que incor-
poró activamente a los grupos LGBTI+,
con anclaje en el Poder Ejecutivo federal
bajo el Partido de los Trabajadores, no
logró generar condiciones que posibilita-
ran la aprobación de una ley de legaliza-
ción del aborto. Incluso sufrió un alto
impacto negativo con la salida de Dilma
Rousseff de la presidencia. No obstante,
precisamente por su pluralidad y amplia
coordinación en todo el territorio nacio-
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nal, esta red demostró condiciones para
bloquear los fuertes embates conservado-
res que se agudizaron bajo el presidente
derechista Jair Bolsonaro.

Zaremberg y Rezende concluyen re-
flexionando acerca de la pluralidad de
las redes como una característica que for-
talece las respuestas feministas frente a las
iniciativas conservadoras, sin desconocer
los desafíos de coordinación y convergen-
cia de agendas que ello supone. Asimis-
mo, las autoras recuperan el valor de los
partidos de izquierda programáticos en
las redes feministas, admitiendo que esta
relación no es lineal. Las autoras se inte-
rrogan acerca de cómo estos partidos
abandonan esta demanda cuando el con-
texto político (tanto en lo electoral como
en la gobernabilidad) lo vuelven proble-
mático. Sin embargo y en sintonía con
investigaciones que indagan el papel de
los gobiernos de izquierda y los avances
feministas (Rodríguez Gustá, 2021), estos
partidos son una condición necesaria pero
no suficiente al momento de avanzar con
una agenda en favor del aborto, especial-
mente cuando incorporan una perspecti-
va feminista en su plataforma.

Indudablemente, el libro represen-
ta un aporte importante en la compren-

sión del movimiento feminista en un
contexto de actores conservadores ocu-
pando posiciones institucionales salien-
tes. En tal sentido, al proponer un es-
quema para el análisis sistemático de las
redes feministas, las autoras contribu-
yen con una herramienta promisoria que
permite distinguir que el movimiento
no es homogéneo en sus características
estructurales, sino que varía entre paí-
ses y entre momentos históricos. Estas
variaciones afectan a las respuestas que
se articulan, al menos en materia de
aborto, que hoy es la frontera de mayor
disputa de los derechos humanos de las
mujeres.
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El estudio de los sistemas partida-
rios es uno de los tópicos clásicos de la
ciencia política y ha sido históricamente
un componente esencial de la compara-
ción entre democracias. Sin embargo,
quienes investigan la interacción entre
partidos no han logrado hasta ahora con-
sensuar los criterios y herramientas meto-
dológicas para abordar esta tarea.

Fernando Casal Bértoa y Zsolt Enye-
di toman cartas en este asunto. Lo hacen
ofreciendo el intento más ambicioso de
las últimas décadas por dotar a la disci-
plina de una herramienta conceptual y
un instrumental metodológico para com-
parar los sistemas de partidos. Sobre esa
base, llevan adelante un gigantesco estu-
dio empírico que observa los sistemas de
partidos a lo largo de la historia europea
entre 1848 y 2019, lo cual involucra el
análisis de 740 elecciones y 1347 proce-
sos de formación de gobiernos.

A la hora de pensar en el criterio
distintivo entre los sistemas partidarios,
Casal Bértoa y Enyedi recurren al con-
cepto de institucionalización, introduci-
do a mediados de la década de 1990 por
Scott Mainwaring y Timothy Scully. Re-
cordemos que en “Building Democratic
Institutions…” Mainwaring y Scully no-
taron que el criterio numérico resultaba
insuficiente para comparar los sistemas
partidarios latinoamericanos de la terce-
ra ola. Para comprender estos casos era
preciso determinar antes su grado de ins-

titucionalización, entendiendo con ello
el nivel de estabilidad y predictibilidad
de la competencia. La noción de institu-
cionalización viajó pronto hacia las nue-
vas democracias que surgían entonces en
Asia, África y la Europa postcomunista, y
llegó finalmente a las viejas democracias
europeas, que parecían atravesar proce-
sos que podían caracterizarse como de
desinstitucionalización.

Casal Bértoa y Enyedi abrevan en
este concepto, pero entienden que éste
no es capturado adecuadamente por las
diferentes variables e indicadores utiliza-
dos hasta ahora. Esto incluye especialmen-
te a la volatilidad electoral, destacada por
Mainwaring en sus trabajos más recien-
tes, como la dimensión clave para medir
la institucionalización. Los autores de
“Party System Closure” argumentan que
la comprensión de los sistemas partida-
rios requiere correr el eje de la relación
entre votantes y partidos hacia la relación
entre partidos o bloques partidarios en-
tre sí. Esto los acerca al concepto de clau-
sura desarrollado por Peter Mair. La no-
ción de clausura está en el centro de todo
el andamiaje conceptual y metodológico
del libro, precisamente por ser la que
mejor permite describir el nivel de pre-
dictibilidad de la estructura de la compe-
tencia.

Mientras que la volatilidad electoral
refleja el comportamiento de los votan-
tes, el concepto de clausura refiere a cómo
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los partidos interactúan entre sí en un
sentido más amplio, que incluye tanto la
competencia como la cooperación. Aun-
que condicionados por los resultados elec-
torales, los partidos son quienes definen
cómo se conforma el gobierno, y es su
capacidad de cooperar o no en esta ins-
tancia lo que mejor permite comprender
los patrones de interacción. La clausura
del sistema expresa cuán estable, familiar
y predecible es el proceso de conforma-
ción del gobierno. El concepto consta de
tres dimensiones principales: el patrón
de alternancia entre partidos en el go-
bierno, la innovación o estabilidad en la
composición del gobierno, y el acceso de
nuevos partidos al gobierno. El agregado
de los valores de las tres variables, cuyo
indicador clave es en todos los casos la
filiación partidaria de los ministros que
componen el gabinete ejecutivo nacional,
confluye en un índice de clausura del sis-
tema.

Una ventaja del concepto de clausu-
ra es que a través de él es posible capturar
tendencias de largo plazo de un modo
más preciso que mediante variables alter-
nativas como la volatilidad o la fragmen-
tación. Tal como advertía Peter Mair, un
cambio acentuado en el comportamiento
electoral puede no redundar en un cam-
bio en la estructura de interacción entre
los partidos: éstos pueden sostener esque-
mas de cooperación y confrontación que
minimicen hasta anular incluso los efec-
tos de la volatilidad. De modo que es
posible que un sistema mantenga su nivel
de clausura aun cuando se produzca un
aumento episódico en la volatilidad o en
la fragmentación, incluso si éstos son sig-
nificativos.

El desarrollo del concepto de clau-
sura (capítulo 1) y sobre todo su opera-
cionalización a través de variables conti-
nuas en cada una de las tres dimensiones
(capítulo 2) permite a los autores ofrecer

un nuevo instrumental para la medición
y comparación de los sistemas de parti-
dos. Éste es uno de los objetivos centrales
del libro y en ello reside uno de sus ma-
yores aportes. Mediante estas herramien-
tas los autores avanzan en la construcción
de un índice de clausura de cada uno de
los sistemas partidarios analizados. El
valor de clausura atribuido a cada sistema
resulta de la agregación ponderada de los
valores anuales de cada una de las tres
dimensiones: alternancia, fórmula de
gobierno y acceso. El resultado de este
trabajo se refleja en un ranking de insti-
tucionalización de los sistemas partida-
rios en la historia de las democracias eu-
ropeas (capítulo 5).

De la descripción a la explicación: la
clausura como variable dependiente e
independiente

Observar el nivel de clausura permi-
te describir y comparar las estructuras de
competencia partidaria a través del tiem-
po. Pero los autores también indagan en
los factores que permiten explicar las va-
riaciones en la clausura de los sistemas
partidarios. De esto se ocupan los capítu-
los 6 a 9, analizando las cuatro principa-
les fuentes de clausura: la edad de la de-
mocracia, el nivel de institucionalización
de los partidos que actúan en un deter-
minado sistema, la fragmentación del sis-
tema, y el nivel de polarización. El capí-
tulo 10 reúne y combina los hallazgos de
los cuatro anteriores. Los resultados mues-
tran que ninguno de estos factores es su-
ficiente ni tampoco necesario para la clau-
sura del sistema, pero todos contribuyen
a ella en distinta medida. Las relaciones
entre los partidos en la arena guberna-
mental tienden a ser más estables cuando
tienen lugar en una democracia instalada
hace más tiempo, los partidos son fuer-
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tes, hay bajo nivel de fragmentación, y
no hay mayor influencia de partidos ra-
dicalizados. La antigüedad de la demo-
cracia es, entre todos, el factor de mayor
incidencia sobre la clausura de los siste-
mas partidarios. En cambio, ninguna de
las otras variables de control incorpora-
das al análisis —el sistema electoral, el
crecimiento económico o el régimen cons-
titucional—, impacta decisivamente so-
bre la clausura o apertura del sistema.

Finalmente, en el capítulo 11 el li-
bro considera el nivel de clausura de los
sistemas partidarios como variable inde-
pendiente a los fines de analizar su im-
pacto sobre la supervivencia y la calidad
de la democracia. En este punto, un ha-
llazgo destaca especialmente: el alto ni-
vel de clausura es por sí mismo un factor
determinante para la supervivencia de-
mocrática. Es más, el análisis empírico
muestra que la clausura del sistema parti-
dario es un factor suficiente para evitar el
quiebre democrático, punto que merece
especial consideración por parte de aca-
démicos y dirigentes políticos compro-
metidos con la suerte de la democracia.

Resulta en cambio más compleja la
relación entre clausura y calidad demo-
crática. Ésta parece mayormente condi-
cionada por el nivel de desarrollo econó-
mico. En determinados contextos, inclu-
so, un nivel alto de clausura se relaciona
con baja calidad democrática: en la Eu-
ropa postcomunista la fuerte institucio-
nalización de relaciones estables y prede-
cibles, pero altamente polarizadas entre
partidos o bloques partidarios, constitu-
ye un factor de deterioro democrático.

La clausura de los sistemas partidarios
en América Latina

Para los lectores interesados en la
política latinoamericana resuena a lo lar-

go de la obra el desafío de utilizar este
instrumental teórico y metodológico para
la comparación de los sistemas partida-
rios de la región. El análisis de la institu-
cionalización de estos casos mediante el
concepto de clausura, incorporando he-
rramientas que capturen la interacción
entre partidos o coaliciones se presenta
como una empresa promisoria. En ese
sentido, es claro que “Party System Clo-
sure” ofrece un atractivo programa de in-
vestigación sobre los sistemas de partidos
de América Latina. Cabe de todos modos
una advertencia: esta tarea seguramente
requiera ajustes a la hora de definir los
indicadores para la medición de un con-
junto de países presidencialistas. Es cier-
to que Casal Bértoa y Enyedi pretenden
abarcar los tres diseños institucionales tí-
picos del régimen democrático. De he-
cho, como se mencionó, el libro se detie-
ne especialmente a considerar si el régi-
men constitucional impacta en el nivel
de clausura, sin hallar diferencias signifi-
cativas entre ellos (pp. 220-222). Sin em-
bargo, su universo de 65 sistemas de par-
tidos europeos se nutre casi totalmente
de gobiernos parlamentarios y semi-pre-
sidenciales, incluyendo apenas tres casos
presidenciales (Chipre, Armenia y Portu-
gal en 1918). Es una premisa del diseño
de la investigación en este libro que los
resultados electorales no pueden asimi-
larse a la conformación del gobierno, ya
que los partidos deciden cómo se consti-
tuirá el gobierno con cierta independen-
cia respecto a cómo se hayan repartido
los votos. Al justificar por qué las unida-
des de análisis fundamentales son los cam-
bios en los gobiernos, los autores afirman
que incluso “cuando una coalición go-
bernante reciba suficientes votos como
para continuar gobernando, la decisión
final sobre el gobierno reside en los par-
tidos, y no en los ciudadanos…” (p. 30).
Esta premisa no aplica a los presidencia-
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lismos de igual modo que a los parlamen-
tarismos y semi-presidencialismos.

Dicho esto, es claro que este libro
no sólo contiene un estudio definitivo
sobre los sistemas partidarios europeos a
lo largo de la historia, sino que supone
también un avance notable en el instru-

mental disponible para estudiar la inte-
racción entre partidos en las democra-
cias en general. Se trata, en definitiva, de
una contribución fundamental, lectura
obligada para todos los interesados en la
política de partidos y de especial interés
para los estudiosos de la democracia.

Reseñas
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Yanina Welp es experta en democra-
cia directa. Y en este libro, apto para quie-
nes aún no conocen el tema e imprescin-
dible para quienes ya lo trabajan, presen-
ta la cuestión desde otra perspectiva. A
partir de la tesis de que la disminución
de la participación de los ciudadanos en
la toma de decisiones no sólo afecta el
apoyo a la democracia, sino que también
tiene consecuencias negativas en la cali-
dad y precisión de las políticas públicas,
analiza ideas y experiencias históricas en
torno al papel de los ciudadanos en dife-
rentes regímenes políticos, con un enfo-
que particular en casos pasados y recien-
tes de América Latina. Cómo emerge el
populismo en contextos de insatisfacción
política y cómo se vincula con la demo-
cracia directa forma parte del trabajo de la
investigadora. En la obra de Welp, está
presente, por cierto, Albert O. Hirschman,
especialmente con sus libros “Salida, voz
y lealtad” y “La retórica reaccionaria”.

El libro se desarrolla en ocho capí-
tulos. La discusión sobre qué es la demo-
cracia es el punto de partida, pero no de
llegada. La autora nos arroja una serie de
preguntas que atraviesan el análisis. Lo
que queda claro es que el pluralismo es
crucial para la democracia y que este sólo
puede alcanzarse cuando hay una combi-
nación de participación ciudadana autó-
noma y estado de derecho.

Establecidos los parámetros concep-
tuales de la democracia, el libro se aden-

tra en su capítulo 2 en las innovaciones
democráticas. Sin embargo, lejos de una
lectura idealizada de los mismos, Welp
nos advierte que son el resultado de pro-
cesos de cambio institucional en los que
los actores políticos luchan por 1. ideas
contrapuestas sobre el valor de la partici-
pación ciudadana (y legitimidad demo-
crática) y por 2. el equilibrio de poder
entre los actores en una política, así como
el cálculo de los beneficios que podrían
obtener al incrementar la participación
política. Este capítulo presenta y analiza
diversos casos de democracia directa (des-
de abajo) y democracia participativa. Las
investigaciones le permiten concluir que
la izquierda, a pesar de su prédica, no
promueve la democracia participativa. En
realidad, el eje izquierda-derecha no pa-
rece explicar mucho, sino más bien otros
factores, como el apoyo popular y las lu-
chas por el poder dentro de la élite. Tam-
bién tienen un poder destacado los tipos
de instituciones, su diseño institucional
(la autonomía de los ciudadanos) y, en la
práctica, cuán posible es poner en mar-
cha un mecanismo de democracia direc-
ta o participativa.

El capítulo 3 nos advierte del error
de buscar respuestas en los populismos.
Y para ello nos recuerda el origen de los
populismos, su vínculo con el mercado,
su noción de “la familia” y de género,
entre otros problemas. Pero lo más inte-
resante de este capítulo es la explicación
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sobre por qué surgen o qué facilita su
emergencia. Para ello, se concentra bási-
camente en cuatro aspectos: los sistemas
políticos que pierden legitimidad, el sur-
gimiento de nuevas divisiones estructura-
les, los diseños electorales que habilitan
fácilmente nuevos partidos y la evolución
de la tecnología digital, las redes sociales
que permiten a los líderes y activistas co-
municarse directamente con la gente.

En un libro sobre participación ciu-
dadana no podía faltar el estudio sobre la
refundación constitucional en Bolivia,
Ecuador y Venezuela. Es así que en el ca-
pítulo 4 la autora toma las experiencias
constitucionales en Venezuela (1999),
Bolivia (2006-2009), y Ecuador (2007-
2008) analizando qué tanto se respetó el
marco legal para promover el cambio
constitucional, la relación entre las élites
políticas antiguas y nuevas, el papel de la
ciudadanía durante la elaboración de la
constitución y la medida en que el nuevo
marco legal participativo la empoderó.

La incapacidad de las élites y del sis-
tema para incluir las demandas de la po-
blación y demostrar que la política puede
cambiar cosas es el problema que aborda
en el capítulo 5. Y en este capítulo, sin
negar el problema que supone tener éli-
tes poco democráticas, señala que es sólo
la punta del iceberg. Y para ello trae a
colación varios ejemplos, en el que no
falta Trump.

¿Son los partidos políticos el pro-
blema o aún pueden ofrecer la solución?
Es la pregunta que guía el capítulo 6.  Una
afirmación fundamental inicia este capí-
tulo: el conflicto no puede (ni debe) eli-
minarse, sino canalizarse democrática-
mente. Como argumenta a lo largo del
trabajo, la respuesta al problema de la
representación es más participación ciu-
dadana y es también la respuesta a los
problemas que atraviesan los partidos.
Luego de presentar el diagnóstico, la au-

tora propone introducir mecanismos en
los que la ciudadanía actúe controlando
y ampliando la agenda pública. Como
referendos obligatorios para ratificar re-
formas constitucionales o acuerdos polí-
ticos fundamentales para el país (por
ejemplo, para casos de renegociación de
deuda externa o de inversiones de alto
impacto medioambiental), iniciativas ciu-
dadanas (por ejemplo, para realizar pro-
puestas constitucionales) y referendos
derogatorios (que permiten someter a voto
y eventualmente derogar leyes aprobadas
por el Parlamento).

Welp se introduce en el capítulo 7
en un viejo tema: la participación políti-
ca de las mujeres, pero desde una pers-
pectiva difícil: ¿gobiernan mejor las mu-
jeres? ¿son un antídoto para el populis-
mo? La respuesta no es contundente, no
podría serlo. Pero es optimista.

En sus conclusiones nos recuerda
cuestiones fundamentales como que los
sistemas políticos están en constantes cam-
bio y ajuste, sin seguir un patrón; que
hay que bregar para que haya procesos de
aprendizaje colectivo que generen una
base para llegar a acuerdos colectivos; que
las reglas de juego deben ser adaptadas a
los cambios y obviamente deben ser se-
guidas; que si los derechos de los adver-
sarios políticos no son reconocidos y los
derechos humanos no se ponen en pri-
mer lugar, la comunidad política se ero-
siona; que la ciudadanía debe tener voz y
voto en los asuntos públicos; que la in-
clusión de los cuidados en la agenda, gra-
cias a la feminización de la política y la
participación de las mujeres nos recuer-
da que lo central es la política.

En definitiva, se trata de un libro que
tiene un hilo conductor claro, que se apoya
en investigaciones para dar respuestas y
estimula la formulación de nuevas pre-
guntas. En lo personal, dudo que sea el
género lo que puede hacer la diferencia
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en la forma de hacer política; más bien,
creo que es el movimiento feminista el
que contine el germen de lo novedoso.
Siguiendo en esta línea, quizás se podría
pensar a los movimientos sociales como
actores centrales del cambio político, en
diálogo con los partidos políticos. Por
último, y en sintonía con la preocupa-
ción de la autora —la desigualdad eco-
nómica y social en avance— me pregun-
to si la ideología es verdaderamente irre-

levante a la hora de impulsar los meca-
nismos de participación ciudadana: ¿tie-
nen las democracias liberales interés en
proponer una participación ciudadana
real? ¿O más cabría esperar que sean los
gobiernos con perspectivas republicanas
o izquierdas democráticas los que apues-
ten a la participación en la vida pública a
través de diferentes mecanismos?  Para
responder a estos interrogantes será in-
dispensable seguir investigando.
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¿Por qué algunos partidos políticos
tienen más éxito electoral que otros? Esta
pregunta vertebra la obra que aquí se re-
seña. “Partidos y sistemas de partidos en
América Latina. Éxito electoral y cam-
bio político (1988-2016)” presenta una
respuesta innovadora a un tema clásico
de la ciencia política, con el objetivo de
analizar, desde una perspectiva compa-
rada, las condiciones que hacen posible
el éxito de una de las estructuras medu-
lares de la política democrática. En pa-
labras de Elmer Eric Schattschneider
(2009), no es posible concebir la demo-
cracia moderna sin partidos políticos.
Si los partidos son imprescindibles, tan-
to para la estabilidad de la democracia
como para su consolidación, cobra rele-
vancia avanzar en nuestro conocimiento
sobre las condiciones que hacen posible
su institucionalización. En América La-
tina, el estudio de los partidos políticos
ha carecido de abordajes que unifiquen
categorías analíticas evaluando compa-
rativamente las circunstancias en que
operan a nivel sistémico. Con el objeti-
vo de contribuir a esta discusión, “Parti-
dos y sistemas de partidos en América
Latina. Éxito electoral y cambio político
(1988-2016)” representa una propuesta
ambiciosa que, desde una perspectiva
holística y sistémica, centra su atención
en el rendimiento político de las organi-
zaciones partidistas. ¿Qué factores, tan-
to endógenos como exógenos, determi-

nan el nivel de éxito electoral de los par-
tidos políticos latinoamericanos?

El trabajo está dividido en tres gran-
des apartados. En los primeros dos, el
autor pasa revista a los diferentes aborda-
jes teóricos y metodológicos para el estu-
dio del funcionamiento de los partidos y
los sistemas de partidos. En el tercero, se
presenta la aplicación del modelo analí-
tico propuesto, creando una tipología e
identificando las implicaciones de los fac-
tores internos y externos que condicio-
nan el éxito electoral de los partidos po-
líticos latinoamericanos. El último apar-
tado resume los principales hallazgos y
futuras agendas de investigación. En tér-
minos generales, la obra está estructura-
da a partir de ocho capítulos en los que
se describe la evolución histórica de los
partidos y sistemas de partidos latinoa-
mericanos durante décadas de cambio
político en la región, identificando las
causas del éxito de los partidos políticos
de 18 países latinoamericanos entre 1988
y 2016.

El primer capítulo ofrece una guía
de lectura, presentando una primera
aproximación al concepto medular de
“éxito electoral”, así como al método uti-
lizado, la selección de los casos e índices
utilizados para la medición de los parti-
dos y sistemas de partidos. El segundo
capítulo aborda las particularidades teó-
ricas de la investigación, pasando revista
a las distintas perspectivas sobre el estu-
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dio de los partidos políticos, enfatizando
la utilidad de comprender el funciona-
miento de los partidos a partir de su ren-
dimiento electoral.

En el tercer capítulo el autor define
la variable dependiente del trabajo, deli-
mitando las formas en que los partidos
compiten. Por un lado, se aborda la idea
de cargos como herramienta de medición
del éxito, la competencia en distintos ni-
veles y la interacción de los partidos en
distintas arenas. Por otro, se presenta dos
índices para medir la competencia y la
nacionalización de los partidos: el Índi-
ce de Éxito Electoral Ponderado (IEEP) y
el Índice de Nacionalización del Éxito
Electoral Partidista (INEEP). El cuarto
capítulo analiza los tipos de organización
interna de los partidos y sus efectos sobre
el éxito electoral. Se destaca las distintas
perspectivas metodológicas que permiten
establecer dimensiones analíticas para el
estudio de los partidos y sistemas de par-
tidos, y la construcción de dos índices: el
Índice de Centralización Político-Partidis-
ta (ICP) y el Índice de Democracia Inter-
na Partidista (IDP). Se pone a prueba
empíricamente estas herramientas y se
discute el efecto de la organización inter-
na de los partidos sobre su éxito electo-
ral. El quinto capítulo se centra en la im-
portancia de las dimensiones ideológicas
y programáticas, situando espacialmente
a los partidos en sus respectivos nichos
de competencia dentro de los sistemas
de partidos. Se identifica la ubicación
ideológico-programática de los partidos
políticos y cómo esta ha cambiado en el
tiempo, con el objetivo de identificar en
qué medida estas dimensiones influyen
sobre su éxito electoral.

El sexto capítulo inicia el segundo
apartado del libro. Este apartado tiene
como principal propósito describir e
identificar en qué medida la relación en-
tre el sistema de partidos y el sistema elec-

toral condicionan el éxito de los partidos
políticos. El autor se centra en los aspec-
tos exógenos o sistémicos, con base en
dos dimensiones: la naturaleza de la com-
petencia en el sistema de partidos y las
características del diseño institucional
establecido para esta competencia (el sis-
tema electoral). Se identifica los tipos de
sistemas de partidos durante el periodo
estudiado, utilizando diferentes indica-
dores para establecer los cambios y tra-
yectoria de los sistemas de partidos a par-
tir de una base de datos de elaboración
propia.

El capítulo siete presenta el tercer
apartado del libro, que sintetiza los resul-
tados de la investigación y el modelo de
análisis expuesto a lo largo del trabajo,
incorporando sistemáticamente las di-
mensiones internas y externas de los par-
tidos en el estudio de su éxito electoral.
Se analiza los efectos de las dimensiones
endógenas (organización interna e ideo-
logía de los partidos) y exógenas (sistema
de partidos y sistema electoral) sobre el
éxito electoral, desarrollando una tipolo-
gía de partidos y sistemas de partidos.
Por último, el trabajo incluye un aparta-
do de conclusiones, donde se destaca la
relevancia de construir nuevas categorías
analíticas para el estudio de los partidos
y sistemas de partidos, evaluando su ca-
pacidad de generalización en distintas
realidades nacionales y sintetizando los
principales hallazgos y particularidades
de cada dimensión analítica utilizada.

La obra que aquí se reseña ofrece un
valioso y riguroso análisis sobre la reali-
dad partidista latinoamericana a lo largo
de casi tres décadas. Sus principales ha-
llazgos, así como su capacidad para uni-
ficar abordajes y categorías analíticas, re-
presentan una contribución relevante para
el análisis comparativo de las causas de la
reconfiguración de los partidos y siste-
mas de partidos latinoamericanos duran-
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te décadas de cambio político en la re-
gión. Sus resultados representan al mis-
mo tiempo un punto de partida para fu-
turos trabajos que busquen contribuir al
análisis de la realidad partidista de la re-
gión con el propósito de evaluar las cau-
sas que hacen posible el éxito electoral
de los partidos políticos latinoamerica-
nos y sus consecuencias sobre los proce-

sos políticos que han marcado la historia
reciente de la región.
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El libro “Actores políticos, elecciones
y sistemas de partidos. Una aproximación
comparada desde la política subnacional
en América Latina”, editado por Carlos
Varetto y Juan Pablo Milanese, constituye
un aporte valioso al análisis de los parti-
dos políticos así como de la política sub-
nacional; al mismo tiempo que contribuye
al campo de la política comparada.

A lo largo de los diferentes trabajos
que componen el libro, el lector se en-
contrará con una diversidad de aproxi-
maciones y metodologías para compren-
der los partidos desde una mirada subna-
cional en diferentes latitudes de América
Latina, en perspectiva comparada —in-
cluso cuando el capítulo en cuestión se
centre en un solo territorio nacional—.
No se encontrará con un decálogo o una
lista de recomendaciones sobre cómo
abordar los partidos desde una mirada
subnacional; sí es esa su expectativa, más
allá de si es posible materializar una pro-
puesta tal.

Entonces ¿cuál es el aporte del libro
para comprender a los actores políticos,
las elecciones y los sistemas de partidos?
En primer lugar, la certeza de que es im-
posible hacerlo desde una única mirada.
Las dinámicas formales e informales de
nuestros partidos latinoamericanos difí-
cilmente puedan abordarse desde una
única perspectiva y, sin duda, como que-
da claro luego de atravesar los siete capí-
tulos del libro, sin la mirada subnacio-

nal. Y con respecto a la perspectiva de
análisis subnacional, la variedad de obje-
tos de estudio y recortes temáticos que
podemos englobar en la misma, como se
verá en la diversidad ofrecida por los di-
ferentes trabajos que componen el libro.

En el primer artículo, Juan Pablo
Milanese, Juan Albarracín y Adolfo A.
Abadía analizan la institucionalización del
sistema de partidos en Brasil y Colom-
bia, postulando como indicador funda-
mental la congruencia de los partidos, a
diferencia del indicador utilizado habi-
tualmente, el de volatilidad electoral. Asi-
mismo, se piensa la congruencia como
forma de caracterizar el enraizamiento de
los partidos en la sociedad. El concepto
de institucionalización de los sistemas de
partidos abarca así elementos formales e
informales, en el que la mirada subnacio-
nal aparece entonces como ineludible.

Un segundo artículo, centrado en el
proceso de descentralización en Uruguay,
se pregunta por sus consecuencias en los
sistemas de partidos locales, observando
un proceso de concentración de poder.
A partir del análisis de los condiciona-
mientos e incentivos institucionales, José
Raúl Rodríguez plantea sus efectos en el
poder a nivel municipal, donde no se
reproduce la fragmentación del sistema
de partidos a nivel nacional, sino que se
observa una tendencia al bipartidismo —
que no excluye la presencia de diferentes
sistemas de partidos—. Si bien centrado
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en el caso uruguayo, se propone una ex-
plicación comparativa con el caso chile-
no, donde sí se observa la dispersión del
poder político a nivel municipal.

En el tercer artículo, Yanina Welp
aborda un mecanismo de control o ac-
countability poco estudiado:  las eleccio-
nes de revocatoria de mandato a nivel
subnacional en América Latina, conside-
rando la variedad de sus diseños en cuan-
to a las autoridades que abarca y su pro-
cedimiento; y buscando explicar las cau-
sas de su —poco frecuente— activación.
En cuanto al último interrogante, se mues-
tra que la principal razón estriba en dise-
ños institucionales que desalientan su uti-
lización. Y, en los casos positivos, lejos
de funcionar como un efectivo mecanis-
mo de control, la revocatoria de mandato
es utilizado estratégicamente, como ins-
trumento más en la disputa política.

El cuarto trabajo analiza la desigual-
dad de género en el ámbito de la política
local, comparando los casos de Argenti-
na, Brasil y México. Denise Paiva, Viní-
cius Alves y Ana Carolina Moraes obser-
van que, a pesar de las diferencias en los
sistemas de cuotas y las formas de elec-
ción de candidatos, en los tres países hay
subrepresentación de las mujeres en los
ejecutivos locales. Por ello, articulando
política y sociedad, proponen otras va-
riables explicativas, de orden socioeco-
nómico, así como de carácter institucio-
nal, mostrando el peso de ambos tipos
de factores.

En el quinto artículo, José Incio
aborda la trayectoria de los ex goberna-
dores en Argentina, México, Brasil, Co-
lombia y Perú, países que presentan con-
textos político-institucionales variados,
relevantes para pensar los recorridos pos-
teriores al paso por el poder ejecutivo a
nivel subnacional. Las características de
las trayectorias políticas no aparecen sólo
como producto de los diferentes diseños

institucionales, sino también como indi-
cadores de diferencias en cuanto a la re-
lación entre diversos niveles y el nivel de
integración territorial de los partidos.
Entre los hallazgos, además de las espe-
radas particularidades de las trayectorias
de los gobernadores en contextos federa-
les, se destaca el marcado contraste entre
los recorridos posteriores de los goberna-
dores argentinos y peruanos.

En el sexto trabajo, Antonio Carda-
rello y Sergio Valenzuela comparan las
elecciones recientes de los gobernadores
en Argentina y los intendentes en Uru-
guay, interesados principalmente en la
reelección inmediata de los ejecutivos del
segundo nivel de gobierno. A pesar de
tratarse de contextos institucionales bien
diferentes, encuentran ciertas regularida-
des en cuanto a las reglas que regulan
dichas elecciones. Sin dejar de destacar
los marcados contrastes en cuanto a la
autonomía de los gobernadores argenti-
nos en relación con la posibilidad de al-
terar las reglas, que superan ampliamen-
te las potestades de los intendentes uru-
guayos. En la comparación, surgen varia-
bles relevantes para explicar las diferen-
cias en cuanto a la dinámica reelecciona-
ria, como el efecto de la alternancia en el
gobierno a nivel nacional y las diferen-
cias respecto a los niveles de nacionaliza-
ción del sistema de partidos.

Hacia el final, Gustavo Alejandro
Valenzuela Merino contribuye a la diver-
sidad metodológica del libro, a partir de
un estudio de caso en profundidad sobre
las redes de solución de problemas en
una comuna chilena, aplicando técnicas
de observación etnográfica. Como en
otros países latinoamericanos, las autori-
dades locales han adquirido un rol cen-
tral en la política y, con ello, el estudio
de las prácticas consideradas clientelares.
El trabajo muestra la multiplicidad y va-
riedad de tareas que realizan los políticos
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locales, cuyos significados son difícilmen-
te subsumibles en las categorías clásicas
de los estudios sobre clientelismo.

A lo largo del libro, la perspectiva
subnacional es aplicada a diversos obje-
tos de indagación: los sistemas de parti-
dos a nivel nacional y local, los procesos
de reforma administrativa, los mecanis-
mos de control de autoridades, las des-
igualdades de género, las trayectorias
políticas, los procesos electorales y las
lógicas de intercambio político. De ma-
nera transversal, tal como promete el tí-
tulo del libro, se consideran —a veces
como objeto de indagación, en otros ca-

sos como variables explicativas— las ca-
racterísticas de los sistemas de partido
latinoamericanos y los procesos electora-
les; en una mirada comparativa, que aún
escasea en el creciente campos de estu-
dios sobre política subnacional. Además
de marcar un rumbo de investigación in-
teresante para continuar, la lectura de
“Actores políticos, elecciones y sistemas
de partidos. Una aproximación compa-
rada desde la política subnacional en
América Latina”, en un año electoral, nos
provee de una caja de herramientas para
pensar nuestras elecciones en clave sub-
nacional y en perspectiva comparada.
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“El 4 de julio de 1991, fue promulgada
la nueva carta política destacada por su van-
guardismo, inclusión y reconocimiento de las
libertades” (12).

La Constitución Política del Estado
colombiano de 1991 se ha erigido en un
hito para la reconfiguración política del
país. Su promulgación después de un pro-
ceso caracterizado por la participación,
pluralidad de actores y un enfoque de am-
pliación de garantías para la ciudadanía
ha permitido que Colombia cuente con
instrumentos que posibilitan tramitar los
problemas estructurales con los que se
enfrenta el país con las nuevas acomoda-
ciones globales. Después de 30 años de
la nueva carta política, el libro “30 años
de la Constitución Política de Colombia.
Análisis y perspectivas” editado por Por-
firio Cardona Restrepo, Manuel Alcánta-
ra Sáez y Javier Duque Daza, con el sello
editorial de la Universidad Pontificia
Bolivariana y el apoyo de la Fundación
Manuel Giménez Abad y el Instituto de
Iberoamérica de la Universidad de Sala-
manca, se convierte en una contribución
no sólo en términos académicos, sino tam-
bién como reflexión que permite hacer
un alto en el camino recorrido y valorar
los impactos del cambio constitucional
que ha sido tan representativo para el país.

El texto inicia con algunos elemen-
tos introductorios donde se presentan las
generalidades del libro por parte de los

editores, además de una reflexión por
parte de Manuel Alcántara sobre la rela-
ción existente entre los poderes ejecutivo
y legislativo, que expone el imperio que
ha tenido el sistema presidencial en el
desarrollo político latinoamericano y la
forma como este esquema de poder pue-
de verse limitado para el ejercicio del
gobernante según la composición del ór-
gano legislativo. Seguidamente, la estruc-
tura del libro consigue desarrollarse me-
diante tres partes, compuestas en total por
ocho capítulos. La primera parte titula-
da: “Estado de Derecho” está constituida
por dos capítulos, en los que se exploran
las libertades civiles en Colombia con la
reforma constitucional desde el análisis
de sus avances y limitaciones —en auto-
ría de Javier Duque—; así como una ana-
logía sobre las implicaciones de la nueva
constitución a partir de la paradoja de
Teseo y la historia mitológica del lecho
de Procusto —contribución de Juan Da-
niel Elorza—.

La segunda parte denominada: “Or-
denamiento territorial” está compuesta por
tres capítulos, en los cuales se da cuenta
de las implicaciones de la nueva Carta
Magna en materia de descentralización
política, fiscal y administrativa desde la
experiencia de la ciudad de Medellín —
a cargo de Carolina Horta y Porfirio Car-
dona—; además del papel que asumen
las mujeres para la incidencia en el po-
der mediante procesos de agrupamiento
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político, desde movimientos asimismo
emergentes en la capital antioqueña —
expuesto en el texto por Luz Margarita
Cardona, Mary Luz Alzate y Yulieth Car-
vajal—; así como el desplazamiento que
surte la nueva Constitución al reconocer
que el poder que reposa en el constitu-
yente primario requiere de nuevos enfo-
ques de gobernanza —idea que profun-
diza Luis Horacio Botero en el libro—.

Para finalizar, la tercera parte del li-
bro: “Reformas constitucionales” aborda
mediante los tres capítulos restantes una
serie de elementos cruciales para enten-
der las implicaciones jurídicas y políticas
de la Constitución colombiana. Comien-
za con la exposición de la encrucijada en
que han caído los jueces en el país cuan-
do por las nuevas acomodaciones consti-
tucionales y algunos vicios del ejercicio
político han tenido que fungir no sólo
como administradores de justicia, sino
también como legisladores y agentes re-
guladores —presentado por Martha
Gutiérrez—.

A continuación, se presentan las
transformaciones que ha posibilitado la
Constitución con respecto a los procesos
de agrupamiento político, al ampliar las
opciones para la participación de voces
plurales que superen la lógica bipartidis-
ta que tanto daño hizo al país durante la
primera mitad del siglo XX —idea abor-
dada por Andrés Felipe Cortés y David
Alberto Roll—; y cierra con el plantea-
miento de la Carta de 1991 como un
mecanismo facilitador de los procesos de
justicia transicional para que Colombia
pudiera hacer frente a la profunda crisis
experimentada entre las décadas de los
80 y 90 —argumento expuesto por Cami-
lo Eduardo Espinosa—.

Con este panorama relatado, pueden
atribuirse tres fortalezas en el texto, las
cuales constituyen las razones por las que
el libro precisa ser leído por todos aque-

llos que se interesan en el campo de los
estudios políticos y jurídicos. La primera
tiene que ver con el análisis que se ofrece
en el apartado introductorio por parte de
Manuel Alcántara, quien devela las im-
plicaciones generales de América Latina
en su fundamentación del sistema políti-
co mediante un enfoque presidencialista,
y cómo esto puede incidir en el desarro-
llo de la rama legislativa; lo que se con-
vierte en una ventana de oportunidad para
que el libro resulte provocador en la lec-
tura no sólo para el público colombiano,
sino en términos generales para los de-
más latinoamericanos.

La segunda razón se relaciona con
la forma en que la publicación consigue
hacer un balance de los aportes deriva-
dos del cambio Constitucional de 1991
en Colombia, aproximándose a temas que
continúan siendo relevantes en el ámbito
político del país como las libertades civi-
les, especialmente la libertad de expre-
sión y de opinión que ha demostrado li-
mitaciones por parte de los actores arma-
dos ilegales que han hecho presencia en
el país, y desde las mismas instituciones
del Estado; así como la exposición de otros
asuntos que develan la ampliación de la
participación democrática para las muje-
res y las posibilidades derivadas para el
surgimiento de nuevos movimientos y
partidos políticos.

En cuanto al tercer argumento que
refleja la fortaleza del libro puede atri-
buirse a su tercera parte titulada: “Refor-
mas constitucionales”, especialmente los
capítulos desarrollados por Martha Gutié-
rrez y Camilo Eduardo Espinosa, que
destacan por su potencia analítica y argu-
mentativa. Las contribuciones de ambos
autores alrededor de la forma en que se
han traslapado funciones en los jueces
que atañen no sólo a su rol como actores
de la rama judicial, sino también las ex-
tendidas como legislativos ante los vacíos
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derivados de la reforma constitucional y
los actores políticos que conforman el
Congreso —desde los aportes de Gutié-
rrez—; así como la forma en que la Cons-
titución de 1991 funge como mecanismo
de justicia transicional al ampliar garan-
tías para el constituyente primario y dar
rutas de salida ante la crisis experimenta-
da por Colombia entre los años 80 y 90
—según los argumentos de Espinosa—;
permiten proveer una agenda de investi-
gación que servirá de insumo para futu-
ros estudios en el campo.

Finalmente, aunque se reconocen las
fortalezas del texto también es preciso
referir sus debilidades. Se limitan a dos,
una del orden político y otra desde la
composición metodológica del libro. Res-
pecto a la primera, aunque es una contri-
bución valiosa, continúa replicando pa-
trones del ecosistema científico colombia-
no en los que se da voz predominante-
mente a los académicos, dejando de lado
la esencia de los procesos de generación
del conocimiento: la sociedad. El texto
posee gran calidad argumentativa y ana-
lítica, pero salvo por el capítulo desarro-
llado por Luz Margarita Cardona, Mary
Luz Alzate y Yulieth Carvajal, no incluye

un balance soportado en la voz del ciu-
dadano de a pie, lo que si bien constituye
una debilidad del libro también puede
convertirse en una fortaleza para la gene-
ración de iniciativas futuras.

Y, en cuanto a la segunda debilidad
identificada, el rigor argumentativo y ana-
lítico alcanzado por los autores podría
verse ensombrecido por la composición
metodológica del libro. Todos los capítu-
los refieren a grandes rasgos los elemen-
tos procedimentales para el análisis, pero
resultan poco detallados para asegurar la
“replicabilidad” que se atribuye a los ejer-
cicios derivados de procesos de investi-
gación; donde se develen con suficiencia
elementos clave como las técnicas para la
recolección de los datos y las estrategias
o marcos para su análisis. Sin embargo,
considere el lector que la elaboración de
esta reseña está permeada por mi juicio
valorativo, y por tanto está anclada a ele-
mentos subjetivos, por lo que sólo quie-
nes se atrevan a sumergirse en este intere-
sante libro podrán encontrar mis apre-
ciaciones como apropiadas o, para crear
una comunidad científica más sólida, re-
batirlas a partir de sus propias aproxima-
ciones.



Revista SAAP  . Vol. 17, Nº 1

170

COLABORACIONES

1. Debe enviarse el manuscrito en su versión electrónica (única-
mente en Word) a REVISTA@SAAP.ORG.AR.

2. Se enviará una versión con nombre y otra anonimizada para su
evaluación externa. En la misma debe eliminarse toda referencia
que permita identificar la autoría, tales como nombres, afilia-
ción institucional o citas que identifiquen a autores y autoras del
artículo, agradecimientos a personas o instituciones, investiga-
ciones previas que dieron origen al artículo, indicación de pre-
sentación previa en seminario, etc.

3. En la versión con nombre, toda aclaración con respecto al traba-
jo, así como la pertenencia institucional de los/as autores/as y su
dirección electrónica, debe consignarse a continuación del títu-
lo.

4. Los artículos no deben exceder las 11.000 palabras; las notas y
avances de investigación las 6.000 palabras; y las reseñas biblio-
gráficas 1.300 palabras.

5. Todos los trabajos deberán ser acompañados de un resumen en
el idioma en el que están escritos y otro en inglés, de hasta 150
palabras cada uno y de 5 palabras clave, también en ambos idio-
mas. Los manuscritos en inglés deberán incluir también un re-
sumen en castellano.

6. Formato general:

Tipografía: Times New Roman.
Tamaño: 12.
Interlineado: 2,0.
Tamaño de hoja: A4.
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CITAS Y REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS

Las citas y referencias bibliográficas deberán seguir el formato APA,
según se ejemplifica a continuación:

Libro:

Durkheim, E. (1895). Las reglas del método sociológico. Buenos Aires:
La Pléyede.

Capítulo de libro:

Pizarro, C. (2016). »Trabajadores paraguayos en la producción for-
estal del Delta Interior del río Paraná». En S. Aparicio y R. Benencia
(Eds.), De migrantes y asentados. Trabajo estacional en el agro argentino
(pp. 115-138). Buenos Aires: Fundación CICCUS.

Artículo de revista:

Barringer, M.N., Sumerau, J.E., y Gay, D. (2020). Generational Varia-
tion in Young Adults’ Attitudes toward Legal Abortion: Contextualizing
the Role of Religion. Social Currents, 7(3), 279-296.

Artículo de diario online:

Calvo, J. (2021). »El cambio puede ser ir separados». Diario Perfil,
27 de junio de 2021. Extraído de https://www.perfil.com/noticias/
columnistas/el-cambio-puede-ser-ir-separados-por-javier-calvo.phtml

Citas al interior del texto deben indicar el nombre y año de
publicación:

Ejemplo:

La democracia y el capitalismo basan su poder en la igualdad y la
ganancia, respectivamente (Quiroga, 2005).

«En efecto, la democracia y el capitalismo establecen diferentes
sistemas de poder, basados en valores casi opuestos: la igualdad y la
ganancia» (Quiroga, 2005: 157).
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TABLAS Y GRÁFICOS

Tablas:
Deben figurar en escalas de grises con el formato de tablas académico.
Ejemplo:

TABLA 1
Argentina. Matrícula escolar en escuelas públicas de gestión

privada por nivel educativo. Años 2002-2010 (en porcentaje
sobre el total de la matrícula escolar)

Fuente: elaboración propia en base a Anuarios Estadísticos del Mi-
nisterio de Educación de la Nación.

Deben estar numeradas en forma correlativa (Tabla 1, Tabla 2,
Tabla x, etc.)

Debe estar indicada cuál es la fuente de la misma.
Gráficos:
Deben figurar en blanco y negro.
Deben ser editables (no imágenes).
Deben estar numerados en forma correlativa (Gráfico 1, Gráfico

2, Gráfico x, etc.)
Debe estar indicada cuál es la fuente de los mismos.
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PROCESO DE EVALUACIÓN
Los artículos y notas de investigación aprobados por la Dirección

de la Revista, serán sometidos a doble evaluación externa de pares.
En dicho proceso se mantendrá el anonimato entre los/as autores/as
y los/as evaluadores/as, y se valorarán los siguientes aspectos: origi-
nalidad del aporte; conocimiento y grado de actualización de la
literatura; uso de la teoría y de la metodología. La Dirección se reser-
va la decisión final sobre la publicación de los trabajos

PLAGIO Y FRAUDE CIENTÍFICO
Las colaboraciones postuladas deben ser originales e inéditas, y

no deberán estar simultáneamente en proceso de evaluación en otra
revista. Autores y autoras son enteramente responsables de su conte-
nido y deben evitar toda práctica de plagio y/o auto-plagio.

Revista SAAP revisa todas las colaboraciones recibidas mediante
el software iThenticate (Similarity Check - Crossref). Ante la detec-
ción de plagio el artículo será inmediatamente rechazado por el equi-
po editorial.

DATOS RESPALDATORIOS
Los artículos aceptados para publicación deberán presentar un

link de acceso a los datos respaldatorios de la investigación, los cua-
les deberán estar depositados en un sitio electrónico de acceso pú-
blico. Es obligatorio para autores y autoras el cumplimiento en sus
investigaciones de las protecciones habituales para los sujetos huma-
nos (consentimiento informado, supervisión ética).

DERECHOS DE AUTOR
Es condición para la publicación que el autor o autores ceda(n) a

la revista los derechos de reproducción, así como el derecho de ser
el primer ámbito de publicación del artículo.

Los textos publicados por Revista SAAP se distribuyen ampara-
dos bajo una Licencia CREATIVE COMMONS 4.0 ATRIBUCIÓN-
NO COMERCIAL-COMPARTIRIGUAL INTERNACIONAL (CC
BY-NC-SA 4.0), que permite a terceros utilizar lo publicado siempre
que se mencione la autoría del artículo y a la primera publicación en
esta revista.

Autores y autoras conservan el derecho de autor.
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ÉTICA DE LA REVISTA
Revista SAAP adhiere a los Principios de Transparencia y Mejores

Prácticas en Publicaciones Académicas planteado por el Comité de Ética
para Publicaciones (COPE). El mismo se encuentra disponible en
PUBLICATIONETHICS.ORG. Estos principios aplican a todas las per-
sonas implicadas en el proceso de publicación de la Revista: editores/as,
Comité Editorial, Comité Asesor, autores/as y evaluadores/as.

Algunos de los principios planteados por COPE a los que Revista
SAAP se compromete son los siguientes, sin perjuicio de los que aquí no
se enumeran:

Contar con un equipo editorial, un consejo editorial y un consejo
asesor comprometido con el buen funcionamiento de la publicación.

Garantizar un proceso de revisión por pares de las contribuciones
que el equipo editorial considere pertinentes de acuerdo a los objetivos
de la revista.

Garantizar los derechos de autor y de difusión de los artículos publi-
cados en la revista.

Sostener la calidad ética del material publicado en la revista, identi-
ficando y evitando malas prácticas en la investigación científica.

Mantener la periodicidad semestral en cuanto a la publicación de la
revista.

Permitir el acceso gratuito a todo el material publicado en la web de
la revista.

Publicar correcciones así como retractaciones y pedido de disculpas
en caso de que sea necesario.

POLÍTICA DE ACCESO ABIERTO
Revista SAAP es de acceso abierto y no tiene ningún costo para los/as

autores/as. La Sociedad Argentina de Análisis Político (SAAP) cubre to-
dos los gastos de la Revista.



175



Revista SAAP  . Vol. 17, Nº 1

176


